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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	12-32-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	03-01-12
	REBAJO EN PUNTOS DE LA LICENCIA A CHOFERES POR CONDICIONES DE VEHÍCULO
-Artículos 71 bis, 130, 131, 132  y 136 de la Ley de Tránsito. 

Las normas sancionan con el rebajo de puntos de la licencia a los conductores de vehículos, que no cumplan con las condiciones necesarias que exige la ley (como las luces en buen estado, lo de RITEVE, etc). Se acusa que en el caso de los choferes, es responsabilidad del dueño de vehículo mantenerlo a derecho; sin embargo, los afecta, en tanto por el rebajo de puntos en su licencia, pueden quedar sin trabajo. 



	12-57-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	04-01-12
	CERTIFICACIONES QUE EMITE CONAVI SOBRE VEHÍCULOS
-Artículo 221 de la Ley de Tránsito por vías Públicas Terrestres. 

La norma señala que  todo propietario o interesado deberá cancelar todas las obligaciones pendientes que, a la fecha, aparezcan a su nombre, como multas, gravámenes o anotaciones, establecidas en esta Ley, además de impuestos, seguro obligatorio de vehículos y derechos, para realizar inscripciones, reinscripciones, desinscripciones, inscripción de gravámenes, etc. Quedan igualmente obligados a tal cancelación, los propietarios de vehículos destinados al transporte público, cuando se trate de gestiones referentes a concesiones, permisos, exoneración de impuestos, trámites ante la Comisión Técnica de Transportes y otros. Se acusa que COSEVI interpreta que para emitir  una certificación que un vehículo está al día en sus deudas, todos los vehículos del mismo propietario deben estar igualmente al día en el pago de sus obligaciones. 



	12-81-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	04-01-12
	APROBACIÓN DE LA LEY DEL IMPUESTO A LAS PERSONAS JURÍDICAS
-Ley 9024 del 23-12-2011. Publicada en el Alcance Digital de La Gaceta del 27-12-2011. Ley de Impuesto a las Personas Jurídicas. 

Se acusa que la ley cuestionada no fue aprobada por mayoría calificada. 



	12-129-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	06-01-12
	SANCIÓN DE TRÁNSITO POR MAL ESTACIONAMIENTO
-Artículo 133 inciso h) de la Ley de Tránsito

La norma señala que se impondrá una multa de un cuarenta por ciento (40%) de un salario base mensual, correspondiente al “Auxiliar administrativo 1” que aparece en la relación de puestos del Poder Judicial, de conformidad con la Ley del presupuesto ordinario de la República, aprobada en el mes de noviembre anterior a la fecha en que se cometa la infracción de tránsito, sin perjuicio de las sanciones conexas: h) A quien se estacione en contra de lo dispuesto en los incisos b), c), ch), d), e), f), g), h) e i) del artículo 96 de esta Ley. La misma sanción se impondrá al propietario o, en ausencia de este, al gerente o administrador del establecimiento público o privado que infrinja lo dispuesto por el inciso i) del artículo 96 de la presente Ley.

Se acusa que la norma no es razonable ni proporcionada.



	12-160-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	06-01-12
	CONDENA EN COSTAS EN CASO DE LOS ABOGADOS DEL ESTADO
-Jurisprudencia de los Tribunales Contenciosos Administrativos, respecto a la liquidación de costas personales a favor del Estado.

-Artículo 195 inciso 1) del Código Procesal Contencioso Administrativo

Se acusa que cuando el Estado sale vencedor, los jueces contenciosos condenan a pagar costas a la parte, con base en la tabla de honorarios, aún cuando los abogados son de planta.



	12-255-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	09-01-12
	PREBLISCITO
-Artículo 19 del Código Municipal

Por moción presentada ante el Concejo, que deberá ser firmada al menos por la tercera parte del total de los regidores y aprobada por el mínimo de tres cuartas partes de los regidores integrantes, se convocará a los electores del cantón respectivo a un plebiscito, donde se decidirá destituir o no al alcalde municipal. Tal decisión no podrá ser vetada.   

 Los votos necesarios para destituir al alcalde municipal, deberán sumar al menos dos tercios de los emitidos en el plebiscito, el cual no podrá ser inferior al diez por ciento (10%) del total de los electores inscritos en el cantón.   

 El plebiscito se efectuará con el padrón electoral del respectivo cantón, con el corte del mes anterior al de la aprobación en firme del acuerdo referido en el párrafo primero de este artículo.   

 Si el resultado de la consulta fuere la destitución del funcionario, el Tribunal Supremo de Elecciones repondrá al alcalde propietario, según el artículo 14 de este código, por el resto del período. 

    Si ambos vicealcaldes municipales son destituidos o renuncien, el Tribunal Supremo de Elecciones deberá convocar a nuevas elecciones en el cantón respectivo, en un plazo máximo de seis meses, y el nombramiento será por el resto del período. Mientras se realiza la elección, el presidente del concejo asumirá, como recargo, el puesto de alcalde municipal, con todas las atribuciones que le otorga este Código.   

Se acusa que el puesto de Alcalde es convocado y supervisado por el TSE; sin embargo, la revocatoria del mandato se hace por iniciativa y con la aprobación del Consejo Municipal.



	12-281-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	10-01-12
	PUBLICACIÓN Y VIGENCIA DE LAS SUSPENSIONES A NOTARIOS

-Artículo 161 párrafo primero del Código Notarial. 

La norma señala que firme la sentencia de una suspensión, se publicará, por una sola vez, un aviso en el Boletín Judicial para dar cuenta de ella; además, se comunicará al Archivo Notarial, el Registro Nacional y el Registro Civil. La vigencia de la sanción empezará a regir ocho días naturales después de la publicación. Se indica que las suspensiones como otras medidas disciplinarias se anotarán en el registro que deberá llevar la Dirección Nacional de Notariado. Los órganos jurisdiccionales que conozcan de esta materia, deberán comunicárselas.

Se acusa que no se comunica al notario la fecha de la publicación, lo que lo deja en total estado de indefensión. 



	12-301-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	10-01-12
	PREBLISCITO
-Artículo 19 del Código Municipal

Por moción presentada ante el Concejo, que deberá ser firmada al menos por la tercera parte del total de los regidores y aprobada por el mínimo de tres cuartas partes de los regidores integrantes, se convocará a los electores del cantón respectivo a un plebiscito, donde se decidirá destituir o no al alcalde municipal. Tal decisión no podrá ser vetada.   

 Los votos necesarios para destituir al alcalde municipal, deberán sumar al menos dos tercios de los emitidos en el plebiscito, el cual no podrá ser inferior al diez por ciento (10%) del total de los electores inscritos en el cantón.   

 El plebiscito se efectuará con el padrón electoral del respectivo cantón, con el corte del mes anterior al de la aprobación en firme del acuerdo referido en el párrafo primero de este artículo.   

 Si el resultado de la consulta fuere la destitución del funcionario, el Tribunal Supremo de Elecciones repondrá al alcalde propietario, según el artículo 14 de este código, por el resto del período. 

    Si ambos vicealcaldes municipales son destituidos o renuncien, el Tribunal Supremo de Elecciones deberá convocar a nuevas elecciones en el cantón respectivo, en un plazo máximo de seis meses, y el nombramiento será por el resto del período. Mientras se realiza la elección, el presidente del concejo asumirá, como recargo, el puesto de alcalde municipal, con todas las atribuciones que le otorga este Código.   

Se acusa que la revocatoria de mandato sólo va dirigida a los Alcaldes y no a los Regidores, que también son funcionarios de elección popular, por lo que la norma es violatoria del principio de igualdad, entre otros derechos. 



	12-310-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	10-01-12
	DESAHUCIO ADMINISTRATIVO

-Artículo 455 del Código Procesal Civil 

En los casos establecidos en el artículo impugnado se indica que no es necesario el desahucio judicial, sobre todo a personas que cumplen una función administrativa subordinada al propietario. Alega que se omite el debido proceso y considera que existe un exceso de poder del Ministerio de Seguridad Pública. 



	12-343-0007-CO
Consulta Judicial


	11-01-12
	SUSPENSIÓN DEL PROCESO A PRUEBA
-Directriz de la Fiscalía de Limón en cuanto no acepta la suspensión del proceso a prueba en los delitos que no son graves, como el de portación de armas.

 

	12-381-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	11-01-12
	PROPINA
-Artículo 4 de la Ley de Propinas. Ley 4946 del 03-02-1972, reformada por ley 5635.

La norma señala que los patronos no deberán participar del beneficio de la propina y no deberán impedir o interferir en el cobro legal de la misma, por parte de sus trabajadores. Cualquier suma que por ese concepto, deje de percibir el trabajador por causa imputable a patrono se considerará como una deuda de éste con aquél. Con relación al monto se le aplicarán al patrono las mismas disposiciones y sanciones que el Código de Trabajo establece para todo lo relacionado con el salario. Se cuestiona el que se interprete la propina como parte del salario. 



	12-387-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	11-01-12
	PROCEDENCIA DEL APREMIO EN MATERIA DE PENSIONES ALIMENTARIAS
-Artículo 25 de la Ley de Pensiones Alimentarias

-Artículo 19.2 de la Ley de la Defensoría de los Habitantes de la República

Las normas regulan lo relativo al apremio por seis mensualidades en materia de pensiones alimentarias, el cual procederá siempre que la parte actora haya gestionado el cobro en forma reiterada. La norma de la Defensoría que se impugna señala que este órgano, no podrá conocer quejas si el asunto está pendiente en los Tribunales de Justicia. Señala el recurrente que no es justo que a la madre se le obligue a presentarse a firmar cada mes la orden de apremio. 

 

	12-394-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	12-01-12
	MULTA POR PRESTAR SERVICIO DE TRANSPORTE SIN AUTORIZACIÓN

-Artículo 130 inciso c) de la Ley de Tránsito

La norma señala que se impondrá una multa de un salario base mensual correspondiente al “Auxiliar administrativo 1” que aparece en la relación de puestos del Poder Judicial, de conformidad con la Ley del presupuesto ordinario de la República, aprobada en el mes de noviembre anterior a la fecha en que se cometa la infracción de tránsito, sin perjuicio de las sanciones conexas: c) Al conductor que se dedique a prestar el servicio de transporte público, en cualquiera de sus modalidades, sin contar con las respectivas autorizaciones, en violación de lo dispuesto en el inciso a), numeral 1, o en el inciso b), numeral 1, ambos del artículo 98, y en el artículo 113 de esta Ley, lo anterior únicamente en cuanto a no contar con la respectiva autorización. Se acusa que la multa es desproporcional. 



	12-459-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	13-01-12
	BANCO POPULAR Y DE DESARROLLO COMUNAL
-Artículo 2 de la Ley Orgánica del Banco Popular y de Desarrollo Comunal. Ley número 7031 del 14 de abril de 1986. Frase “no estatal”

-Por conexión el artículo 47 de la Ley Orgánica del Banco Popular y de Desarrollo Comunal. Ley número 7031 del 14 de abril de 1986, introducida mediante artículo 167 inciso c de la Ley número 7758 del 03 de noviembre de 1995. Frase “a excepción del artículo 4”

Se acusa que el Banco Popular es un banco del Estado sin garantía estatal, aún cuando los ahorrantes del BPDC son voluntarios, con sujeción a las mismas regulaciones legales, de fiscalización y supervisión financiera, que el resto de los bancos del Estado. 

 

	12-462-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	13-01-12
	REQUISITOS A CASINOS DE JUEGOS
-Artículo 4 del Reglamento para el Otorgamiento de Permiso Sanitario de Funcionamiento a los Casinos de Juego. Decreto Ejecutivo 34580.

-Artículo 10 y 12 del Reglamento de Casinos. Decreto Ejecutivo 34581.

-Artículo 1 de la Reforma al Reglamento de Casinos de Juego. Decreto 35219-MP-J-S-MSP

Los decretos cuestionados ponen una serie de regulaciones sobre los casinos, en cuanto a horario y el costo del permiso sanitario ($5000), entre otras. 



	12-405-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	10-01-12
	PREBLISCITO
-Artículo 19 del Código Municipal

Por moción presentada ante el Concejo, que deberá ser firmada al menos por la tercera parte del total de los regidores y aprobada por el mínimo de tres cuartas partes de los regidores integrantes, se convocará a los electores del cantón respectivo a un plebiscito, donde se decidirá destituir o no al alcalde municipal. Tal decisión no podrá ser vetada.   

 Los votos necesarios para destituir al alcalde municipal, deberán sumar al menos dos tercios de los emitidos en el plebiscito, el cual no podrá ser inferior al diez por ciento (10%) del total de los electores inscritos en el cantón.   

 El plebiscito se efectuará con el padrón electoral del respectivo cantón, con el corte del mes anterior al de la aprobación en firme del acuerdo referido en el párrafo primero de este artículo.   

 Si el resultado de la consulta fuere la destitución del funcionario, el Tribunal Supremo de Elecciones repondrá al alcalde propietario, según el artículo 14 de este código, por el resto del período. 

    Si ambos vicealcaldes municipales son destituidos o renuncien, el Tribunal Supremo de Elecciones deberá convocar a nuevas elecciones en el cantón respectivo, en un plazo máximo de seis meses, y el nombramiento será por el resto del período. Mientras se realiza la elección, el presidente del concejo asumirá, como recargo, el puesto de alcalde municipal, con todas las atribuciones que le otorga este Código.   

Se acusa que la revocatoria de mandato sólo va dirigida a los Alcaldes y no a los Regidores, que también son funcionarios de elección popular, por lo que la norma es violatoria del principio de igualdad, entre otros derechos. 



	12-484-0007-CO
Consulta Judicial


	13-01-12
	ORDEN DE REGISTRO DE LLAMADAS EMITIDAS POR LOS FISCALES
-Circular de la Fiscalía General de la República número 02-2006 del 27-01-2006, en donde se indica que los fiscales pueden otorgar aprobación para la solicitud de información, sobre registro de llamadas telefónicas ante el Instituto Costarricense de Electricidad. Se cuestiona el hecho de que la directriz  impugnada sea violatoria del artículo 24 constitucional, en tanto la orden de registro no es ordenada por un juez. 

	12-568-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	16-01-12
	MULTA POR PRESTAR SERVICIO DE TRANSPORTE SIN AUTORIZACIÓN

-Artículo 130 inciso c) de la Ley de Tránsito

La norma señala que se impondrá una multa de un salario base mensual correspondiente al “Auxiliar administrativo 1” que aparece en la relación de puestos del Poder Judicial, de conformidad con la Ley del presupuesto ordinario de la República, aprobada en el mes de noviembre anterior a la fecha en que se cometa la infracción de tránsito, sin perjuicio de las sanciones conexas: c) Al conductor que se dedique a prestar el servicio de transporte público, en cualquiera de sus modalidades, sin contar con las respectivas autorizaciones, en violación de lo dispuesto en el inciso a), numeral 1, o en el inciso b), numeral 1, ambos del artículo 98, y en el artículo 113 de esta Ley, lo anterior únicamente en cuanto a no contar con la respectiva autorización. Se acusa que la multa es desproporcional. 



	12-574-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	16-01-12
	DERECHO DE IMPUGNAR TRASLADO DE CARGOS EN PROCEDIMIENTOS CONTRA TRABAJADORES INDEPENDIENTES
-Artículo 21 del Reglamento para Verificar las obligaciones Patronales y de Trabajadores Independientes. Publicado en La Gaceta 110 del 08 de junio del 2000.

Se acusa que mediante una norma reglamentaria se suprime la facultad de impugnar los traslados de cargos en procedimientos de verificación de cumplimiento de obligaciones de patronos y trabajadores independientes. 



	12-615-0007-CO
Consulta Judicial


	17-01-12
	JURISPRUDENCIA DE LA SALA SEGUNDA
-Jurisprudencia de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, según la cual, es jurídicamente posible indexar de manera extra-convencional (es decir, sin mediar acuerdo expreso de las partes en ese sentido) los montos dinerarios de los derechos laborales pretendidos en la demanda laboral.



	12-629-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	17-01-12
	SANCIÓN DE TRÁNSITO POR MAL ESTACIONAMIENTO
-Artículo 133 inciso h) de la Ley de Tránsito

La norma señala que se impondrá una multa de un cuarenta por ciento (40%) de un salario base mensual, correspondiente al “Auxiliar administrativo 1” que aparece en la relación de puestos del Poder Judicial, de conformidad con la Ley del presupuesto ordinario de la República, aprobada en el mes de noviembre anterior a la fecha en que se cometa la infracción de tránsito, sin perjuicio de las sanciones conexas: h) A quien se estacione en contra de lo dispuesto en los incisos b), c), ch), d), e), f), g), h) e i) del artículo 96 de esta Ley. La misma sanción se impondrá al propietario o, en ausencia de este, al gerente o administrador del establecimiento público o privado que infrinja lo dispuesto por el inciso i) del artículo 96 de la presente Ley.

Se acusa que la norma no es razonable ni proporcionada.



	12-647-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	17-01-12
	REQUISITO PARA LABORAR EN LA DIRECCIÓN JURÍDICA DE LA CCSS
-Artículo 20 punto b) del Reglamento de la Dirección Jurídica y de las Actividades Jurídicas de la Caja Costarricense del Seguro Social. Aprobado en sesión de Junta Directiva de la CCSS número 8174 del 09 de agosto del 2007. Publicado en la Gaceta número 177 del 14 de setiembre del 2007.

La norma impone como requisito para los abogados que quieran laborar en la Dirección Jurídica, tener un año de experiencia profesional, lo que a juicio del accionante es discriminatorio. 



	12-669-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	18-01-12
	REQUISITOS PARA LA UTILIZACIÓN DE MADERA POR PARTE DE LAS MUNICIPALIDADES
-Inciso 3.3.3.1. del Manual R-SINAC-028, denominado  “Madera en Derechos de Vía” del Manual de Procedimientos para el Aprovechamiento Maderable en Terrenos de uso Agropecuario y sin bosque y situaciones especiales en Costa Rica. Publicado en la Gaceta 163 del 23 de agosto del 2010.

La norma no permite a la Municipalidad utilizar en proyectos para la comunidad, la madera que llegue a su poder, como resultado de una desastre natural o por ampliación de los caminos vecinales, calles locales y caminos no clasificados



	12-682-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	18-01-12
	MULTA DE TRANSITO

-Artículo 134 inciso c) y 31 inciso 1) apartado m) de la Ley de Tránsito por vías Públicas Terrestres. N° 7331

La norma prevé una multa para el “conductor de un automóvil que incumpla cualquiera de las disposiciones, generales y especiales, que le sean aplicables, establecidas en el artículo 32 de esta Ley, siempre que dicho incumplimiento no haya sido sancionado en otra norma de la presente Ley”. Fundamentalmente por no portar implementos para cambio de llantas, cable para batería, botiquín, entro otros. Se alega que la multa impuesta es desproporcionada. 



	12-746-0007-CO
Consulta Legislativa


	19-01-12
	COMERCIALIZACIÓN DE BEBIDAS ALCOHÓLICAS
Proyecto de Ley para la Regulación y Comercialización de Bebidas con contenido Alcohólico. Expediente Legislativa 17.410



	12-756-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	19-01-12
	MULTA POR NO PORTAR DISPOSITIVOS DE SEGURIDAD
-Artículo 32 inciso 1) apartado m) de la Ley de Tránsito. 

La norma señala la obligación de los conductores de portar dos (2) triángulos de seguridad u otro dispositivo de seguridad análogo y al menos un (1) chaleco retroreflectivo verde, naranja o rojo. Se acusa que la multa de 94.000 colones es desproporcionada.  



	12-796-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	20-01-12
	CONCURSOS EN EL SERVICIO CIVIL
-Artículo 17 del Reglamento al Estatuto de Servicio Civil.

La norma señala que todo oferente que participe en concursos en el Régimen del Servicio Civil, gozará de un puntaje adicional sobre la calificación final, siempre que esta sea de un 70% o más, por haberle prestado servicios remunerados al Estado, hasta un límite de 15 años. A juicio del accionante la norma es discriminatoria. 



	12-798-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	20-01-12
	CREACIÓN DE RESERVA FORESTAL RÍO PACUARE POR LEY DE PRESUPUESTO
-Artículo 26 de la Ley de Presupuesto No. 7018 del 20 de diciembre de 1986

Mediante esta Ley de Presupuesto se crea la Reserva Forestal Río Pacuare. Se acusa que se les niega a titular las tierras, a pesar de demostrarse la posesión decenal antes de la creación de la Reserva. Asimismo, acusa que la norma es inconstitucional por ser una norma atípica. 



	12-804-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	20-01-12
	CONFORMACIÓN DE COMISIONES LEGISLATIVAS
-Acuerdos del Presidente de la Asamblea Legislativa, respecto a la integración de Comisiones Permanentes Especiales, para la legislatura 2011-2012, especialmente al conformación de la Comisión Especial de Ambiente y la Comisión Permanente Especial de Turismo, realizadas por acuerdos: No. 01-11-12 del 12-05-11 y el No. 04-11-12 del 16-05-11.

Los acuerdos se impugnan porque el número de diputados por fracción legislativa, no es equivalente al porcentaje de los obtenidos realmente por cada uno de los partidos políticos, las pasadas elecciones. Tampoco cumple lo dispuesto en el Reglamento Legislativo, respecto a la representación de fracciones en forma representativa.



	12-887-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	24-01-12
	CONSEJO REGIONAL DEL ÁREA DE CONSERVACIÓN ARENAL HUETAR NORTE
-Artículo 30 del Decreto Ejecutivo número 23433-MINAE del 08 de abril del 2008.

-Artículos 5 y 10 del Decreto Ejecutivo 35974-MINAET. Publicado en La Gaceta No. 111 del 09 de junio del 2010.

-Resolución número ACAHN-DR-010-2011 emitida por el Director del Área de Conservación Arenal Huetar Norte

Se acusan irregularidades en la elección del Consejo Regional del Área de Conservación Arenal Huetar Norte y las potestades otorgadas por las normas, al Director del Área de Conservación Arenal Huetar Norte.



	12-907-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	24-01-12
	MULTA DE TRANSITO
-Articulo 132 inciso n) de la Ley de Tránsito. No. 7331 del 13-04-1993.

Se impondrá una multa al conductor de un vehículo que al iniciar su marcha intercepte el paso de otros vehículos con derecho a la vía, aun cuando haya hecho las señales preventivas y reglamentarias, pero sin dar tiempo a que los conductores de estos se adelanten o cedan el paso. La multa equivale a un monto de 205.000 colones, lo que a juicio del accionante es abusiva y desproporcionada. 



	12-902-0007-CO
Consulta Legislativa


	24-01-12
	ACUERDO CON REINO UNIDO PARA INFORMACIÓN TRIBUTARIA
-Aprobación del Acuerdo entre la República de Costa Rica y el Reino de los Países Bajos para el Intercambio de Información en materia Tributaria y su Protocolo. Expediente número 18.100



	12-909-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	24-01-12
	SANCIONES PARA LOS ABOGADOS
-Artículos 75 a 87 del Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos del Profesional en Derecho.

Las normas impugnadas regulan lo relativo a las sanciones contra los abogados, lo que a juicio del accionante debe estar contenido en una ley. 

  

	12-960-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	25-01-12
	CASACIÓN EN MATERIAL NOTARIAL
-Artículo 158 del Código Notarial

La norma impugnada restringe la posibilidades Recurso de Casación contra lo resuelto por el  Tribunal de Notariado, únicamente en los casos en que “hubiere mediado pretensión resarcitoria” y “cuando la cuantía del asunto lo permita”, impidiendo así la interposición del recurso en el resto de los casos, ya sea porque no haya pretensión resarcitoria o porque la cuantía no lo permite. De igual forma en cuanto limita la competencia del tribunal de casación únicamente a lo pecuniario. 



	12-969-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	25-01-12
	INTERPRETACIÓN JUDICIAL
-Artículos 1, 2, 3 y 7 de la Ley de Pensiones. 

Interpretación efectuada por el Juzgado de Pensiones Alimentarias del II Circuito Judicial de San José, al dar curso a una demanda de pensión a favor de su hijo, quien es obligado alimentario con la madre, en otro expediente. 



	12-987-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	25-01-12
	SANCIONES A NOTARIOS POR NO INSCRIBIR DOCUMENTOS
-Artículo 144 inciso a) del Código Notarial.

La norma señala que se sancionará a los notarios por un plazo de 1 a 6 meses, cuando atrasen la inscripción de un documento en los registros respectivos y la sanción se mantendrá vigente hasta la inscripción final. 



	12-991-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	25-01-12
	SANCIONES A NOTARIOS
-Artículos 138, 139 y 158 del Código Notarial

Las normas impugnadas regulan lo relativo a las sanciones a los notarios. El recurrente señala que no se permite el sancionado recurrir ante casación. 



	12-1076-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	27-01-12
	CONTRATACIONES EN EL ICE
-Artículos 13, 37 párrafo tercero, transitorio III, párrafo II del artículo 208 del Decreto Ejecutivo 35148-MINAET del 29 de febrero del 2009. Publicado en La Gaceta número 72 del 15 de abril del 2009.

-Artículo 41 párrafo III del Decreto Ejecutivo 33411-H del 27 de setiembre del 2006. Publicado en La Gaceta 210 del 02-11-2006.

-Artículo 36.5 del Decreto Ejecutivo numero 25038-H del 06 de marzo de 1996. Gaceta No. 62 del 28 de marzo de 1996.

Las normas regulan las contrataciones administrativas en el ICE y las aplicaciones de cláusulas penales por demora o ejecución prematura. Se acusas que el sistema sancionatorio es violatorio de principios constitucionales. 



	12-1129-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	27-01-12
	MULTA DE TRANSITO

-Artículo 134 inciso c) y 32 inciso 1) apartado L) de la Ley de Tránsito por vías Públicas Terrestres. N° 7331

La norma prevé una multa para el “conductor de un automóvil que incumpla cualquiera de las disposiciones, generales y especiales, que le sean aplicables, establecidas en el artículo 32 de esta Ley, siempre que dicho incumplimiento no haya sido sancionado en otra norma de la presente Ley”. Fundamentalmente por no portar extintor de incendios en buen estado de funcionamiento. Se alega que la multa impuesta es desproporcionada. 



	12-1194-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	30-01-12
	REQUISITOS DE APLICACIÓN DE LA LEY DE APELACIÓN PENAL

-Transitorio III de la Ley número 8837 del 09 de junio del 2010. Ley de Creación del Recurso de Apelación de la Sentencia. (Reforma al Régimen de Impugnación e Implementación de Nuevas Reglas de Oralidad en el Proceso Penal)

El transitorio impugnado señala que “En todos los asuntos que tengan sentencia firme al momento de entrar en vigencia la presente Ley, y que se haya alegado con anterioridad la vulneración del artículo 8.2 h de la Convención Americana de Derechos Humanos, el condenado tendrá derecho a interponer, por única vez, durante los primeros seis meses, procedimiento de revisión que se conocerá conforme a las competencias establecidas en esta Ley, por los antiguos Tribunales de Casación o la Sala Tercera Penal.  En los asuntos que se encuentren pendientes de resolución y que se haya alegado con anterioridad la vulneración del artículo 8.2 h de la Convención Americana de Derechos Humanos, al recurrente se le brindará el término de dos meses para readecuar su recurso de casación a un recurso de apelación, el cual se presentará ante los antiguos Tribunales de Casación o la Sala Tercera, según corresponda, que remitirán el expediente ante los nuevos Tribunales de Apelación para su resolución.  Bajo pena de inadmisibilidad se deberá concretar específicamente el agravio”. Consideran los recurrentes que en esta norma existe un trato discriminatorio, para quienes no hayan alegado la no aplicación de la norma de la Convención. 



	12-1196-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	30-01-12
	JURISPRUDENCIA DE LA SALA TERCERA

-Jurisprudencia de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, con relación al artículo 493 del Código Procesal Penal. 

El tema que se cuestiona es sobre la restitución del bien en casos de falsedad de un instrumento público, en donde se interpreta que se deben retornar las cosas al estado en que se encontraban antes de que se cometiera el delito, dejando en indefensión al tercero de buena fe. (Sentencias 759-08, 565-08, 826-05, 1462-04, 438-05)



	12-1200-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	30-01-12
	REQUISITOS DE LA QUERELLA

-Artículo 76 del Código Procesal Penal

La norma impugnada señala las formalidades de la querella La querella por delito de acción pública deberá reunir, en lo posible, los mismos requisitos de la acusación, y será presentada ante el representante del Ministerio Público que realiza o debe realizar la investigación. Si el querellante ejerce la acción civil, deberá indicar el carácter que invoca y el daño cuya reparación pretende, aunque no precise el monto. El querellante deberá actuar con el patrocinio de un abogado. La querella podrá ser iniciada y proseguida por un mandatario, con un poder especial para el caso. Se acusa que en esta norma la imputación penal, queda a la buena voluntad de la parte querellante, permitiéndole cumplir con los requisitos que le sean convenientes.



	12-1210-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	30-01-12
	SANCIONES EN CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA EN LA CCSS

-Artículo 48 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa. Decreto Ejecutivo 33411-H 27 de setiembre del 2066.

-Artículo 4 del Modelo de Distribución de Competencias en Contratación Administrativa y facultades de adjudicación de la Caja Costarricense de Electricidad. 

Las normas regulan lo relativo a sanciones pecuniarias en contrataciones administrativas, pues se indica que para el cobro de multas no se debe demostrar el daño y el perjuicio y las mismas se harán a cargo de los pagos pendientes y en caso de que no alcance, se ejecutará la garantía y el acto será dictado por la jefatura de la unidad competente para tramitar el proceso de compra. 



	12-1225-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	31-01-12
	TRABAJO COMUNAL UNIVERSITARIO

-Artículo 9 de la Ley que Crea el Consejo Nacional de Educación Universitaria Privada (CONESUP)

La norma señala que “deberán contribuir al estudio y a la solución de los problemas nacionales, para lo cual establecerán programas de trabajo comunal o servicio social obligatorio, equivalentes, o similares, a los que existen en las universidades estatales”. El recurrente considera que esta es una norma en blanco, porque no indica seguro, permiso sin goce salarial, cantidad de horas, ni cuando se debe realizar. Asegura además que en algunas universidades no se hace. 



	12-1250-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	31-01-12
	PROHIBICIONES PARA EJERCER PROFESIONALES LIBERALES EN EL REGLAMENTO CONTRA LA CORRUPCIÓN

-Artículo 27 del Reglamento a la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública. Decreto Ejecutivo número 33411-H del 12-04-2005.

La norma regula lo relativo a prohibiciones para ejercer profesiones liberales a los directores y subdirectores de departamento en las instituciones públicas, se incluye aquí a las personas que ocupen puestos de jefatura en las proveedurías del sector público. Acusa el recurrente que existe una diferencia entre lo que establece el Reglamento y lo que establece el artículo 14 de la Ley contra la Corrupción.

  

	12-1252-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	31-01-12
	CAUSALES DE SEPARACIÓN DE POSTGRADO EN LA UNED

-Artículo 47 del Reglamento del Sistema de Estudios de Postgrado de la Universidad Estatal a Distancia. UNED. 

La norma señala que si un estudiante en un cuatrimestre obtiene una nota menor a 8.0 en dos materias, queda automáticamente separado del programa. 




	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA DE VOTACION


	PARTE DISPOSITIVA

	11-005043-0007-CO

Voto 2012-00129
	11-01-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 131 inciso b) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres. Se declara con lugar. En consecuencia se declara inconstitucional y se anula el monto de multa establecido en el artículo 131 de la Ley de Tránsito número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y cuatro y sus reformas, concreta y espcíficamente en la parte que se dirige a sancionar la infracción a las señales de tránsito fijas que establecen límites de velocidad y que se encuentra descrita en el inciso b) del citado artículo 131 legal. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.- Los Magistrados Mora Mora y Abdelnour Granados salvan el voto y declaran sin lugar la acción.-



	11-006687-0007-CO

Voto 2012-00134
	11-01-12
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. En contra del Artículo 53 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones. Se rechaza de plano la acción.-



	11-008379-0007-CO

Voto 2012-00135
	11-01-12
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. En contra del Artículo 34 de la Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor, 7472 y su Reglamento Decreto Ejecutivo Número 25234 MEIC de 1 de Julio de 2006. Se rechaza de plano la acción.- 



	11-014252-0007-CO

Voto 2012-00149
	11-01-12
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. En contra de los Artículos 70 bis inciso  a, 130, 153 y 155 bis Ley de Tránsito Por Vías Públicas. Se rechaza de plano la acción.-



	11-015594-0007-CO

Voto 2012-00181
	11-01-12
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. En contra del Decreto Ejecutivo No. 34456-2008 de 29 de Noviembre de 2007, denominado Metodología y Directrices Generales Para El Ordenamiento Territorial de la Región Chorotega. Se rechaza de plano la acción.-



	11-016462-0007-CO

Voto 2012-00232
	11-01-12
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. En contra del Artículo 110 de la Ley Administración Financiera. Se rechaza de plano la acción.-



	12-00057-0007-CO

Voto 2012-00247
	11-01-12
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. En contra del Artículo 221 de la Ley de Tránsito. Se rechaza de plano el recurso.-



	12-00128-0007-CO

Voto 2012-00253
	11-01-12
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. En contra del artículo 131 inciso b) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres y sus reformas. Se reserva el dictado de la sentencia de esta acción hasta tanto no sea resuelta la que bajo expediente número 11-005043-0007-CO  se tramita ante esta Sala.-



	12-00129-0007-CO

Voto 2012-00254
	11-01-12
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. En contra del Artículo 133 inciso h de la Ley de Tránsito Por Vías Públicas y Terrestres N° 7331 del 13 de Abril de 1993 y sus Reformas Parciales Ley N°8696. Se reserva el dictado de la sentencia de esta acción hasta tanto no sea resuelta la que bajo expediente número 10-008059-0007-CO se tramita ante esta Sala.-



	11-006155-0007-CO

Voto 2012-00263
	11-01-12
	A las quince horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. En contra de los Artículos 7 y 17 de la Ley de Creación del Instituto Costarricense de Pesca y Acuacultura N°7384. Se rechaza de plano la acción.  Los Magistrados Cruz y Ulate salvan el voto y ordenan dar curso a la acción.-



	09-009433-0007-CO

Voto 2012-00265
	11-01-12
	A las quince horas con treinta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. En contra del Artículo 12 del Reglamento Para La Instalación de Máquinas de Pin Ball de la Municipalidad de San Ramón. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucional el artículo 12 del Reglamento Autónomo Municipal para la Instalación de Máquinas de Juego, publicado en la Gaceta No. 150 del 5 de agosto del 2005. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. Los Magistrados Mora, Cruz y la Magistrada Abdelnour salvan el voto y declaran sin lugar la acción.-



	09-006604-0007-CO

Voto 2012-00266
	11-01-12
	A las quince horas con treinta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. En contra del Artículo 10 del Decreto Ejecutivo 33343-s-h-mp-mopt-j. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucional la frase "hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad" contenida en el artículo 10 del Decreto Ejecutivo número 33343-S-H-MP-MOPT-J, publicado en el Diario Oficial La Gaceta No. 98 del 17 de mayo del dos mil once. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la frase anulada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Comuníquese al Ministro de Obras Públicas y Transportes y al Ministro de Hacienda.-



	10-007524-0007-CO

Voto 2012-00267
	11-01-12
	A las quince horas con treinta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. En contra del Artículo 9 inciso d) del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil. Se declara parcialmente con lugar la acción y en consecuencia se anula el párrafo segundo del  inciso d) del artículo 9 del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil, Decreto Ejecutivo No. 21 del 14 de diciembre de 1954. En cuanto al primer párrafo, debe el Poder Ejecutivo, en el plazo de tres meses contado a partir de la notificación de esta sentencia, proceder a subsanar la omisión allí contenida, con la finalidad de que establezca los límites al plazo que debe aplicar la Administración para autorizar el reingreso al Servicio Civil, a aquellos funcionarios que hayan sido destituidos de algún puesto dentro del Régimen del Servicio Civil. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese al Poder Ejecutivo. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese-



	11-016697-0007-CO

Voto 2012-00268
	11-01-12
	A las quince horas con cincuenta minutos. Consulta Legislativa. En lo referente al Proyecto de Ley Denominado Transformación del Instituto de Desarrollo Agrario en el Instituto de Desarrollo Rural (Inder) expediente 17218. Acumúlese esta consulta a la que bajo expediente número 11-016060-0007-CO se tramita ante esta Sala.-



	10-012962-0007-CO

Voto 2012-00352
	13-01-12
	A las once horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- En contra del Decreto Ejecutivo número 36068-s del 08 de junio de 2010, Publicado en La Gaceta 126 del 30-06-2010. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia se anula por inconstitucional el Decreto Ejecutivo número 36068-S del ocho de junio de dos mil diez, publicado en La Gaceta número 126 del treinta de junio de dos mil diez Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Lo anterior conlleva que ni la declaratoria de inconstitucionalidad del Decreto Ejecutivo N° 36068-S de conformidad con los términos establecidos en la sentencia número 2010-001668 de las quince horas doce minutos del veintisiete de enero de dos mil diez, ni lo señalado en este pronunciamiento impide que los estudios de bioequivalencia realizados en el extranjero y validados por un organismo internacional o nacional competente para llevar a cabo ese tipo de convalidaciones, se hagan valer a lo interno y sean aportados como parte indispensable del proceso de registro sanitario de medicamentos. Comuníquese esta decisión al Poder Ejecutivo. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.



	11-016593-0007-CO

Voto 2012-00301
	13-01-12
	A las diez horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- En contra el Reglamento de Actividades Taurinas, en su artículo 2, inciso d. Se rechaza de plano la acción.



	12-000081-0007-CO

Voto 2012-00330
	13-01-12
	A las diez horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- En contra de la Ley 9024 Impuesto a las Personas Jurídicas. Se rechaza de plano la acción.



	11-0012867-0007-CO

Voto 2012-00356
	18-01-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- En contra del Artículo 208 Bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa. No ha lugar a la gestión formulada.-



	11-008769-0007-CO

Voto 2012-00359
	18-01-12
	A las catorce horas con cuarenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- En contra del párrafo primero del artículo 709; el párrafo primero del artículo 724, y el párrafo tercero del inciso 3) del mismo artículo 724; y los artículos 731 y 732, todos del Código Procesal Civil. Se rechaza por el fondo la acción.  


	11-009846-0007-CO

Voto 2012-00360
	18-01-12
	A las catorce horas con cuarenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- En contra del Párrafo Primero del Artículo 709 del Código Procesal Civil. Se rechaza por el fondo la acción.-    



	11-013224-0007-CO

Voto 2012-00362
	18-01-12
	A las catorce horas con cuarenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- En contra del artículo 10 del Reglamento para la Organización y Funcionamiento del Comité Cantonal de Deportes y Recreación de la Unión. Se rechaza de plano la acción. Los Magistrados Castillo y Cruz ponen nota. 



	11-016443-0007-CO

Voto 2012-00374
	18-01-12
	A las catorce horas con cuarenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- En contra del Artículo 158 Código Notarial. Se rechaza de plano la acción.-



	11-016511-0007-CO

Voto 2012-00378
	18-01-12
	A las catorce horas con cuarenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- En contra del Artículo 94 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de Costa Rica. Se rechaza de plano la acción.-



	12-000310-0007-CO

Voto 2012-00407
	18-01-12
	A las catorce horas con cuarenta minutos. Acción de inconstitucionalidad.- En contra del artículo 455 del Código Procesal Civil. Se rechaza de plano la acción.-



	12-000629-0007-CO

Voto 2012-00430
	18-01-12
	A las catorce horas con cuarenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- En  contra del Artículo 133, Inciso H de la Ley de Tránsito por vías Públicas  Terrestres N° 7331. Se rechaza de plano la acción.-



	12-000301-0007-CO

Voto 2012-00431
	18-01-12
	A las quince horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. En contra del artículo 19 del Código Municipal.-. Acumúlese esta acción a la que en el expediente número 12-000255-0007-CO se tramita ante esta Sala.-



	12-000405-0007-CO

Voto 2012-00432
	18-01-12
	A las quince horas con cuarenta y seis. Acción de inconstitucionalidad.- En contra del artículo 19 del Código Municipal. Acumúlese esta acción a la que en el expediente número 12-000255-0007-CO se tramita ante esta Sala.



	11-005614-0007-CO

Voto 2012-00448
	20-01-12
	A las nueve horas con cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad.- En contra del artículo 9, inciso d) del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil. Estése el accionante a lo resuelto por este Tribunal en la sentencia 2012-000267 de las 15:34 horas del once de enero del dos mil doce.



	11-013249-0007-CO

Voto 2012-00471
	20-01-12
	A las nueve horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- En contra del inciso B) del Artículo 131 b de la Ley de Tránsito por Vías Terrestres 7331 13-04-1994 y sus Reformas. Estése el accionante a lo resuelto por esta Sala en sentencia número 2012-000129 de las catorce horas treinta minutos del once de enero del dos mil doce. 



	11-014858-0007-CO

Voto 2012-00496
	20-01-12
	A las nueve horas con cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad.- En contra del Párrafo Primero del Artículo 15 y Párrafo Primero del Artículo 19, ambos del Código Notarial. Se rechaza de plano la acción. El magistrado Cruz Castro pone nota conforme se consigna en el penúltimo considerando.



	09-003722-0007-CO

Voto 2012-00747
	20-01-12
	A las once horas. Acción de Inconstitucionalidad. En contra del Artículo 223 capítulo cuarto, 236 y 237 del Código de Trabajo. Se declara sin lugar la acción.-



	11-0011367-0007-CO

Voto 2012-00748
	20-01-12
	A las once horas con un minuto. Acción de Inconstitucionalidad. En contra de los Artículos 1 inciso 15 y 2 inciso 1 de la Ley Número 7411, que es Ley Reguladora del Otorgamiento de Pasaportes Diplomáticos y Servicio y 5 del Reglamento de Traslado y Menaje de Casa y Pasajes de los Funcionarios Acreditados en el Servicio Exterior. Se rechaza de plano la acción en cuanto se dirige contra el artículo 1 inciso 15) de la ley número 7411 llamada ley Reguladora del Otorgamiento de Pasaportes Diplomáticos y de Servicio.  Se declara que los artículos 2 inciso 1) de la ley número 7411 citada, así como el 5 del Reglamento de Traslado de Menaje de Casa y Pasajes a los Funcionarios Acreditados en el Servicio Exterior emitido por la Contraloría General de la República son constitucionales siempre y cuando se interprete que los beneficios allí reconocidos a los cónyuges, no son exclusivos de éstos, sino que también son aplicables a las personas en unión de hecho, siempre que ésta reúna todas las condiciones establecidas en el Código de Familia, y haya sido reconocida jurídicamente por el juez competente a través del procedimiento establecido  en dicho cuerpo legal. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese al Poder Ejecutivo y a la Contraloría General de La República. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. La Magistrada Calzada coincide con el voto de mayoría, en cuanto realiza una interpretación conforme de las normas impugnadas equiparando los beneficios a la unión de hecho al matrimonio; sin embargo, difiere en cuanto a la necesidad del reconocimiento judicial de dicha unión, por cuanto el artículo 242 y siguientes del Código de Familia, hacen referencia a dicho proceso de reconocimiento únicamente para efectos patrimoniales, no para el fin que la accionante busca con la acción de inconstitucionalidad, que es el reconocimiento de los beneficios contemplados en las normas impugnadas, el cual requiere solamente un procedimiento administrativo.-



	11-0010478-0007-CO

Voto 2012-00827
	25-01-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Consulta Judicial.- Juzgado Penal de Hacienda y la Función  Pública en lo referente a Exp 08-930-569-pe. Se evacua la presente consulta judicial de constitucionalidad, en el sentido que el artículo 57 de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito, Ley número 8422, no infringe los principios de legalidad, tipicidad penal y seguridad jurídica y por lo tanto, no es inconstitucional.



	11-0016662-0007-CO

Voto 2012-00854
	25-01-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. En contra de la Resolución A-ai-238-2010, oficio 2015-sm de Echa 8-12-11. Se rechaza de plano la acción.-



	12-000387-0007-CO

Voto 2012-00895
	25-01-12
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- En contra del Interés Superior del Niño. Se rechaza de plano la acción.-



	12-000343-0007-CO

Voto 2012-01230
	31-01-12
	A las dieciséis horas con diez minutos. Consulta Judicial Facultativa. Jueza Penal Coordinadora del Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica en lo referente a la resolución de las trece horas cincuenta y ocho minutos del veintisiete de octubre de dos mil once, dictada dentro del expediente número 10-000019-0516-TP, que es proceso penal seguido contra Luis Antonio Vindas Zamora y otro por el delito de Transporte de Drogas y otro. Se deniega el trámite a esta consulta.-



	11-0015349-0007-CO

Voto 2012-01231
	31-01-12
	A las dieciséis horas con once minutos. Acción de Inconstitucionalidad. En contra del Artículo 130 Inciso C de la Ley de Tránsito Por Vías Públicas Terrestres. Se deniega el trámite a esta acción.-




	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS




	11-12631-007-CO

	En contra del acuerdo tomado en la sesión plenaria No. 76 del 27 de setiembre de 2011, en la cual se aprobó el procedimiento especial para la tramitación del proyecto de Ley de Solidaridad Tributaria "expediente legislativo No. 18261", en aplicación del artículo 208 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa.

Resolución de las 8:40 minutos del 15 de diciembre del 2011

Boletín judicial 003, 004, 005 del 04, 05 y 06 de enero del 2012.

	ACTO LEGISLATIVO REFERENTE AL PLAN FISCAL 2011

El acuerdo se estima contrario al principio democrático, el derecho de enmienda y de participación de los diputados, así como del principio de inderogabilidad singular de los Reglamentos dispuestos en la Constitución Política. Se confiere audiencia por quince días a la Procuraduría General de la República y al Presidente de la Asamblea Legislativa. Se impugna, en cuanto se aprobó el procedimiento especial dispuesto en el artículo 208 bis del Reglamento Legislativo para tramitar el proyecto de Ley de Solidaridad Tributaria, en aplicación del artículo 208 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa, el cual por la forma en que fue dispuesto lesiona los principios señalados. Indica que según el apartado l.1.b de la moción de orden aprobada, la Comisión Especial tiene solo un mes para rendir el dictamen y dicho plazo solo puede ser prorrogado una semana más (ver puntos l.3 y l.2.f, lo cual es irrazonable y no permite la discusión adecuada de un proyecto tan complicado como éste en el que ya se han presentado 1884 mociones a la fecha. Los términos de finalización del debate van a suponer claramente que muchas mociones se rechacen sin discusión en clara violación del derecho de enmienda (ver apartados l.1.b, l.2.f, l.3, ll.2.a y ll.2.d.2). Manifiesta que también resulta violatorio el apartado 1.2.c que dispone que solo los miembros de la Comisión Dictaminadora presentes pueden presentar revisiones, lo que provoca que el proponente al cual se le rechazara una moción podría quedarse eventualmente sin la facultad de recurrir. Asimismo, señala que el apartado 1.2.d dispone que solo los diputados miembros de la Comisión Dictaminadora pueden presentar mociones de orden en un máximo de dos mociones por sesión, lo que en su criterio viola el principio democrático, el derecho de enmienda y de participación, ya que con ello se afecta la posibilidad de solicitar revisión, al tramitarse como moción de orden. Finalmente impugna los apartados 11.5 y 1.4, ya que en dicho procedimiento se regularon aspectos orgánicos que violentan el principio de inderogabilidad singular del Reglamento, ya que se permite presentar una única moción de forma para todo el proyecto, lo cual es irrazonable y en el apartado l.4 se impone que las sesiones convocadas para este proyecto tienen prioridad sobre cualquier otra comisión, y hasta establece la posibilidad de fijar horarios y convocar ilimitadamente a sesiones extraordinarias. Indica que el artículo 208 bis no puede ser utilizado en forma abusiva, sino que debe ser un instrumento que permita la más sana discusión.

Esta resolución no suspende la discusión de los procesos parlamentarios en los que se aplique la norma procesal en cuestión, sino únicamente la realización del segundo debate en aquellos proyectos de ley en los cuales se haya aplicado la norma impugnada. 

Dado que el Magistrado Mora Mora fue recusado por el accionante, gestión que fue aceptada por la Presidencia de la Sala; y que en el precedente respecto a esta norma procesal fue votado recientemente por un Tribunal propietario dividido de 4 a 3 con la participación del Magistrado Mora, el Pleno de la Sala estima que lo prudente y conveniente en este caso, es proceder a dar curso a la presente acción, para que con mayores elementos de conocimiento se revise el cuestionamiento planteado.

	11-12867-007-CO
	En contra del artículo 208 BIS DEL REGLAMENTO DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA.

Resolución de las 16:04 horas del 14 de diciembre del 2011.
Boletín judicial 003, 004, 005 del 04, 05 y 06 de enero del 2012.

	REGLAMENTO DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA

La norma procesal se impugna, en cuanto indica que si bien es cierto es válido establecer procedimientos especiales para el trámite de los distintos asuntos diligenciados por el Parlamento, deben siempre respetarse las exigencias constitucionales, el principio democrático, el de publicidad y todos los de los diputados, así como adoptarse por 38 votos. Indica que la norma impugnada resulta inconstitucional, por cuanto una moción de orden no es suficiente para salvaguardar los principios citados. Para fundamentar sus alegatos cita lo dispuesto en el voto salvado expuesto en la sentencia número 2008-7687. Señala que el principio democrático supone la mayor participación en la toma de decisiones públicas, en especial las legislativas, por lo que el Parlamento como representante popular, debe actuar respetando las minorías y la participación ciudadana, asegurando los espacios para un debate sereno y profundo que exponga los diversos puntos de vista existentes en la sociedad y bajo la decisión final de la mayoría, lo cual no se logra por la forma en que se establecen estos procedimientos autorizados por la norma impugnada. Asimismo, refiere que a través de este artículo se desaplican los procedimientos regulados para casos concretos, lo que lesiona el principio de inderogabilidad singular de los reglamentos. 

Esta resolución no suspende la discusión de los procesos parlamentarios en los que se aplique la norma procesal en cuestión, sino únicamente la realización del segundo debate en aquellos proyectos de ley en los cuales se haya aplicado la norma impugnada. 

Dado que el Magistrado Mora Mora fue recusado por el accionante, gestión que fue aceptada por la Presidencia de la Sala; y que en el precedente respecto a esta norma fue votado recientemente por un Tribunal dividido de 4 a 3 con la participación del Magistrado Mora, el Pleno de la Sala estima que lo prudente y conveniente en este caso, es proceder a dar curso a la presente acción, para que con mayores elementos de conocimiento se revise el cuestionamiento planteado.

	11-12089-007-CO
	En contra del DECRETO EJECUTIVO 36693-MINAET, del 1 de agosto del 2011, publicado en La Gaceta número 159 del 19 de agosto 2011.

Resolución de las 11:41 del 14 de diciembre del 2011
Boletín judicial 003, 004, 005 del 04, 05 y 06 de enero del 2012.

	MORATORIA DE EXPLOTACIÓN DE HIDROCARBUROS

Las normas se impugnan en cuanto la moratoria en la explotación de hidrocarburos constituye otro serio golpe para sus agremiados, quienes verían restringido el campo de su actividad profesional, aún más de lo que ya lo está, sobre todo, luego de haberse prohibido legalmente la minería metálica a cielo abierto. Considera que no pueden permitir que se vayan cerrando las oportunidades de trabajo para sus agremiados y por ello interpone la presente acción de inconstitucionalidad. Estima la accionante que es vital para el país que se permita la explotación de hidrocarburos para no seguir dependiendo de su importación. Además de que la importación de hidrocarburos y en general la política energética seguida por la actual Administración, ha sido lesiva para los intereses económicos y ambientales del país, pues el gran peligro de los derrames de hidrocarburos no ocurre durante su explotación, sino más bien en la etapa de transporte. Señala que las técnicas de explotación minimizan y casi eliminan los eventuales derrames en los pozos de producción, en tanto hasta el momento el problema de los derrames de los tanques en los puertos no han podido controlarse adecuadamente. Por lo señalado, considera que la moratoria a la explotación de hidrocarburos inhibe y restringe el quehacer del gremio profesional que representa y elimina las posibilidades de desarrollo energético del país que requiera la economía. En este sentido, estima que el Colegio Profesional que representa es titular de un interés colectivo, pues representa los intereses de todos sus agremiados. 

	11-10751-007-CO
	En contra del artículo 34 de la Sexta Convención Colectiva del Banco Nacional de Costa Rica.

Resolución de las 10:41 horas del 12 de diciembre del 2011.
Boletín judicial 003, 004, 005 del 04, 05 y 06 de enero del 2012.

	CONVENCIÓN COLECTIVA DEL BANCO NACIONAL DE COSTA RICA

La norma se impugna en cuanto el límite de pago de 25 meses de cesantía contenido en el artículo 34 de la Sexta Convención Colectiva del Banco Nacional de Costa Rica. Indica que la norma impugnada contiene un supuesto por el cual se posibilita que se pague un límite de hasta 25 meses de cesantía a determinados funcionarios, por lo que se crea una desigualdad en relación con el resto de los funcionarios del sector público y constituye un uso no apropiado de los fondos públicos. Explica que este Tribunal anuló anteriormente parte del artículo 34 de la Décima Reforma a la Quinta Convención Colectiva, precisamente en cuanto al tope de los 25 meses que establecía (por voto número 2011-006351 de las 14:35 horas del 18 de mayo del año en curso). Considera que el beneficio de pago de 25 meses de cesantía contenido en el artículo 34 de la Sexta Convención Colectiva del Banco Nacional de Costa Rica, es contrario al Derecho de la Constitución por exceder el límite de 20 años que esta Sala ha considerado como razonable, y que al ser el Banco Nacional de Costa Rica una entidad que está a cargo de fondos públicos, no puede sustraerse en los principios y valores de orden constitucional que tutelan el destino de tales fondos, de manera que el contenido de las negociaciones colectivas que se celebren en su seno, deben tener una adecuación razonable y proporcionada con los fines previstos para la Institución.

	11-13599-007-CO
	En  contra de los ARTÍCULOS 71 BIS, 80, y 130 INCISO D) DE LA LEY GENERAL DE TRANSITO POR VÍAS PÚBLICA Y TERRESTRES LEY 7331.

Resolución de las 11:57 horas del 12 de diciembre del 2011
Boletín judicial 003, 004, 005 del 04, 05 y 06 de enero del 2012.

	SANCIÓN POR NO PORTAR DISPOSITIVOS DE SEGURIDAD PARA MENORES DE EDAD

Las normas se impugnan en cuanto considera la multa de doscientos noventa y tres mil cuatrocientos colones, así como el rebajo total de la puntuación de su licencia de conducir, desproporcionado e irracional. Alega que su principal actividad es comercial, por lo que requiere de su licencia de conducir como herramienta laboral que protege su esfera patrimonial para alimentar y apoyar económicamente a su familia. Agrega que para poder pagar la multa aplicada, dejaría a su familia sin comer por dos meses, y no podría pagar los recibos de agua y luz, así como dejar sin estudios a su hijo por tres meses. 

	11-15813-007-CO
	En contra del artículo 132 inciso k) de la Ley de Transito por Vías Públicas Terrestres.

Resolución de las 15:04 horas del 09 de diciembre del 2011
Boletín judicial 003, 004, 005 del 04, 05 y 06 de enero del 2012.

	MULTA A CONDUCTORES DE TAXI

La norma impone una multa al conductor de taxi que se le compruebe haber cometido abusos en el cobro de la tarifa reglamentaria. Al conductor que se dedique a prestar el servicio de transporte público, en cualquiera de sus modalidades, en violación de lo dispuesto en el inciso a), numeral 1, o en el inciso b), numeral 1, ambos del artículo 98 y en el artículo 113 de esta Ley, en cuanto al incumplimiento de paradas y horarios. A juicio del accionante la multa es muy alta.

	11-012372-0007-CO

	En contra del artículo 72 de la Ley de Protección al Trabajador.
Resolución de las 13:47 horas del 10 de enero del 2012

Boletín judicial 015, 016, 017 del 20, 23 y 24 de enero del 2012.

	BENEFICIOS FISCALES EN LA LEY DE PROTECCIÓN AL TRABAJADOR

La norma señala que estarán exentos de los impuestos referidos en el artículo 18 y en el inciso c) del artículo 23 de la Ley del impuesto sobre la renta, los intereses, los dividendos, las ganancias de capital y cualquier otro beneficio que produzcan los valores en moneda nacional o en moneda extranjera, en los cuales las entidades autorizadas inviertan los recursos de los fondos que administren. Se acusa que estos beneficios no se aplican al Fondo de Pensiones Complementarias del ICE y las autoridades administrativas se niegan a devolver lo retenido en forma indebida y acatar lo dispuesto por el Tribunal Fiscal en el 2007. 



	11-12867-007-CO
	En contra del artículo 208 BIS DEL REGLAMENTO DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA.

Resolución de las 16:04 horas del 14 de diciembre del 2011.
Boletín judicial 015, 016, 017 del 20, 23 y 24 de enero del 2012.

	REGLAMENTO DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA

La norma procesal se impugna, en cuanto indica que si bien es cierto es válido establecer procedimientos especiales para el trámite de los distintos asuntos diligenciados por el Parlamento, deben siempre respetarse las exigencias constitucionales, el principio democrático, el de publicidad y todos los de los diputados, así como adoptarse por 38 votos. Indica que la norma impugnada resulta inconstitucional, por cuanto una moción de orden no es suficiente para salvaguardar los principios citados. Para fundamentar sus alegatos cita lo dispuesto en el voto salvado expuesto en la sentencia número 2008-7687. Señala que el principio democrático supone la mayor participación en la toma de decisiones públicas, en especial las legislativas, por lo que el Parlamento como representante popular, debe actuar respetando las minorías y la participación ciudadana, asegurando los espacios para un debate sereno y profundo que exponga los diversos puntos de vista existentes en la sociedad y bajo la decisión final de la mayoría, lo cual no se logra por la forma en que se establecen estos procedimientos autorizados por la norma impugnada. Asimismo, refiere que a través de este artículo se desaplican los procedimientos regulados para casos concretos, lo que lesiona el principio de inderogabilidad singular de los reglamentos. 

Esta resolución no suspende la discusión de los procesos parlamentarios en los que se aplique la norma procesal en cuestión, sino únicamente la realización del segundo debate en aquellos proyectos de ley en los cuales se haya aplicado la norma impugnada. 

Dado que el Magistrado Mora Mora fue recusado por el accionante, gestión que fue aceptada por la Presidencia de la Sala; y que en el precedente respecto a esta norma fue votado recientemente por un Tribunal dividido de 4 a 3 con la participación del Magistrado Mora, el Pleno de la Sala estima que lo prudente y conveniente en este caso, es proceder a dar curso a la presente acción, para que con mayores elementos de conocimiento se revise el cuestionamiento planteado.

	11-005462-0007-CO


	En contra del artículo 20 de la Ley sobre Patrimonio Nacional Arqueológico. Número 6703 del 22 de diciembre de 1981.
Resolución de las 13:31 horas del 22 de diciembre del 2011.
Boletín judicial 016, 017, 018 del 23, 24 y 25 de enero del 2012.

	SANCIONES POR NO REPORTAR BIENES ARQUEOLÓGICOS
La norma señala que “La persona o personas que, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 3º de la presente ley, no dieren cuenta de un hallazgo de bienes arqueológicos, o no pusieren éstos en poder del Museo Nacional, serán sancionados con prisión inconmutable de tres a cinco años”. El recurrente estima que la norma es inconstitucional por establecer una sanción penal por el incumplimiento de un deber administrativo. 



	11-015511-0007-CO


	En contra del articulo 132 inciso n) de la Ley de Tránsito. No. 7331 del 13-04-1993.
Resolución de las 09:55 horas del 23 de diciembre del 2011.
Boletín judicial 016, 017, 018 del 23, 24 y 25 de enero del 2012.

	MULTA DE TRANSITO

Se impondrá una multa al conductor de un vehículo que al iniciar su marcha intercepte el paso de otros vehículos con derecho a la vía, aun cuando haya hecho las señales preventivas y reglamentarias, pero sin dar tiempo a que los conductores de estos se adelanten o cedan el paso. La multa equivale a un monto de 158.000 colones, lo que a juicio del accionante es abusiva y desproporcionada.


	11-015515-0007-CO


	En contra de los artículos artículos 107, 108 y 109 del Reglamento de Contratación Administrativa del Instituto Costarricense de Electricidad. Emitido en acuerdo del Consejo Directivo en el artículo 5 inciso a) de la sesión 5931 del 02-12-2010, que modifica el anterior Reglamento aprobado en el artículo 2 de la sesión 5881 del 25-08-2009. Publicado en La Gaceta número 06 del 10-01-2011. (páginas 26 a 46), artículo 41 del Decreto Ejecutivo 35148-MINAET que establece el Reglamento al Título II de la Ley de Fortalecimiento y Modernización de las Entidades Públicas del Sector de Telecomunicaciones. Ley 8660, artículo 47 del Decreto Ejecutivo número 33411 del 27-09-2006. Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa. No. 7494. 
Resolución de 10:04 horas del 20 de diciembre del 2011
Boletín judicial 016, 017, 018 del 23, 24 y 25 de enero del 2012.

	APLICACIÓN DE MULTAS Y CLÁUSULAS PENALES EN CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA DEL ICE

Las normas regulan lo relativo a las multas y cláusulas penales, en donde el recurrente alega que no existe un adecuado procedimiento, ni razonabilidad en las sanciones. 



	10-15503-007-CO
	En contra del artículo 200 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres. 

Resolución de 08:17 horas del 02 de diciembre del 2011
Boletín judicial 016, 017, 018 del 23, 24 y 25 de enero del 2012.

	PRUEBAS DE SANGRE Y ORINA EN LA CCSS

Las normas se impugnan en cuanto establece que en los asuntos de Infracción a la Ley de Tránsito, donde medie conducción bajo los efectos del licor o drogas enervantes, los exámenes de sangre y de orina podrán realizarse en cualquier centro de salud, público o privado autorizado por el Ministerio de Salud y sus funcionarios están obligados a administrar la prueba y emitir el resultado. Refiere el accionante que en razón de lo dispuesto en esa norma, la Gerencia Médica de la Caja Costarricense de Seguro Social, mediante oficio 11620-5-A-09 del primero de marzo del dos mil diez, puso en conocimiento de la dirección de hospitales, clínicas y áreas de salud: el protocolo para la toma de muestras sanguíneas, el procedimiento para la toma de muestras sanguíneas, el embalaje y envío de muestras sanguíneas, los cuales son de acatamiento obligatorio. Manifiesta que el artículo 73 de la Constitución Política establece que no podrán ser transferidos ni empleados con finalidades distintas a las que motivaron su creación, los fondos y las reservas de los seguros sociales. En este sentido, señala que hay una clara violación de la disposición constitucional, en la reforma del artículo 200 supra citado y del oficio 11620-5-A-09 emitido por la Caja Costarricense de Seguro Social, debido a que se obliga a la Institución a utilizar fondos públicos que tienen que ser destinados a la seguridad social para realizar actos inherentes a un proceso judicial como son los delitos penados por la injerencia alcohólica en la conducción de un vehículo automotor. Se delega todo el procedimiento a la Caja Costarricense de Seguro Social sin indicar cuál va a ser la partida presupuestaria con la que se van a financiar los exámenes médicos establecidos, lo cual provoca que la Institución se vea obligada a dejar de financiar otros programas que benefician a los usuarios para dedicar dinero público a pagar pruebas y exámenes que no les corresponden en la prestación de servicios de salud. 

	11-014415-0007-CO


	En contra del artículo 130 inciso c) de la Ley de Tránsito.
Resolución de 11:00 horas del 20 de diciembre del 2011
Boletín judicial 016, 017, 018 del 23, 24 y 25 de enero del 2012.

	MULTA POR PRESTAR SERVICIO DE TRANSPORTE SIN AUTORIZACIÓN

La norma señala que se impondrá una multa de un salario base mensual correspondiente al “Auxiliar administrativo 1” que aparece en la relación de puestos del Poder Judicial, de conformidad con la Ley del presupuesto ordinario de la República, aprobada en el mes de noviembre anterior a la fecha en que se cometa la infracción de tránsito, sin perjuicio de las sanciones conexas: c) Al conductor que se dedique a prestar el servicio de transporte público, en cualquiera de sus modalidades, sin contar con las respectivas autorizaciones, en violación de lo dispuesto en el inciso a), numeral 1, o en el inciso b), numeral 1, ambos del artículo 98, y en el artículo 113 de esta Ley, lo anterior únicamente en cuanto a no contar con la respectiva autorización. Se acusa que la multa es desproporcional. 



	10-014131-0007-CO
	En contra del artículo 205 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa. Decreto No. 3311 de 27 de setiembre de 2006. Publicado en La Gaceta número 210 del 02-11-2006.
Resolución de 10:39 horas del 19 de diciembre del 2011
Boletín judicial 016, 017, 018 del 23, 24 y 25 de enero del 2012.

	SUSPENSIÓN UNILATERAL DEL CONTRATO POR INCUMPLIMIENTO DEL CONTRATISTA Y EJECUCIÓN DE LA GARANTÍA DE CUMPLIMIENTO. 

Parte de la norma impugnada señala que una vez sea documentado preliminarmente el incumplimiento, la Administración emitirá la orden de suspensión de éste y dará al contratista audiencia por el plazo de diez días hábiles indicando los alcances del presunto incumplimiento; la prueba en que se sustenta; la estimación de daños y perjuicios; la liquidación económica, así como la respectiva ejecución de la garantía de cumplimiento y cualesquiera otras multas, todo lo cual se ventilará en un mismo procedimiento. Acusa el accionante que la suspensión del acto tiene consecuencias sumamente graves para el contratista y lesiona el derecho al debido proceso. 




	4.  SENTENCIAS INTEGRAS PUBLICADAS




	NO. BOLETÍN


	FECHA
	VOTO

	016
	23 de enero del 2012

	Sentencia 2011-14624

Expediente 10-10617-0007-CO. A las quince horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. En contra del INCISO C) DEL TRANSITORIO DE LA REFORMA AL REGLAMENTO DE RECLUTAMIENTO Y SELECCIÓN DE PROFESIONALES EN FARMACIA, ODONTOLOGÍA Y TRABAJO SOCIAL DE LA CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia, se anula el inciso c) del artículo transitorio de la Reforma al Reglamento de Reclutamiento y Selección de Profesionales en Farmacia, Odontología y Trabajo Social de la Caja Costarricense de Seguro Social, aprobado por el artículo 17 de la sesión 8401 celebrada el 26 de noviembre de 2009 por la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.- Los Magistrados Castillo Víquez y Hernández Gutiérrez dan razones adicionales.-




	5.      POR TANTOS PUBLICADOS


	NO. BOLETÍN
	FECHA
	VOTO

	016-017-018
	23-24-25 de enero del 2012
	Sentencia 2011-16591
Expediente 11-10189-0007-CO. A las quince horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. En contra de los acuerdos de Junta Directiva de la Aresep números 003-15-2010 de la sesión 015-2010 del 15 de abril de 2010, publicado en el Diario Oficial La Gaceta Nº84 del 3 de mayo de 2010; 010-020-2010 de la sesión 020-2010 del 20 de julio de 2010, publicado en el Diario Oficial La Gaceta Nº 151 del 5 de agosto de 2010; 002-039-2010 de la sesión extraordinaria 039-2010 del 4 de octubre de 2010, publicado en el Diario Oficial La Gaceta Nº 203 del 20 de octubre de 2010; artículo 3 de la sesión 021-2011 del 30 de marzo de 2011 y los artículos 33, 34 1.D), 1 E), 1 F), 1 H), 1 N), 2 D); artículo 35, 36, 1 F), 1 G), 1 H), 1 J), 1 O), 2 D); artículo 37, 38, 1 C), 1 E), 1 F), 1 G), 1 H), 1 L), 1 M) 1.N), 1.O), 1.U), 2 D) del Reglamento Interno de Organización y Funciones de la ARESEP y sus Órganos Desconcentrados y Acuerdos Conexos. Se declara parcialmente con lugar la acción, bajo los siguientes términos: a) Se anulan por inconstitucionales los puntos d de los incisos 2) de los artículos 34, 36, y 38, todos del Reglamento Autónomo de Organización y Funciones de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, sus Órganos Desconcentrados y Acuerdos Conexos (RIOF), por vulnerar los principios de legalidad, reserva de ley y jerarquía normativa; b) Por conexidad se anula la frase a la Superintendencia que corresponde al servicio público involucrado para su decisión final, del artículo 56 inciso 2) punto a del Reglamento Autónomo de Organización y Funciones de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, sus Órganos Desconcentrados y Acuerdos Conexos (RIOF); c) Se anula la frase y revocatoria, contenida en los puntos h, inciso 1) del artículo 34, j del inciso 1) del artículo 36, y o del inciso 1 del artículo 38, todos del Reglamento Autónomo de Organización y Funciones de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, sus Órganos Desconcentrados y Acuerdos Conexos (RIOF), por vulnerar los principios antes citados, toda vez que dicha competencia es de la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos; d) El punto w del inciso 1) del artículo 38 del Reglamento Autónomo de Organización y Funciones de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, sus Órganos Desconcentrados y Acuerdos Conexos, no resulta inconstitucional en tanto se interprete que en aquellos casos en que se gestione relaciones con organismos internacionales reguladores, la función corresponderá al Regulador General y no a la SUTRANSPORTE; e) La función asignada al Comité de Regulación en el punto b del artículo 65 del Reglamento Autónomo de Organización y Funciones de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, sus Órganos Desconcentrados y Acuerdos Conexos, no resulta inconstitucional en tanto se interprete que el Comité no ejerce funciones de órgano decisor a efectos de emitir resolución final, pues ello es competencia del Regulador General conforme lo dispuesto por el artículo 40 del Reglamento a la Ley de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos; f) La función asignada al Comité de Regulación en el punto c del artículo 65 del Reglamento Autónomo de Organización y Funciones de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, sus Órganos Desconcentrados y Acuerdos Conexos, no resulta inconstitucional en tanto se interprete que no puede dictar resolución final en los procedimientos establecidos por los artículos 38 y 41 de la Ley de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, por ser ello competencia del Regulador General o la Junta Directiva de la ARESEP, según sea el caso. En lo demás se declara sin lugar la acción. Esta sentencia tiene efectos a partir de la anulación de la normativa impugnada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese esta resolución a la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. El Magistrado Jinesta Lobo pone nota. Los Magistrados Armijo Sancho y Cruz Castro salvan el voto y declaran con lugar la acción de inconstitucionalidad en todos sus extremos. La Magistrada Calzada Miranda salva el voto y rechaza la acción por el fondo, respecto a los puntos a y b. En lo demás coincide con la mayoría. Notifíquese.-



	016-017-018
	23-24-25 de enero del 2012
	Sentencia 2011-16592

Expediente 11-01598-0007-CO. A las quince horas con treinta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. En contra del ARTÍCULO 68 DEL CÓDIGO ELECTORAL, LEY NO. 8765 DE 19 DE AGOSTO DE 2009. Se declara con lugar la acción planteada y en consecuencia se anula por inconstitucional la frase "no participen o" contenida en el artículo 68 del Código Electoral, Ley número 8765 del diecinueve de agosto de dos mil nueve, cuyo texto queda entonces de la siguiente manera.- "Artículo 68. Con la salvedad de lo dispuesto para las coaliciones, la Dirección General del Registro Electoral cancelará, sin más trámite, las inscripciones de los partidos políticos que no obtengan, en la elección respectiva, un número de votos válidos igual o superior al número de adhesiones exigidas en este Código".- Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese esta sentencia a los Poderes Legislativo y Ejecutivo.- Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. La Magistrada Calzada Miranda da razones separadas. Los Magistrados Cruz y Castillo ponen nota.-



	016-017-018
	23-24-25 de enero del 2012
	Sentencia 2011-16942
Expediente 07-006845-0007-CO. A las catorce horas con cuarenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- En contra del Artículo 17 de la Ley No. 1922 del 5 de agosto de 1955. Se corrige la parte dispositiva de la sentencia número 16976-2008 de las 14:54 horas del 12 de noviembre del 2008, por lo que en el por tanto debe leerse correctamente: “Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucionalidad el artículo 17 de la Ley No. 1922 de 5 de agosto de 1955. De conformidad con el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, esta sentencia tiene efectos declarativos a partir de esta fecha. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Comuníquese a la Asamblea Legislativa. La Magistrado Calzada y el Magistrado González Quiroga, salvan el voto y declaran sin lugar la acción”. La Magistrado Calzada Miranda pone nota.



	016-017-018
	23-24-25 de enero del 2012
	Sentencia 2011-16937

Expediente 07-007623-0007-CO. A las catorce horas con treinta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. En  contra el artículo 7.3.2, incisos a) y B) párrafo penúltimo, del Reglamento sobre Registro, Uso y Control de Plaguicidas Sintéticos Formulados. Se declara parcialmente CON LUGAR la acción y, en consecuencia, se anula el inciso b, y la referencia en el párrafo penúltimo a dicho inciso b) del apartado 7.3.2, del artículo 2, del Reglamento sobre registro, uso y control de plaguicidas sintéticos formulados, ingrediente activo grado técnico, coadyuvantes y sustancias a fines de uso agrícola, Decreto Ejecutivo número 33495-MAG-S MINAE-MEIC del 31 de octubre del 2006. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. En Lo demás, se declara sin lugar la acción. Notifíquese. 



	016-017-018
	23-24-25 de enero del 2012
	Sentencia 2011-16932

Expediente 09-003167-0007-CO. A las catorce horas con treinta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- En contra el artículo 1 del Reglamento de Dedicación Exclusiva de la Universidad Nacional. Se declara sin lugar la acción y se interpreta conforme al Derecho de la Constitución que el artículo 1 del Reglamento de Dedicación Exclusiva de la Universidad Nacional, no es inconstitucional, en la medida que se entienda que aquellos funcionarios que reciben un reconocimiento económico por concepto de dedicación exclusiva y que desempeñen puestos relacionados con la enseñanza de las artes, podrán ejercerlas libremente en el campo privado, sin exceder de un número determinado de horas, siempre y cuando se refieran a la docencia, ni interfiera con los deberes académicos y la jornada laboral para la que fueron contratados. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.



	016-017-018
	23-24-25 de enero del 2012
	Sentencia 2011-16933

Expediente 10-010462-0007-CO. A las catorce horas con treinta y dos minutos. Acción de inconstitucionalidad.- En contra del Artículo 19 de la Ley 6122, Ley para Garantizar al País Mayor Seguridad y Orden del 17-11-1977. Se declara sin lugar el recurso.



	016-017-018
	23-24-25 de enero del 2012
	Sentencia 2011-16938

Expediente 10-011393-0007-CO. A las catorce horas con treinta y siete minutos. Acción de inconstitucionalidad.- En contra del Decreto Ejecutivo número 35803- minaet. Publicado en la Gaceta número 73 del 16-04-2010. Criterios Técnicos para la identificación, clasificación y conservación de humedales. Se declara parcialmente con lugar la acción y, en consecuencia, del artículo 2 del Decreto Ejecutivo NO. 35803-MINAET, por inconstitucionalidad, se anula la frase “son aquellos que cuenten con una declaratoria de Área Silvestre Protegida” y, para que la norma preserve su sentido, se elimina la conjunción “que”, luego de la palabra “continentes”; del artículo 3 del Decreto supracitado, por inconstitucionalidad, se anula la frase “son aquellos que cuenten con una declaratoria como Área Silvestre Protegida”, y, para que la norma preserve su sentido, se elimina la conjunción “que”, luego de la palabra “marinos”. Por consiguiente, las normas mencionadas deberán leerse de la siguiente forma: “Artículo 2° Ecosistemas de Humedales Continentales. Los ecosistemas de Humedales continentales forman parte del Patrimonio Natural del Estado” “Artículo 3° Ecosistemas de Humedales Marinos. Los ecosistemas de humedales marinos forman parte del Patrimonio Natural del Estado, los cuales serán administrados por el MINAET a través del Sistema Nacional de Áreas de Conservación”. En lo demás se desestima la acción. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de estas dos normas, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y de las situaciones jurídicas consolidadas. Publíquese íntegramente en el Boletín y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Notifíquese al Presidente de la Asamblea Legislativa para lo de su cargo. Al Poder Ejecutivo se le notificará por medio del Ministro de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, que ya se encuentra apersonado en este proceso.


	016-017-018
	23-24-25 de enero del 2012
	Sentencia 2011-16940

Expediente 11-002410-0007-CO. A las catorce horas con treinta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- En contra del artículo 122 inciso c), Punto 2 de la Ley de Tránsito. Se rechaza por el fondo la acción.-



	016-017-018
	23-24-25 de enero del 2012
	Sentencia 2011-17227
Expediente 11-011826-0007-CO. A las nueve horas. Acción de Inconstitucionalidad.- En contra del artículo 6 de la Ley No. 148 de la Ley No. 148 del 23 de agosto de 1943, unificados por la Ley No. 7302 del 15 de julio de 1992 y sus reformas. Se declara CON LUGAR la acción. Se anula por inconstitucionalidad el inciso a) del artículo 6 de la Ley No. 148 de 23 de agosto de 1943, en cuanto dispone “Nupcias de la viuda pensionada”. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma impugnada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las situaciones jurídicas consolidadas. De conformidad con el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan en el tiempo los efectos de la presente declaratoria de inconstitucionalidad, para que éstos se produzcan sólo hacia el futuro, a partir de la fecha del dictado de esta sentencia. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial la Gaceta. La Magistrado Calzada salva el voto y declara sin lugar la acción. El Magistrado Rueda pone nota.- 
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AMBIENTE 

960-12. CONCESIÓN.  PARA EXTRAER MATERIAL DE RÍO CAUSA DAÑO AMBIENTAL. Los recurrentes se encuentran disconformes con  la concesión otorgada a una empresa para la extracción de piedra, arena y grava, que causan un daño ambiental en un río aledaño donde se desarrollan las actividades de la empresa concesionaria.  La Sala estimó que para dilucidar si ha habido infracción o no de derechos   fundamentales,   primero   se   debe   resolver,   mediante   estudios técnicos, como los del Tribunal Ambiental Administrativo, lo acaecido en realidad  en  el  río.  Esa  atribución excede    la naturaleza   sumaria   del recurso de amparo, proceso   en   el   cual   no   es material   ni razonablemente posible  entrar  a  un complicado sistema probatorio o a un análisis de hechos que vaya más allá del de los actos impugnados en sí, no encontrándose en posibilidad de efectuar la determinación de resolver por el fondo lo pretendido por los recurrentes. Consecuentemente, será ante el Tribunal Ambiental Administrativo   en donde    se deberán  plantear  los reparos   que  estimen pertinentes con  relación a los hechos que motivaron  la interposición del amparo, o bien  acudir  a  la  vía  judicial correspondiente  en resguardo  de  sus derechos.  Se declara sin lugar el recurso. SL 
974-12.  AGUAS PLUVIALES. AYUNTAMIENTO AUTORIZA VERTEDERO DE AGUAS PLUVIALES EN ACEQUIA CERCANA A VIVIENDAS. Los recurrentes acusan violación a sus derechos fundamentales, por  cuanto la Municipalidad de Santo Domingo autorizó a que varios inmuebles vertieran sus aguas en una acequia cercana en sus  viviendas, lo que ha provocado erosión  de dicho  sitio, poniendo  en riesgo sus hogares. La Sala considera que en el caso concreto se constatan las vulneraciones a los derechos de los amparados, las que son imputables al ayuntamiento. Se declara con lugar el recurso, únicamente en cuanto a la Municipalidad de Santo Domingo. Se ordena a la Alcaldesa de Santo Domingo, que de inmediato coordine con el Ministerio de Salud para que dentro del plazo de un año, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se brinde una solución efectiva al problema generado por el vertido de aguas en la acequia a la que hacen alusión los recurrentes en el libelo de interposición. Asimismo, se ordena a la Presidenta de la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que de inmediato se realice la inspección solicitada por el oficio número CN-ARSDD-D-1525-2011, cuyos resultados deberán ser comunicados al Área Rectora de Salud de Santo Domingo. Finalmente, se ordena al Ministro de Salud, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias  para que dentro de inmediato se giren las órdenes sanitarias respectivas para solucionar el problema de acumulación de basura en la zona de la acequia señalada por los recurrentes, así como el de ubicación del Sistema de Tratamiento de Aguas Residuales del Condominio Terra Nostra. CL
986-12. AGUAS NEGRAS. PROBLEMAS QUE GENERAN EN QUEBRADA AZUL DE PALMARES. Los recurrentes alegan que la Quebrada Azul, ubicada en el tramo que atraviesa la localidad de los Proyectos en Palmares, constituye un  foco de contaminación evidente, ya que es un vertedero de aguas negras y emisión de malos olores que afectan a los residentes. Señalan que el Municipio recurrido no ha tomado acciones pertinentes y concretas,  así como de labores de limpieza y mantenimiento que permitan erradicar en forma definitiva este problema. También argumentan falta de respuesta de las denuncias que han presentado. En este caso, constata la Sala que si bien ya se inició el proyecto para la construcción de una planta de tratamiento de aguas residuales, como lo demandan los recurrentes, no se evidencia de parte de ambas autoridades, acciones eficaces, verdaderamente, encaminadas a resolver en definitiva la problemática sanitaria expuesta, como corresponde para cumplir el fin público que se les ha encomendado, lo que redunda en detrimento de la salud y el medio ambiente y, por consiguiente, en violación del artículo 50 Constitucional, situación que resulta intolerable para esta Sala. Finalmente, respecto a la Oficina Local de Acueductos y Alcantarillados, se desprende de lo informado por la Jefatura así como de la prueba documental aportada, que fue con ocasión a la notificación de la interposición de este amparo,  que se procedió a contestar  la denuncia que presentaron los recurrentes el pasado 30 de setiembre, de ahí que también hayan incurrido en la infracción constitucional  acusada por falta de respuesta. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde y a la Presidenta del Concejo, ambos de la Municipalidad de Palmares, así como al Director del Área Rectora de Salud de Palmares, que en forma coordinada procedan en el plazo de seis meses a atender y resolver la contaminación denunciada por los recurrentes. Igualmente, se le ordena, que dentro del plazo de cinco días contado a partir de la notificación de esta resolución, proceda a notificarles a los amparados el resultado de la denuncia que presentaron el 30 de setiembre del 2011. CL
988-12. AGUAS NEGRAS.  FALTA DE CANALIZACIÓN PROVOCA QUE FLUYAN POR CALLE PUBLICA EN CARTAGO. Los recurrentes plantean que existen problemas de canalización de aguas negras de otros vecinos, que van a dar a una calle pública. La Sala considera la Municipalidad recurrida ha desatendido su obligación de garantizar el disfrute de los habitantes de la  zona  a  un ambiente sano  y ecológicamente equilibrado,  con  las consecuencias para la salud de esas personas debido a la naturaleza del problema sanitario que les aqueja, pues a pesar de que dicha autoridad ha tenido pleno conocimiento de la problemática  de  aguas  pluviales y servidas que afecta a los recurrentes, se ha limitado  a constatar    su existencia,  evadiendo  su responsabilidad  y  sin  realizar  las acciones oportunas para mitigar o controlarlo. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Cartago, ejercer las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que en el improrrogable plazo de DOCE MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se solucione el problema de aguas pluviales y servidas estancadas que aqueja a los recurrentes. CL
1007.12. ACEQUIA. UBICADA EN PUNTARENAS, PRODUCE MALOS OLORES. El recurrente expone existe  una acequia   que  se encuentra  a cielo  abierto  y  dada  la  cantidad  de  basura,  el  agua  no  fluye adecuadamente provocando estancamiento y malos olores. La Sala tuvo por acreditado que las  autoridades recurridas del Instituto Costarricense  de  Acueductos  y  Alcantarillados,  Ministerio  de  Salud  y Municipalidad,  confirman  la  existencia  de  dicha  acequia  y  los problemas    de  contaminación.  Sin  embargo,  del  expediente  no  se  logra  comprobar que  las autoridades de Acueductos y Alcantarillados tuvieran algún tipo de responsabilidad, por  lo  que respecto  de  esa autoridad  el recurso debe desestimarse. En cuanto  al Ministerio  de Salud  si  bien,  sí  tiene responsabilidad sobre  la acequia, pero de la prueba se extrae que ha atendido denuncias, ha realizado inspecciones desde mayo del 2011, es decir, muchos meses antes de que se presentara este recurso. Incluso, como la Municipalidad no atendió una orden sanitaria dictada se tramitó denuncia 
ante  los  Tribunales  de  Justicia  por desobediencia a la  autoridad contra  el ayuntamiento.  Se declara parcialmente con lugar el recurso respecto de la Municipalidad de Puntarenas. Se ordena al Alcalde Municipal del Cantón Central de Puntarenas, que adopte las medidas necesarias dentro del ejercicio de sus competencias para que cumpla con las órdenes sanitarias dictada por el Ministerio de Salud respecto al entubamiento y limpieza de la acequia en cuestión. Respecto los demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
989-12. CONTAMINACIÓN SÓNICA. POR FIESTAS COMUNALES. El recurrente, vecino de Urbanización Chorotega de Cañas, expone una serie de problemas suscitados por el inicio el 24 de noviembre del 2011  de  las  fiestas  autorizadas  en  dicho  barrio, ocasionados   por  la contaminación sónica y otros inconvenientes (cercanía de bar con cancha de juegos para niños, y problemas de parqueo). Todo lo cual indica que transcurre pese a los reclamos presentados ante los recurridos, y sin que se les haya brindado respuesta alguna. En este caso consta a este Tribunal Constitucional que es evidente la violación a los derechos fundamentales de los recurrentes, y del resto de vecinos de la zona, básicamente porque no se le dio seguimiento a la realización del evento autorizado. Los recurridos  se han contentado  con verificar en el papel los requisitos para el evento, pero nunca verificando en la realidad su desarrollo y ejecución, en clara la indiferencia del derecho fundamental a la tranquilidad de los vecinos. Se declara PARCIALMENTE CON lugar el recurso en cuanto a la violación al derecho a la salud, derecho a la intimidad, al derecho a gozar de un ambiente sano y al derecho de pronta respuesta. En consecuencia se previene a las autoridades recurridas no volver a incurrir en los actos u omisiones que dieron mérito para acoger este recurso, bajo apercibimiento de cometer el delito sancionado en el artículo 71 de la citada ley de rito. CL Parcial
453-12. CONCESIÓN.  CONSTRUCCIÓN DE REPRESA EN RÍO GUACALITO PROVOCA INUNDACIONES.  El recurrente manifiesta que en su propiedad se dedica a las actividades de ganadería, pero se ha visto afectada debido a las crecidas del Río Guacalito. Indica que río arriba, la Municipalidad recurrida y el Ministerio accionado, han permitido a una sociedad privada la construcción artesanal de una "represa"  de gaviones y piedra, lo cual está causando daños al ambiente y a los ecosistemas del río y sus márgenes, además de poner en riesgo los bienes patrimoniales y vidas de  quienes  tienen  actividades  productivas  aguas  abajo.  Aduce que hace varios días se produjeron deslizamientos de ladera sobre el cauce del río, aguas arriba, donde se acumularon toneladas de sedimentos  que pueden producir avalanchas. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente en relación con el Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones. Se ordena a la Ministra a.i y Director  de  Aguas,  ambos  del  Ministerio  de  Ambiente,  Energía  y Telecomunicaciones, que cada uno de ellos dentro del ámbito de sus competencias, ejecuten de manera inmediata y coordinada las medidas y acciones que sean necesarias para comprobar o descartar que la concesión de aguas otorgada a Distribuidora Katy S.A. produzca los daños alegados por el recurrente; y en caso de comprobarse esa situación, se ordene que se ajuste a derecho, o por el contrario, se revoque la concesión otorgada. En cuanto a la Municipalidad de Upala se declara sin lugar el recurso.  CL Parcial
264-12. MARINA. OPERACIÓN DE MARINA EN GOLFO DULCE. Alega el recurrente que la empresa Bahía Cocodrilo S.A. opera en Golfo Dulce en un atracadero para pesca deportiva con espacio para 32 botes, y con asiento en la localidad de Puerto Jiménez y, asegura que ha incurrido en constantes violaciones de los compromisos firmados para su operación. Asegura que entre otras cosas, se aprobó un Plan Regulador Parcial del Sector Costero de Puerto Jiménez, realizado por la propia empresa interesada, lo que dio paso, en apariencia, a la concesión para atracadero turístico, sin que conste la aprobación por parte de la Municipalidad recurrida, pues solo se acredita la aprobación del Plan Regulador. Indican que ahora, se pretende que basados en esa aprobación,  se faculte a la empresa indicada para desarrollar una marina con capacidad para 254 yates, además de 32 botes de pesca deportiva. Manifiestan que la SETENA aprobó el estudio de viabilidad de ese proyecto, por medio de la resolución número 2424-2008-SETENA,  notificada a la desarrolladora el 28 de agosto del 2008. Alegan que para todos esos actos, a pesar de la legitimidad que les otorga el artículo 50 de la Constitución Política, como representantes de las legítimas organizaciones de la comunidad, han sido ignorados. Refieren que no hay estudios del SENARA sobre el potencial de los mantos acuíferos existentes en la zona como para que pueda atender la demanda de 865 metros cúbicos de agua que diariamente requeriría la operación de la marina, sin que se atente contra el abastecimiento actual y futuro de la comunidad. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. Tomen nota los recurridos de lo establecido en el Considerado Último. SL
150-12. CONTAMINACIÓN. PROVOCADA POR LOCAL COMERCIAL EN BELÉN. PRINCIPIO DE COORDINACIÓN. Las recurrentes acusan que el 01 y 02 de septiembre de 2011, respectivamente, denunciaron ante la Municipalidad de Belén y el Área Rectora de Salud de esa localidad, que el sistema de alcantarillado pluvial de la comunidad de San Antonio de Belén, estaba siendo contaminado  por aguas provenientes de la Academia de Belleza Rolando, las cuales contienen residuos químicos de tintes para cabello y otros tratamientos de belleza, así como otras aguas residuales; sin embargo, a pesar de que esas aguas no tienen tratamiento alguno cuando llegan a la alcantarilla, las autoridades recurridas no han tomado las medidas correspondientes, lo que es contrario al derecho a la salud de los vecinos. En este caso consta que la denuncia planteada por las recurrentes, fue atendida por el Área de Salud con ocasión de la interposición de este amparo, por lo que lo procedente es acoger el recurso solo para efectos indemnizatorios, a fin de resarcir los daños causados en virtud del retraso. En cuanto a las actuaciones de la Municipalidad de Belén se verifica que SE informó a las recurrentes que a nivel de gobierno local se ha tratado de solucionar  adecuadamente  los  problemas  que  están provocando   las  aguas residuales; sin embargo, es un proyecto de alto costo presupuestario, por lo que su concreción no sería a corto plazo. La Sala estima que en el informe rendido por las autoridades  municipales accionadas no se señala ningún tipo de acción o medida concreta para sanear la problemática encontrada en el local comercial denunciado; no obstante, como ya la situación fue atendida y resuelta por el Área Rectora de Salud accionada, lo pertinente es acoger el amparo  en cuanto a la Municipalidad recurrida, también solo para efectos indemnizatorios, pues indudablemente a esta Corporación Municipal le asiste el deber de mantener vigilancia para que, de forma coordinada con el Área Rectora de Salud recurrida, en caso de que se verifiquen este tipo de situaciones, se tomen las medidas dentro del ámbito de sus competencias y se solucione el problema, en los términos expuestos en este considerando en torno al principio de coordinación. CL 
ASAMBLEA LEGISLATIVA
88-12. DIPUTADO. OMISIÓN DE PRESIDENTE LEGISLATIVO PARA ACONDICIONAR OFICINA ASIGNADA A DIPUTADO IMPIDE CUMPLIR CON SUS FUNCIONES.   El recurrente manifiesta, que durante el plazo que ha trascurrido de la Presidencia del accionado, ha sufrido un continuo retraso, incumplimiento y desatención de todas las decisiones que tienen directa relación con la labor que cumple como Diputado de la Asamblea Legislativa.  Argumenta que el accionado le había asignado un espacio físico, ubicado en la planta alta del Departamento de Servicios Médicos, que ha esperado a que sea remodelado y entregado, pero ha presionado para quitarle dicho despacho.  No obstante, por medio de informe fechado treinta de noviembre de dos mil once, el Ministerio de Salud declaró que el espacio físico que actualmente ocupa en la Asamblea Legislativa es inhabitable, por las condiciones de insalubridad y riegos existentes en el mismo. Señala la Sala que el caso planteado no involucra derecho fundamental alguno que permita la intervención de la Sala en el presente asunto, toda vez que lo expuesto  responde a una discusión de índole interna organizativa de uno de los Poderes de la República, ello en relación directa de la administración y disposición de la infraestructura asignada a sus diputados. De manera que dicha disconformidad deberá ser planteado ante los mismos órganos internos del Poder Legislativo, a efecto de que se pronuncien sobre la procedencia o no de lo discutido. Se rechaza de plano el recurso.  RP 

COMERCIO
265-12. MAQUINAS DE JUEGOS. REQUISITOS PARA INSTALACIÓN DE MAQUINAS DE PIN BALL. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 12 del Reglamento Para La Instalación de Máquinas de Pin Ball de la Municipalidad de San Ramón. La norma se impugna en cuanto viola el principio de legalidad, el principio de reserva de ley, libre comercio, legalidad y jerarquía de las normas por constituir una restricción absoluta sin autorización legal a la actividad lucrativa de máquinas para juegos con destreza, excediendo las potestades discrecionales de la Administración Pública. . Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucional el artículo 12 del Reglamento Autónomo Municipal para la Instalación de Máquinas de Juego, publicado en la Gaceta No. 150 del 5 de agosto del 2005. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. Los Magistrados Mora, Cruz y la Magistrada Abdelnour salvan el voto y declaran sin lugar la acción. CL
135-12. CONSUMIDOR. SANCIÓN PENAL POR DESOBEDIENCIA. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 34 de la Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor, 7472 y su Reglamento Decreto Ejecutivo Número 25234 MEIC de 1 de Julio de 2006. La norma señala que se impondrá prisión de seis meses a tres años, a quien no cumpla o no haga cumplir, en todos sus extremos, la orden impartida por un órgano jurisdiccional o por un funcionario público en el ejercicio de sus funciones, siempre que se haya comunicado personalmente, salvo si se trata de la propia detención. En el caso concreto es por la falta de cumplimiento de una sanción impuesta por la Oficina del Consumidor. Se rechaza la acción por falta de requisitos esenciales y por carecer de conexidad entre lo impugnado y lo dispuesto por la norma. Se rechaza de plano la acción. RP 

301-12. ACTIVIDADES TAURINAS. PARTICIPACIÓN DE LA CRUZ ROJA. Acción de Inconstitucionalidad contra el Reglamento de Actividades Taurinas, en su artículo 2, inciso d. La norma señala que para obtener los permisos para las corridas de toros, se debe aportar la certificación de la Cruz Roja del lugar, que indique su participación en el evento y el Plan Operativo de Emergencia. Se acusa que se limita la libertad de asociación a las asociaciones de vecinos que pueden dar el servicio de ambulancia y de planes de emergencia. Se rechaza porque el asunto base no se encuentra en proceso de agotamiento de la vía administrativa. Se rechaza de plano la acción. RP
330-12. PERSONAS JURÍDICAS. IRREGULARIDADES EN LA APROBACIÓN DE LA LEY DEL IMPUESTO A LAS PERSONAS JURÍDICAS. Acción de Inconstitucionalidad contra la Ley 9024 Impuesto a las Personas Jurídicas. Se acusa que la ley cuestionada no fue aprobada por mayoría calificada. Se rechaza de plano la acción por carecer de requisitos mínimos para su admisibilidad. Se rechaza de plano la acción. RP

155-12. VENTAS INFORMALES. IMPIDEN EL TRÁNSITO EN LAS ACERAS CERCANAS AL EDIFICIO DE LA CCSS. El recurrente alega que en las cercanías de las oficinas centrales de la Caja Costarricense  de Seguro Social, en San José, diariamente se da la obstrucción de las aceras públicas y bulevares por parte de los vendedores ambulantes que colocan sus ventas e impiden el libre tránsito de las personas, a pesar de que transitan  personas adultos mayores, personas con discapacidad visual, o de otro tipo, entre otros, situación que lesiona sus derechos fundamentales y los de la amparada. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de San José, Presidente del Concejo Municipal de San José, y Ministro de Gobernación, Policía y Seguridad Pública, que de manera coordinada tomen las medidas necesarias para que dentro del plazo máximo de 2 MESES contado a partir de la comunicación de esta sentencia, las actividades de ventas informales que se realizan dentro de la zona denunciada por el recurrente -en cuanto sean permitidas-, se lleven a cabo con el cumplimiento de todos los permisos y requisitos. CL
CONTRATOS O LICITACIONES

165-12. LICITACIÓN. REQUISITOS PARA TAXIS DEL AEROPUERTO JUAN SANTAMARÍA. El recurrente impugna el "Reglamento del Primer Procedimiento   Especial abreviado de taxis de la base de operación especial del Aeropuerto Internacional Juan Santamaría", promulgado por Decreto Ejecutivo No. 35985-MOPT. En concreto, objeta que se exija a los oferentes contar con licencia C-1 y haber aprobado  un curso  básico de inglés. Además, reclama que previo a la elaboración del Decreto se   debió dar audiencia a los potenciales oferentes en participar en la licitación. En este caso, señala la Sala que lo planteado es un asunto de mera legalidad que no es para ser revisado en esta vía. Se declara sin lugar el recurso. SL
DERECHO A LA INFORMACIÓN
1020-12. ACCESO A EXPEDIENTE.  NEGATIVA A BRINDAR INFORMACIÓN SOBRE  DENUNCIA PLANTEADA. La recurrente acusa que presentó una denuncia ante la Caja Costarricense de Seguro Social contra una empresa, con el propósito de que esta le reconociera y devolviera a la Caja la diferencia de las cuotas obrero patronales adeudadas    a  su nombre;    sin embargo,    a pesar  de que ha acudido en reiteradas ocasiones a las oficinas de la Sucursal accionada, y de haber presentado  varias gestiones    para obtener  acceso    al expediente administrativo  que tramita  esa  denuncia,  la  autoridad  recurrida  le  ha  negado  ese  derecho injustificadamente. En este acaso, en vista de que la amparada no solo  es denunciante sino la trabajadora directamente involucrada, no se  le puede negar el acceso irrestricto a su contenido y, por consiguiente, ante la negativa de la oficina competente de Caja Costarricense de Seguro Social en facilitar la totalidad del expediente administrativo levantado, se impone  la  estimatoria  del  recurso. Se aclara que si bien la Sala tiene claro  que  el procedimiento administrativo  relativo  a  la denuncia  planteada por la recurrente ya concluyó, la Sucursal  accionada deberá permitir el acceso al expediente en cuestión aún en este momento procesal,  ello  si  a  bien  lo  tuviera  la amparada,   en  razón  de  las explicaciones esgrimidas en esta sentencia y con el objeto de fiscalizar las actuaciones efectuadas por la autoridad recurrida. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Administrador a.i. de la Sucursal del Seguro Social de Quepos, que DE INMEDIATO facilite a la recurrente la totalidad del expediente administrativo relacionado con la denuncia presentada por ella contra la empresa , en caso de así requerirlo la amparada.. CL
565-12. FUNCIONARIOS PÚBLICOS. NEGATIVA A BRINDAR INFORMACIÓN SOBRE GERENTES DE LA CCSS.  El recurrente presentado el 3 de noviembre de 2011, solicitó ante la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social información sobre los atestados personales  y profesionales de los funcionarios nombrados en las diferentes gerencias de esa institución, según acuerdo de la junta recurrida del 13 de octubre de 2011.   Sin embargo, a la fecha de interposición de este recurso su gestión no ha sido resuelta, omisión que considera lesiona sus derechos fundamentales. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena a la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, abstenerse de incurrir, nuevamente, en los hechos que dieron fundamento a la estimatoria de este recurso. CL
540-12. EXPEDIENTE. NIEGAN ACCESO A EXPEDIENTE DE CONCURSO DE UNA PLAZA QUE LE INTERESA.   La recurrente indica que sacaron a concurso la plaza que venía ocupando en forma interina y acusa que ella no forma parte de dicha nómina, pese haber participado en el respectivo concurso, por cuanto únicamente se tomó en cuenta la calificación obtenida en el examen psicométrico, sin  que se realizara una valoración global de sus méritos y atestados, para poder comprobar debidamente  su idoneidad  para el puesto. También reclama que, de manera reiterada, ha solicitado  de forma verbal y por escrito que se le permita revisar el expediente administrativo correspondiente a la mencionada nómina, así como su expediente personal, respecto a la calificación obtenida y al examen que se le realizó; sin embargo, ello le ha sido denegado.  Se declara parcialmente con lugar el recurso, ante la omisión de las autoridades  recurridas de resolver formalmente la solicitud de información planteada por la recurrente el 23 de noviembre del 2011, así como por la omisión de suministrar la información solicitada en dicho escrito, que no sea privada o confidencial.  Se ordena al Director de Desarrollo Humano del Ministerio de Salud, y al Director General de Servicio Civil, que en el plazo improrrogable  de diez días, contado  a partir de la notificación de esta sentencia, se le suministre a la amparada  la información referente al concurso NE-01-10, a la conformación de la nómina número 315411,  a la adjudicación de la plaza número 35439 y a la calificación obtenida por ella en tal concurso, así como que se le permita revisar los exámenes realizados a la amparada, previa discriminación de la información privada y confidencial que se debe salvaguardar. CL Parcial
DERECHO A LA SALUD

1188-12. MEDICAMENTOS. CCSS SE NIEGA A ENTREGAR MEDICAMENTOS POR NO CONTAR CON CÉDULA DE IDENTIDAD.  El recurrente manifiesta que su esposa -aquí amparada- es adulta mayor.  Señala que durante cuarenta años, ha sido atendida sin contar con documento de identificación, sólo con el carné médico que él le solicitó hace muchos años.  Refiere que la amparada se encuentra en tratamiento por hipertensión en la Clínica de Pavas y en el Hospital San Juan de Dios, por una úlcera varicosa.    Alega que cuando su esposa  se presentó a la clínica recurrida con el fin de retirar los medicamentos que necesita  -en fecha no indicada-, se le informó que no se le podían facilitar sin la presentación de la cédula de identidad, lo cual le fue confirmado en la Contraloría de Servicios de la Caja Costarricense de Seguro Social.   Aclara que no es por negligencia que la amparada no tiene cédula, sino que ella no aparece inscrita en el Registro Civil por razones especiales.  Se declara parcialmente con lugar en contra de la Caja Costarricense de Seguro Social.   Se ordena a la Directora del Área de Salud de Pavas, que entregue de manera inmediata, los medicamentos prescritos  por el médico tratante de la amparada. CL Parcial
782-12. ATENCIÓN MÉDICA. SE NIEGA A PERSONA CON CONDICIÓN MIGRATORIA IRREGULAR, SE ACLARA QUE DEBE DARSE EN CASOS DE EMERGENCIA. El recurrente solicita el amparo  del derecho fundamental a la salud de su cónyuge, de nacionalidad nicaragüense. Acusa que las autoridades  de la Clínica Integral de Tibás  le  niegan  la  atención  médica  urgente  que  requiere  la  amparada, supeditándola a que regularice su condición migratoria en el país. En este caso, señala la Sala que es importante aclarar que no se ignora que de conformidad  con la Ley General de Migración  y Extranjería, la amparada tiene la obligación  de regularizar su situación migratoria en nuestro país, así como, gestionar su aseguramiento. Sin embargo, dada la amenaza que se cierne sobre su salud, atendiendo a la gravedad de su padecimiento, su caso constituye un supuesto de excepción. Así las cosas, las autoridades de la Clínica Integral de Tibás están obligadas a brindarle a la amparada la atención médica y el tratamiento de urgencia que necesita, según el criterio de su médico tratante, sin perjuicio que, con posterioridad, ejecuten la acción  de  regreso  para  recuperar  el  dinero  erogado.  Bajo  este  orden  de consideraciones, este Tribunal debe intervenir, con el propósito de restablecer a la amparada en el pleno goce y ejercicio de su derecho a la salud (ver, en el mismo sentido, la sentencia No. 2011-017378 de las 09:00 hrs. de 16 de diciembre de 2011). Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director de Registros Médicos y Sistemas de Información en Salud de la Clínica Integral de Tibás, que: a) lleve a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que,  de manera inmediata, la recurrente sea valorada y se le brinde el tratamiento que necesita, bajo la estricta responsabilidad y supervisión de su médico tratante, sin perjuicio que, con posterioridad, la institución ejecute la acción de regreso pertinente para recuperar la sumas de dinero erogadas y; b) se abstenga de incurrir, nuevamente, en los hechos que dieron mérito a la presente estimatoria.  CL
366-12. ATENCIÓN MÉDICA. EN CASOS DE EMERGENCIA SE DA TODA PERSONA, PERO DEBE PAGAR POR EL SERVICIO SI NO ESTÁ ASEGURADO. El recurrente demanda la prestación de tratamiento médico y el suministro de medicamentos para atender su enfermedad de diabetes mellitus y otros padecimientos que, según indica, ha desarrollado a partir de aquella. Asegura que no puede pagar un seguro médico y que en virtud de una descompensación sufrida en octubre anterior, debió permanecer hospitalizado varios días en el Hospital Calderón Guardia, siendo que a su egreso de ese centro, se le cobró la suma de 5.361.176,98 colones que no puede cancelar. Ante esto, acudió a la Clínica Carlos Durán para solicitar un seguro por el Estado pero no le recibieron los documentos. En este caso consta que el actor permaneció hospitalizado durante el período del 20 al 28 de setiembre del 2011 en el Hospital Calderón Guardia, por presentar angina inestable. Durante este ingreso, recibió la atención  y  el  tratamiento  médico  necesario  para  tratarlo  y  compensarlo. Posteriormente, al no haber acreditado el recurrente su condición de asegurado activo dentro del plazo establecido, se procedió a facturar el cobro de los servicios prestados, actuación que es legítima pues conforme el artículo 74 del Reglamento del Seguro de Salud, si un asegurado se presenta al centro de salud sin los documentos que lo acrediten como tal, tratándose de una situación de   urgencia o emergencia, se le proporciona la atención médica necesaria; no obstante, si dentro de los cinco días posteriores a la fecha en que concluyó la atención médica no acredita el estatus de asegurado, el servicio es cobrado por las vías correspondientes. Ahora que, si como dice el actor, se encuentra imposibilitado a cancelar la deuda indicada, podrá, si a bien lo tiene, apersonarse a la institución para llegar a un arreglo de pago. SL

5-12. MAMÓGRAFO. OMISIÓN DEL HOSPITAL DE CIUDAD NEILY EN ADQUIRIR UN MAMÓGRAFO PARA ATENDER PACIENTES CON CÁNCER. La recurrente manifiesta que desde hace varios años, el cantón de Corredores no cuenta con un mamógrafo en el Hospital de Ciudad Neily. Estima que no es concebible que el Hospital más cercano a dicho cantón no cuente con esa herramienta ni especialista para tratar el cáncer de mama. Aduce que la mamografía es una de las formas más eficaces de saber si una mujer padece de un tumor en el seno, no obstante, al no contar con las herramientas, no se puede dar una detención temprana del cáncer de mama. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Gerente Médico y al Director General del Hospital de Ciudad Neily, ambos de la Caja Costarricense de Seguro Social, tomar las medidas requeridas para que en el improrrogable plazo de SEIS MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, el Hospital de Ciudad Neily cuente con un mamógrafo.  CL

352-12. MEDICAMENTOS. ESTUDIOS DE BIOEQUIVALENCIA PARA EL REGISTRO SANITARIO. Acción de Inconstitucionalidad contra el Decreto Ejecutivo número 36068-s del 08 de junio de 2010, Publicado en La Gaceta 126 del 30-06-2010. El decreto impugnado suspende la presentación de estudios de equivalencia terapéutica in vivo, para productos que contienen activos de la Lista Priorizada que soliciten registro sanitario o renovación al Ministerio de Salud, que se establecía en los decretos 28466 y 32470. Dispone además mantener las pruebas de perfiles de disolución antes del vencimiento del  registro sanitario y finalmente, que después de regulada la investigación clínica en seres humanos, los interesados contarán con el plazo de un año para presentar los estudios que establecen los dos decretos mencionados. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia se anula por inconstitucional el Decreto Ejecutivo número 36068-S del ocho de junio de dos mil diez, publicado en La Gaceta número 126 del treinta de junio de dos mil diez Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Lo anterior conlleva que ni la declaratoria de inconstitucionalidad del Decreto Ejecutivo N° 36068-S de conformidad con los términos establecidos en la sentencia número 2010-001668 de las quince horas doce minutos del veintisiete de enero de dos mil diez, ni lo señalado en este pronunciamiento impide que los estudios de bioequivalencia realizados en el extranjero y validados por un organismo internacional o nacional competente para llevar a cabo ese tipo de convalidaciones, se hagan valer a lo interno y sean aportados como parte indispensable del proceso de registro sanitario de medicamentos. Comuníquese esta decisión al Poder Ejecutivo. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. CL
DERECHO DE PROPIEDAD

470-12. ACCESO A PROPIEDAD.  TRABAJOS EN  CARRETERA A CALDERA CERRO ACCESO A PROPIEDAD PRIVADA.  El recurrente considera lesionados  sus derechos  fundamentales, en particular los contenidos en el artículo 45 constitucional, en virtud de que es propietario de una finca situado en el distrito Segundo Jesús, cantón Quinto Atenas, provincia Alajuela y que cuando se  construyó la Ruta 27, conocida como carretera a Caldera, se le indemnizó por una  franja de terreno perteneciente a la propiedad, la cual dividió su propiedad pero  nunca se le indicó que el resto de su finca, que es la porción más grande, no  tendría salida a la carretera por el lado sur, ni al antiguo acceso porque lo cerraron.  Afirma que su economía se basa en la agricultura y la ganadería desde hace más de  veinte años, todo lo cual se ve perjudicado por la falta de acceso a su propiedad. Se declara CON LUGAR el recurso. En consecuencia, se ordena al Secretario Técnico del Consejo Nacional de Concesiones,  que proceda de INMEDIATO   a tomar las acciones que correspondan dentro del ámbito de sus competencias, para que en el plazo máximo de SEIS MESES, contado a partir de la comunicación de esta sentencia, se resuelva definitivamente el problema de acceso a la vía pública de la propiedad  del amparado , levantando todos  los obstáculos que impiden iniciar con las obras para que en dicho plazo, la construcción de la marginal se encuentre debidamente concluida y disponible para el amparado.  CL
231-12. DESAHUCIO. NO SE TOMARON EN CUENTA SENTENCIAS JUDICIALES QUE RECHAZARON LA GESTIÓN. Aduce la actora que se lesionó su derecho al debido proceso al decretarse  el desahucio  administrativo en su contra, pese a que es improcedente. En repetidas oportunidades, este Tribunal ha analizado el tema del debido proceso, tratándose de desalojos administrativos, y ha llegado a la  conclusión  que  el  Ministerio  de  Seguridad  Pública,  en  el  uso  de  las competencias otorgadas  por la Ley de Arrendamientos Urbanos  y Suburbanos, debe, una vez recibida la interposición de la acción de desalojo, constatar mediante un trámite sumarísimo el derecho que ostenta el gestionante sobre el inmueble que se pretende desocupar.  Siendo así, se debe brindar un tiempo prudencial a la persona ocupante  del bien, para que lo desaloje voluntariamente y se le debe informar sobre la posibilidad  de recurrir la decisión adoptada,  otorgándole, nuevamente, un tiempo razonable para que presente sus alegatos y las pruebas que tenga a bien. Sobre el tema se cita la sentencia 10228-10. En ese caso, si bien se confirió el derecho al debido proceso, debió tomarse en consideración lo decidido por el Juzgado de Familia del Segundo Circuito Judicial de San José, en donde declaró el derecho de la recurrente a gananciales sobre la construcción en terreno ajeno, que es justamente el bien del que se le pretende desalojar. Privarla de la posesión del bien inmueble implica desconocer el derecho reconocido por el Juzgado. Sobre el mismo bien y con igual pretensión, el Juzgado Civil de Mayor Cuantía del Segundo Circuito Judicial de San José había declarado sin lugar la petición  de  desahucio  por  mera  tolerancia,  entre  las  mismas  partes. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución 1640-11 DM de las 9:00 horas del 30 de agosto de 2011 del Ministro de Seguridad Pública. CL
407-12. DESAHUCIO ADMINISTRATIVO. REQUISITOS. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 455 del Código Procesal Civil. La norma señala que en los casos establecidos en el artículo impugnado se indica que no es necesario el desahucio judicial, sobre todo a personas que cumplen una función administrativa subordinada al propietario. Alega el accionante que se omite el debido proceso y considera que existe un exceso de poder del Ministerio de Seguridad Pública. La acción no cumple los requisitos mínimos de admisibilidad. De todas formas, sobre el tema se citan los votos 365-95, 3825-92 y 4166-96. Se rechaza de plano el recurso. RP
DERECHO DE TRABAJO
1082-12. SANCIÓN. EJECUTAN SANCIÓN SIN HABER SIDO RESUELTO RECURSO. La recurrente manifiesta, que  el amparado labora en el área de transportes de  la Dirección Regional del Ministerio de  Salud,  en  una  plaza  en  propiedad.  Indica  que  por  medio  del  oficio DR-UALA-0826-2011 de las 11 horas del 27 de noviembre,  se le impuso al amparado  la  sanción disciplinaria consistente en  suspensión  sin goce de salario por dos días, ordenada su aplicación mediante oficio DR-BRU-1452-2011 del 29 de noviembre se ordenó aplicar la sanción los días 2 y  3  de diciembre, ambas fechas de 2011.  En virtud  de  lo anterior, presentó recurso de revocatoria con   apelación    en subsidio    en contra de dichos oficios, por lo que no era posible la ejecución de  la sanción por no adquirir firmeza dichos actos. La Sala consideró que  la  suspensión  del  acto administrativo no opera de oficio al presentarse los recursos ordinarios previstos por la  legislación  administrativa.  Al contrario    de  lo  que  alega  la recurrente,    el acto eficaz es ejecutorio a pesar de  la  interposición de los recursos ordinarios, a no ser que  la Administración considere que la  ejecución causaría perjuicios graves o de imposible o difícil reparación, lo que deberá alegarse directamente ante esa sede. De ahí que, no corresponde a este Tribunal decidir si el acto debe o no suspenderse, ya que  ello  es potestativo para la Administración  previa  valoración  de los  perjuicios que  la  ejecución  del acto  acarrearía  al administrado.  Se declara SIN LUGAR el recurso. SL
1164-12. CONCURSO. IRREGULARIDADES EN EL TRÁMITE. Alega la recurrente que tiene un año y diez meses de laborar como Psicóloga, en condición de interina y su puesto fue sacado a concurso y, se incluyó su nombre en la nómina para optar por puesto en propiedad. Indica que el día 30 de junio al ser las 8:30 de la mañana recibió una notificación a través de un telegrama de RACSA, donde se le convoca a presentarse  en la Dirección Institucional de Recursos Humanos del Ministerio de Justicia y Paz en San José, ese mismo día a las 7:30 de la mañana, una hora antes  de  cuando  recibió  la  notificación,  para  una  entrevista  de clase profesional de servicio civil 1A, entrevista a la cual se le hace imposible presentarse debido a la notificación tardía de la misma y a la distancia de la que se encontraba del lugar en donde debía presentarse. Por lo anterior, se comunicó con el encargado, que es el encargado de realizar  las entrevistas para ésta nómina, para informarle lo sucedido y él le dice que tiene que reportarlo directamente al Servicio Civil. Por lo dicho, el 1 de julio del 2011 presentó una justificación ante el Servicio Civilexplicando las razones por las cuales no pudo presentarse a la entrevista, a pesar de ello, se le excluyó de la nómina del concurso para el puesto en propiedad sin brindarle explicación alguna y sin tan siquiera contestarle la justificación presentada. Se declara CON LUGAR el recurso. Se apercibe al Director del Área de Reclutamiento y Selección de Personal de la Dirección General de Servicio Civil, conforme lo dispuesto en el artículo 50 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, no volver a incurrir en los actos u omisiones que dieron mérito para acoger este recurso. El Magistrado Rueda Leal lo declara con lugar por razones diferentes. CL
476-12. DESPIDO. SIN OBSERVAR EL DEBIDO PROCESO. SE LE NOTIFICÓ POR EDICTO. El recurrente manifiesta, que desde el treinta de octubre de mil novecientos ochenta labora en dicho Ministerio pero fue despedido del cargo de oficial de   tránsito; sin embargo,  la resolución de despido  no le fue notificada en forma personal,  sino que se publicó un edicto, dado que la autoridad recurrida adujo   que no lo   habían localizado en su casa de habitación. No obstante, explica que los recurridos lesionaron sus derechos fundamentales,   toda   vez que se fijó una segunda audiencia   de recepción de prueba testimonial para las nueve horas del diez de agosto   del dos mil once,   la cual   fue notificada   al testigo ese mismo día   a   las  trece horas y treinta minutos, es decir, cuatro horas y media después de la fecha fijada, por lo que no pudo asistir. Indica    que ambos son testigos claves. Considera que con la actuación descrita se lesionan sus derechos fundamentales. Se declara con lugar el recurso.  Se anula la resolución del Ministro de Obras Públicas y Transportes número No.0001235 de las quince horas y diez minutos del veintiuno de octubre de dos mil once, y se restituye al amparado en el pleno goce de sus derechos. CL
535-12. INTERINO. CESE DE NOMBRAMIENTO SIN OBSERVAR EL DEBIDO PROCESO. El recurrente reclama que fue cesado de su nombramiento que regía hasta  el 31 de diciembre de 2011. Posterior a ello, se le continuó nombrando en sustituciones por vacaciones, incapacidades, permisos, de forma prorrateada en  plazas  de personal de radioterapia, sin  embargo,  el  Director  General  y  la Jefa  del Departamento  de Hemato-Oncología de  ese hospital,  le indicaron que no iban a autorizarle  más ese tipo  de nombramiento  pues  están prohibidos, pese a lo dispuesto en la circular de 01 de noviembre de 2011 de la Gerencia Administrativa en la que se acuerda autorizar por seis meses más, hasta junio de 2012, la figura de prorrateo, lo que estima lesiona sus derechos fundamentales.    Se declara parcialmente con lugar el recurso por violación al principio de debido proceso. Se ordena al Director Médico a.i., a la Jefa del Departamento de Hemato-Oncología a.i. y al Jefe de la Unidad de Gestión de Recursos Humanos, todos    del Hospital México,  comunicar  formalmente  al  amparado  los  motivos de destitución del cargo interino que ocupaba, brindándole la oportunidad de ejercer su derecho de defensa. CL Parcial
736-12. INTERINO.  CESE DE NOMBRAMIENTO EN EL PODER JUDICIAL POR PERDIDA DE PRUEBA PSICOLABORAL.   El  recurrente  manifiesta, que fue cesado de su puesto interino como conductor de detenidos en la Oficina de Liberia, a partir del 15 de enero de 2012. Reclama que lo anterior se produjo sin que se le haya fundamentado a derecho las razones de su cese. En su lugar, únicamente se le indicó que no había aprobado la entrevista psicológica de la prueba de idoneidad (psicolaboral) realizada por el Departamento de Personal del Poder Judicial. Esta Sala resolvió, que de las propias manifestaciones del amparado, se colige que fue cesado por no cumplir los requisitos psicológicos para desempeñarse en su cargo,  en el cual él se encontraba nombrado interinamente. Por lo tanto, al no gozar de  estabilidad plena, no se le quebrantó ningún derecho fundamental. Si se encuentra  disconforme con la medida,  deberá acudir ante la vía de legalidad respectiva, a fin  de plantear allí las gestiones que estime pertinentes para que se resuelva lo que en  derecho corresponda. Se rechaza de plano el recurso. RP
747-12. INCAPACIDAD. PLAZO DE INCAPACIDAD TEMPORAL DEL TRABAJADOR. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 223 capítulo cuarto, 236 y 237 del Código de Trabajo. Las normas se impugnan porque niegan el pago de un subsidio que garantiza el ingreso mínimo vital del trabajador que ha sufrido un riesgo del trabajo, luego de transcurrido el plazo de dos años, aunque esté incapacitado para laborar, lo que en criterio del accionante lesiona los numerales 21 de la Constitución Política, 73 y 74 de la Constitución Política y 22 y 23 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, que tutelan el derecho a la salud y a la seguridad social. Considera que las normas impugnadas lesionan también el derecho al trabajo, establecido en el artículo 56 de la Constitución Política, pues si como resultado del trauma, el trabajador pierde el empleo por la incapacidad de desempeñar las labores para las que fue contratado, y no es candidato a una incapacidad permanente, por no alcanzar el porcentaje mínimo exigido por ley, se le niegan los ingresos indispensables para la subsistencia al vencimiento de un plazo arbitrario, lo que atenta contra su efectiva recuperación pues carece de recursos suficientes para hacer frente a las erogaciones propias y de su familia, y a los gastos que acarrea el proceso de tratamiento y rehabilitación. Señala que las normas cuestionadas lesionan también el numeral 33 de la Constitución Política, en tanto la Sala Constitucional en resolución N.2007-017971 de las 14:51 horas del 12 de diciembre del 2007 declaró la inconstitucionalidad del artículo 9 párrafo tercero del artículo 10 del “Reglamento para el Otorgamiento de Incapacidades y Licencias a los Beneficiarios del Seguro de Salud”, lo que pone en una situación de desigualdad ante la ley, y discrimina a quienes se encuentran sujetos al régimen de riesgos del trabajo. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
267-12. INHABILITACIÓN. TRAMITACIÓN DE OFERTAS EN EL SERVICIO CIVIL. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 9 inciso d) del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil. La norma se impugna porque permite a la Dirección General del Servicio Civil inhabilitar a una persona para ingresar al Servicio Civil, facultad que se convierte en una sanción de carácter punitivo con carácter indefinido impuesta por una autoridad administrativa, la cual además, solo puede decretarse mediante ley, y no a través de un reglamento. Adicionalmente la inhabilitación permanente constituye una sanción perpetua, que además, limita el derecho al trabajo. Se declara parcialmente con lugar la acción y en consecuencia se anula el párrafo segundo del  inciso d) del artículo 9 del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil, Decreto Ejecutivo No. 21 del 14 de diciembre de 1954. En cuanto al primer párrafo, debe el Poder Ejecutivo, en el plazo de tres meses contado a partir de la notificación de esta sentencia, proceder a subsanar la omisión allí contenida, con la finalidad de que establezca los límites al plazo que debe aplicar la Administración para autorizar el reingreso al Servicio Civil, a aquellos funcionarios que hayan sido destituidos de algún puesto dentro del Régimen del Servicio Civil. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese al Poder Ejecutivo. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. CL
448-12. NOMBRAMIENTO. REQUISITOS DE INGRESO AL RÉGIMEN DE SERVICIO CIVIL. Acción de inconstitucionalidad contra artículo 9, inciso d) del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil. La norma impone como requisito de ingreso, no haber sido destituido por infracción de las disposiciones del Estatuto o de los  reglamentos autónomos respectivos en los tres años anteriores a la fecha de ingreso, o en un plazo mayor si a juicio de la Dirección, la gravedad de la falta lo amerita. Estése el accionante a lo resuelto por este Tribunal en la sentencia 2012-000267 de las 15:34 horas del once de enero del dos mil doce. Estése
378-12. NOMBRAMIENTO. REQUISITOS PARA SER JUEZ. Acción de Inconstitucionalidad contra el Artículo 94 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de Costa Rica. La norma impugnada señala que los miembros del Tribunal de Trabajo de Menor Cuantía deberán reunir los mismos requisitos que el juez de menor cuantía. Para ser miembro de los demás  tribunales colegiados se requiere: 2) Tener al menos treinta años de edad. Se rechaza de plano la acción por falta de requisitos de admisibilidad. De todas formas sobre el tema se cita el voto 2204-98. Se rechaza de plano la acción. RP
232-12. SANCIONES. HECHOS GENERADORES DE RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 110 de la Ley Administración Financiera. La norma señala que serán hechos generadores de responsabilidad administrativa, independientemente de la responsabilidad civil o penal a que puedan dar lugar, los mencionados a continuación:  r) Otras conductas u omisiones similares a las anteriores que redunden en disminución, afectación o perjuicio de la Administración Financiera del Estado o sus instituciones. A juicio de la accionante la norma es genérica, ambigua y abierta. Se rechaza la acción por falta de agotamiento de la vía administrativa. Se rechaza de plano la acción. RP
141-12. SANCIÓN. FALTA AL DEBIDO PROCESO EN LA APERTURA DEL PROCEDIMIENTO. Alega la recurrente que no se le notificó la citación a la audiencia oral y privada dentro del procedimiento administrativo instaurado en su contra, razón por la cual no pudo ejercer adecuadamente su derecho de defensa. Según se desprende del conjunto de hechos probados y del informe rendido bajo juramento por la autoridad recurrida,  este Tribunal tiene por demostrado  que a la amparada le fueron notificados, el auto de apertura del procedimiento administrativo. Sin embargo, de la lectura de las resoluciones  de cita, este Tribunal constata la violación a los principios de intimación e imputación de la amparada, toda vez que no se hizo una adecuada exposición de cargos a la recurrente, ya que en dichas resoluciones no se describen en forma precisa, concreta  y clara los hechos  que se le imputan, la actuación u omisión que, a criterio de la recurrida, ha dado pie a la trasgresión de las normas del Reglamento Autónomo de Servicio del Ministerio de Salud. Por otra parte, en la resolución donde se ordena su sanción, se desprende su indebida fundamentación, ya que en ésta tampoco se exponen de manera precisa, clara y concreta  los hechos que permitieron acreditar que la recurrente incurrió en la falta de mediana gravedad que se le imputó. Se declara con lugar el recurso por violación al debido proceso. Se anulan las resoluciones No. OD-RCH-01-2011, No. DRNDI-RCH-OD-004-11 y No. OD-RCH-017-2011, todas correspondientes al procedimiento administrativo disciplinario No. 04-RCH-2011 seguido contra la recurrente sin perjuicio de que la autoridad recurrida pueda substanciar un nuevo procedimiento administrativo, pero con estricto apego a la dimensión constitucional del debido proceso en los términos aquí establecidos. CL
294-12. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. POR NO PAGAR CUOTAS DE COLEGIATURA.  La recurrente  manifiesta, que se inició un procedimiento administrativo en que se le atribuye que no canceló oportunamente las cuotas  mensuales del Colegio de Abogados de Costa Rica, lo que provocó que se le suspendiera en el ejercicio profesional durante el período comprendido entre el ocho de diciembre de dos mil nueve y hasta el veintisiete de de julio de dos mil diez. Que si bien acepta que se encontraba morosa en ese pago, lo cierto es que la imposición de la sanción por parte de la Junta Directiva del Colegio Profesional accionado y el consecuente procedimiento administrativo disciplinario que se tramita ante la Inspección Judicial, deviene en ilegales, por cuanto el artículo 33 de la Ley Orgánica del Colegio de Abogados, dispone un debido proceso que no fue observado en su caso, ya que nunca se le realizó la prevención de pago. Señala la Sala que lo pretendido por la recurrente, es una interpretación jurídica de lo alcances del artículo 33 de la Ley Orgánica del Colegio de Abogados, aspecto que es ajeno a la competencia de esta jurisdicción especializada, puesto que determinar en esta sede si el acto impugnado se encuentra conforme a derecho, si existe o no una desviación de poder, o bien, determinar la autoridad competente para investigar e imponer una sanción, son aspectos que como tales, corresponde analizarse en la sede común.  Se rechaza de plano el recurso. RP

DERECHO PENAL
1230-12. MEDIDAS ALTERNAS. DIRECTRIZ DEL MINISTERIO PÚBLICO. Consulta Judicial Facultativa referente a una Directriz de la Fiscalía de Limón. El despacho consultante solicita a esta Sala que se pronuncie sobre la constitucionalidad de la directriz dictada por el Fiscal Adjunto del Ministerio Público, según la cual los fiscales no pueden dar visto bueno para una medida alterna cuando el imputado es asiduo a cometer delitos. En el caso concreto, consta que la jueza consultante incumplió la prevención que se le formuló, al no haber aportado la directriz en cuestión conforme lo prevenido, no sólo esta Sala no tiene certeza de su existencia, sino que está materialmente imposibilitada para conocer de su contenido concreto y, por ende, está impedida para realizar el examen de constitucionalidad que plantea el órgano jurisdiccional consultante, todo lo cual impone la denegatoria de trámite de esta consulta. Se deniega el trámite a esta consulta.
1126-12. DETENCIÓN.  PARA EFECTOS DE IDENTIFICACIÓN POR PARTE DE LA POLICÍA ADMINISTRATIVA. Los accionantes acusan  lesión  a  su  libertad  de  tránsito  y  libertad  de  culto, pues el diecinueve de enero del dos mil once,  fueron arrestados arbitrariamente por miembros de la Fuerza Pública de Nicoya. Agregan que según se describió, literalmente en la bitácora: “ entra en la móvil  con  los  señores  antes  mencionados  para  investigarlos,  porque aparentemente  ayer  salieron  en canal 7,  vestidos  de  frailes  (sic)  únicamente” La Sala determinó rechazar una supuesta lesión al artículo 75 de la Constitución Política pues se verifica que la causa de la detención de los accionantes se fundamenta en la noticia de su posible participación  en  un  hecho  delictivo,  no  en  sus  creencias  religiosas.  No  existe vinculación  alguna  entre  las convicciones  que profesan  y  el hecho  de haber  sido detenidos para  identificarlos y determinar  su  situación  jurídica. Se declara SIN LUGAR el recurso. SL
1123-12. PRISIÓN PREVENTIVA.  FUNDAMENTO. El  recurrente  acusa  falta  de fundamentación  de  la  resolución  del  juzgado  recurrido  en  la  cual  se  prorrogó  la medida cautelar de prisión preventiva en su contra, pese a no haberse comprobado su responsabilidad  en el accidente investigado, en el que cinco personas murieron como consecuencia de un atropello y otras dos salieron lesionadas. Afirma que un examen  de sangre  arrojó como resultado que  al momento del accidente no estaba bajo los efectos del alcohol. En este acaso, la Sala consideró que la resolución oral del 21 de noviembre de 2011 la cual prorrogó  la medida cautelar de prisión preventiva contra el amparado se encuentra fundamentada,  ya  que  hay  elementos  de  convicción  suficientes  para sostener, razonablemente,  que el imputado es,  con probabilidad, autor o partícipe del hecho punible,  la alta penalidad del delito imputado,  el hecho que escapara del  lugar del acontecimiento,  es    un indicativo  del peligro  de  fuga. Por    ello se  considera que la resolución  está  ajustada  a derecho,    en  tanto  también  justifica procesalmente, el motivo de la necesidad de la medida. Se declara SIN LUGAR el recurso. SL
1146-12. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO.  El recurrente manifiesta que la privación de libertad que sufre es producto de una mala valoración de     la prueba    y    por    ende,    una    mala    aplicación    de    la    sana    crítica racional. La Sala determinó que este Tribunal no constituye una instancia más dentro  del proceso penal,  por  lo que no  le corresponde  analizar los aspectos de legalidad de la resolución del Tribunal Penal de Juicio de San José, el cual  le impuso  al recurrente cuatro  meses    de  prisión preventiva.  Sin embargo, dentro de lo que sí corresponde a este Tribunal es analizar si tal resolución cumple la  exigencia constitucional    de  la  debida  fundamentación,  tal como    lo  prevé  el artículo 20, párrafo 2º de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. En cuanto a este aspecto, de la prueba aportada se extrae que la prisión preventiva del imputado fue adoptada por causa de la evasión procesal del imputado, pues durante la celebración del respectivo juicio oral y público, que se desarrollaba el día 18 de mayo del 2009, pese  haber  sido  citado personalmente    para  que  se presentara    a  la  continuación programada para horas de la tarde, no lo hizo, de manera que se ordenó su rebeldía y generó la nulidad del contradictorio en el estado que se encontraba. Además, en la resolución  impugnada,  el  Tribunal  razonó  y  fundamentó satisfactoriamente  su decisión, al determinar que las circunstancias que sirvieron de base para adoptar la sustitución de la prisión son necesarias para asegurar la presencia del imputado y la realización del juicio, programado para el siete de febrero del dos mil doce. Se declara SIN LUGAR el recurso. SL
1182-12. IMPEDIMENTO DE SALIDA DEL PAÍS. POR NO PAGO DE ACCIÓN CIVIL EN PROCESO PENAL.  Alega el recurrente que a pesar de que existe sentencia firme en contra del amparado, se le ha denegado el permiso de salida del país que solicitó en varias oportunidades bajo el argumento de que se tiene que cancelar la totalidad de la acción civil resarcitoria. Considera que esta situación lesiona los derechos de su patrocinado y le impide de manera ilegítima el ejercicio de su libertad de tránsito para salir del país y por ello pide la estimación del recurso. Indica que en  la sentencia que no hay medidas cautelares  que se mantengan. Se declara con lugar el recurso, en consecuencia, se deja sin efecto el impedimento de salida del país decretado  en contra del amparado  en la resolución del Juzgado de Pavas a las 15:05 hrs. del 18 de febrero del 2005 y se anulan las resoluciones  del Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José dictadas a las diez horas y cuatro minutos del seis de enero del dos mil nueve, de las once horas y treinta y ocho  minutos del veinticinco de octubre del dos mil once y de las  quince horas y nueve minutos del dieciséis de 
diciembre del dos mil once. CL
1209-12. EXTRADICIÓN. PLAZO EXCESIVO DE DETENCIÓN DE EXTRADITABLE.   El recurrente manifestó que se sigue un procedimiento    de   extradición contra el tutelado en el Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial  de San   José, ese proceso de sigue a instancia del gobierno de Guatemala. Explica que en esa resolución se ordenó la detención provisional   del extraditable   por   el  plazo  de 2 meses, a partir de la fecha de su identificación.   Manifiesta   que al  mismo tiempo,   se le  previno al  estado requirente, los documentos y pruebas que justifiquen la extradición. No obstante, se  ordenó  la  prórroga  de  la  prisión preventiva   del extraditable  de forma indefinida, hasta que   se   resolviera su  situación  jurídica. Sobre el tema se cita la sentencia 8486-05, en donde se dijo que la extradición no se requiere fijar un límite temporal sobre la duración de la detención provisional, pues la primera decisión judicial en la que se decreta  la  detención  provisional  mientras  se  cumplen  todos  los requisitos formales para la entrega del extraditable. En virtud de lo anterior, la prórroga de la detención provisional es legítima. Aunado a lo anterior, si se tiene en cuenta que el tutelado ha permanecido poco más de dos meses detenido provisionalmente, el plazo de la medida cautelar se encuentra dentro del tiempo razonable al que ha hecho referencia este Tribunal en reiteradas ocasiones. Bajo esta inteligencia, descarta la Sala que se haya producido el agravio reclamado. Se declara sin lugar el recurso. SL
538-12.  PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO. ADVERTENCIA A JUECES PENALES EN PLAZOS DE LA PRISIÓN PREVENTIVA CUANDO ESTÉN “SUSPENDIDOS”. El recurrente manifiesta que en su  contra,  se   tramita  causa  penal y que la  prisión preventiva se le ha venido extendiendo hasta el once de noviembre pasado, día en que tenía señaladas las dos audiencias para llevar a cabo el juicio oral y público. Indica que el once de julio al ser las ocho horas treinta minutos, el juez determinó que el juicio no se podía llevar  a cabo por cuanto existe una   acción  de inconstitucionalidad en contra del artículo 27 de la Ley de Penalización de la Violencia contra de la Mujer.  Manifiesta que el juez pudo testimoniar piezas para realizar el juicio por los otros dos  delitos y así poder determinar su situación jurídica en relación con su prisión preventiva, ya sea como persona  juzgada, absuelta o  condenada. Afirma que el juez, a petición del Fiscal, prorrogó la prisión preventiva en su contra, sin que en el debate se diera explicación alguna, simplemente se procedió con la prórroga. En este caso, señala la Sala que el tutelado no ha sobrepasado el plazo establecido en el artículo 378 inciso a) del Código Procesal Penal, el cual indica que no puede superar un plazo máximo de 18 meses de prisión preventiva. Se considera prudente que el Tribunal Penal del II Circuito Judicial de Alajuela hubiera dictado la suspensión del debate en los términos en que lo hizo pues estimó que la resolución final que dicte la Sala podría incidir directamente sobre el caso del amparado, actuando además, de conformidad con el artículo 259 inciso a) del Código Procesal Penal. Tal consideración del Tribunal Penal, no puede considerarse lesiva de los derechos fundamentales del amparado sino más bien una garantía a su favor y por tanto, no se estima que lleve razón el recurrente en su alegato.  Debe quedar claro a todos  los jueces del orden jurisdiccional penal que, aunque el artículo 259,  inciso  a),  del  Código  Procesal  Penal  se  refiere  al  término “suspensión” de los plazos de la prisión preventiva, la interpretación conforme al Derecho de la Constitución que propone este Tribunal Constitucional supone que, en todo caso en que esté pendiente la resolución previa de una cuestión de constitucionalidad y se haya dispuesto  la “suspensión” del plazo de la prisión preventiva, todo el plazo durante el cual esté vigente la referida suspensión debe ser, necesariamente, computado  para determinar el plazo máximo ordinario o extraordinario de la prisión preventiva. Cualquier interpretación de los jueces ordinarios en sentido contrario, vulnera la interpretación conforme al parámetro de constitucionalidad que ahora dispone Tribunal.  Se declara sin lugar el recurso.   SL

883-12. IMPUTADO. REMATE DE MADERA DECOMISADA SIN SIQUIERA HABÉRSELE DESIGNADO DEFENSOR PUBLICO PARA EJERCER SU DEFENSA. El recurrente señala que se le sigue causa por infracción a la Ley Forestal ante la jurisdicción de San Ramón, considera que se le está dejando en indefensión puesto que, pese a no haber sido todavía llamado para rendir la declaración de indagatoria, ni habérsele asignado defensor público, el Juzgado recurrido autorizó el remate de una madera de pino que había sido decomisada en su finca, sin previamente notificarle. En este caso se comprueba que al recurrente no le han asignado Defensor Público, porque todavía no se le ha realizado la indagatoria y no se le puede considerar imputado; y dado que cabe dentro de lo establecido en nuestro ordenamiento jurídico que se realice el remate de la madera decomisada en un proceso de infracción a la ley forestal, aún antes de establecerse el responsable, no existe mérito para acoger este recurso, el cual se impone desestimar, tal como en efecto se hace. Se declara SIN lugar el recurso. SL 

827-12. CORRUPCIÓN. SANCIONES POR TRÁFICO DE INFLUENCIAS. Consulta judicial facultativa en relación a la constitucionalidad del artículo 57 de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito, Ley número 8422. En opinión del juez consultante, el numeral en cuestión omite definir de manera clara y precisa cual es la conducta delictiva que sanciona dejando en manos del Juzgador, de manera  indebida,  cuáles  conductas  pueden  ser  consideradas  como constitutivas de delito o no, en detrimento de los principios constitucionales de tipicidad y seguridad jurídica contenidos en el artículo 39 de la Constitución Política. En este caso, señala la Sala que el tipo penal en cuestión se ajusta a la estructura básica que garantiza una definición constitucionalmente aceptable,  pues determina cual es la conducta que configura el delito, el sujeto destinatario, así como la sanción por aplicar. Se evacua  la presente consulta  judicial de constitucionalidad,  en el sentido que el artículo 57 de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito, Ley número 8422,  no infringe  los principios  de legalidad, tipicidad penal y seguridad jurídica y por lo tanto, no es inconstitucional. Evacuada
3-12. DETENCIÓN. SE ANULA SENTENCIA CONDENATORIA Y SE MANTIENE AL IMPUTADO DETENIDO SIN CONSIDERAR MEDIDAS ALTERNATIVAS.  El recurrente demandó la tutela de su derecho a la libertad personal, pues, en su criterio, se le mantuvo ilegítimamente privado de libertad, habida cuenta que el Tribunal de Casación Penal anuló la sentencia condenatoria dictada en su contra, con el agravante que al mantenerse las medidas cautelares alternativas, se le obliga a mantenerse en un centro carcelario para personas sentenciadas, situación que no es su caso. Se declara con lugar el recurso. Se le advierte al Juez del Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica e Integrantes del Tribunal de Apelación de Sentencia del Segundo Circuito Judicial de San José, abstenerse de incurrir, nuevamente, en la conducta que dio mérito a estimar el presente amparo. Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de fundamento a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL
7-12. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO.  Manifiesta el recurrente que en su contra se tramita la causa penal. Acusa que el Tribunal accionado, declaró sin lugar la solicitud de cancelación de medida cautelar de prisión preventiva dictada en su contra, la cual estima carece de fundamentación. Señala la Sala que si el recurrente estima que se ha desatendido la normativa aplicable al caso y se procedió ilegalmente a dictar resoluciones con desapego a lo establecido en el Código Procesal Penal, ello es un reparo que deberá plantear ante las propias autoridades jurisdiccionales recurridas, puesto que esta Sala, como se ha indicado reiteradamente, no es una instancia más en los procesos penales, ni le corresponde sustituir a los jueces en el ejercicio de sus funciones, so pena de incidir indebidamente en el ámbito de competencia de la jurisdicción recurrida, en abierta contradicción con el artículo 153 de la Constitución Política. En razón de lo anterior, las supuestas disconformidades con respecto a las actuaciones realizadas por los jueces competentes en el proceso, hace referencia a un reproche propio de plantearse en la vía correspondiente, mediante los recursos y ante las instancias expresamente previstas al efecto, pero no ante esta jurisdicción especializada. Por todas estas razones, el recurso se desestima. Se declara SIN LUGAR el recurso. SL
12-12. DEFENSA. SE LE OTORGÓ PLAZO DE TRES HORAS PARA REFERIRSE A SOLICITUD DE PRÓRROGA DE PRISIÓN.  El recurrente demandó el amparo de los derecho a la libertad personal y defensa de su defendido, pues, en su criterio, el plazo de tres horas que se le otorgó en la resolución de las 11:30 hrs. de 28 de noviembre de 2011, para referirse a la solicitud de prórroga de la prisión preventiva decretada contra los encartados, le impidió ejercer de forma efectiva la defensa de su patrocinado, e influyó en la prisión preventiva que de forma ilegítima se le impuso.  Señala la Sala que pese a lo alegado en este particular, no consta idónea y fehacientemente que el recurrente le haya informado al Tribunal recurrido que existiera una causa justificable que le impidiera ejercer la defensa técnica y material de su representado. Por el contrario, consta que dentro del plazo que se le concedió, contestó esa audiencia y ofreció una caución real hipotecaria para sustituir la prisión preventiva y mantener al tutelado sujeto al proceso penal que se sigue en su contra. En este sentido, no se puede obviar que por la forma como está estructurado el proceso penal (de corte acusatorio con el fortalecimiento del principio de contradictorio, de oralidad, publicidad, inmediación, libre convicción en la apreciación de la prueba respecto a las reglas de la sana crítica, igualdad de oportunidades), es importantísima la participación activa del defensor, en tanto demanda una verdadera asistencia técnica y con mucho más dinamismo que en el sistema anterior, lo que resulta consecuente con los deberes de información, asesoría, acercamiento, comunicación constante y representación del imputado, que integran la defensa, de ahí que no basta con, simplemente, alegar que el plazo le impidió alegar cambios de circunstancias en el proceso, puesto, que sería aceptar que desconoce el proceso que se sigue en contra de su defendido y que no tiene ninguna estrategia para la tutela de sus intereses, máxime encontrándose próximo el vencimiento de la medida cautelar. Bajo esta inteligencia, descarta este Tribunal que se hayan producido los agravios reclamados. Se declara sin lugar el recurso. SL
58-12. JUEZ. PARTICIPACIÓN DE UN MISMO JUEZ EN DIFERENTES ETAPAS. El recurrente alega la violación del principio de imparcialidad, porque una de las Jueces integrantes del Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José no debió haber resuelto la apelación planteada contra la prórroga de la prisión preventiva del imputado, por haber participado, anteriormente, en el proceso penal, al haber declarado inadmisible otro recurso de apelación que, en su momento, fue planteado por la defensa en contra de la prisión preventiva. Reprocha, además, que tampoco debió haber emitido el voto por el que declaró inadmisible el recurso de revocatoria interpuesto por la defensa. En este caso, señala la Sala que la situación, no implica, como pretende hacerlo ver el recurrente, una violación del principio de imparcialidad, en vista de que la participación de la Juzgadora se limitó a la admisibilidad del recurso de apelación, sin entrar, en ningún momento, a valorar si concurrían o no, los presupuestos materiales para dictar o mantener la prisión preventiva. Posteriormente, en virtud de otro recurso de apelación planteado en contra de la prórroga de la cautela, esa Jueza valoró los agravios planteados por la defensa en cuanto a que la resolución del a quo no estaba debidamente motivada, disponiendo rechazar la impugnación. Esto, en modo alguno, implica un “adelanto de criterio” como sostiene el actor. De otra parte, en el presente asunto, ni siquiera se puede vislumbrar la participación de la referida jueza en la integración del Tribunal que, eventualmente, podría conocer sobre el fondo de la causa penal, por lo que no se está ante una amenaza efectiva al principio de comentario.  En forma accesoria, el recurrente manifestó su disconformidad con los argumentos dados para sostener y confirmar la prórroga de la prisión preventiva del imputado. Sin embargo, debe tenerse presente que una cosa es la falta de motivación, extremo que tratándose de resoluciones que imponen, prorroguen o confirmen la prisión preventiva debe ser tutelado en esta vía a través del proceso de habeas corpus y, otra muy distinta, que no se compartan los argumentos vertidos por las autoridades jurisdiccionales para justificar esa medida, aspecto este último que deberá ser discutido en la propia sede penal a través de los recursos que establece la ley. Se declara sin lugar el recurso.  SL
74-12. TRADUCTOR. DENEGADO NOMBRAMIENTO DE DEFENSOR PÚBLICO Y TRADUCTOR CAUSA INDEFENSIÓN.  El recurrente acusa la violación, en perjuicio de los amparados, pues fue detenido y llevado -estima él que de manera ilegal- ante los Tribunales de Justicia de Filadelfia a fin de declarar, sin contar con un traductor, lo cual lo puso en estado de indefensión. Además de la falta de nombramiento de traductor, acusa que se le ha negado su derecho a nombrar un defensor público en las causas seguidas en su contra. Agrega que las autoridades judiciales que llevan sus asuntos han cometido una serie de errores, han mostrado parcialidad y cometido incontables violaciones a las leyes, códigos procesales y procesos costarricenses, razón por la cual pretende un "cambio de jurisdicción", ya que al ser un "cliente frecuente" se le ha encasillado como el "malo de la cuadra", por lo que considera que procede una recusación de las autoridades involucradas en sus casos.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso.  La Magistrada Calzada Miranda y el Magistrado Armijo Sancho, salvan el voto y declaran con lugar el recurso, únicamente en cuanto a la falta de nombramiento de traductor.  SL
124-12.  APELACIONES. SE ACUSA QUE LA OMISIÓN EN APLICAR NUEVA LEY DE APELACIONES (8837) CAUSA INDEFENSIÓN A IMPUTADOS.  Los recurrentes  manifiestan que se encuentran privados de libertad y recluidos en el CAI La Reforma al existir sentencia firme en su contra. Consideran que su caso debe retrotraerse al nuevo Tribunal de Apelaciones, ya que este es el garante del recurso que establece el artículo 8.2 h de la Convención Americana de Derechos Humanos. En este caso, la Sala resolvió, que del propio escrito de interposición se desprende que lo pretendido por los recurrentes es que se remita su causa al nuevo Tribunal de Apelaciones en materia penal, ya que en el momento de su condena no les fue aplicada dicha garantía al no estar vigente la Ley 8837. En ese orden de ideas, lo aducido por los recurrentes, no es materia revisable por medio de la vía especializada del hábeas corpus, pues no implica un problema de constitucionalidad sino una discusión de legalidad ordinaria que, como tal, debe ser alegada y resuelta ante las instancias competentes de la jurisdicción penal. Por ello, será en el propio proceso penal que se tramitó en contra de los amparados, donde deberán alegar los hechos objeto de este recurso, para a lo que en derecho corresponda resolver, esto debido a que la Ley 8837 en su Transitorio III es clara al indicar el procedimiento a seguir en los casos en que exista una sentencia firme y se haya alegado vulneración del artículo 8.2 h de la Convención Americana de Derechos Humanos. Se rechaza por el fondo el recurso.   RF

290-12 DETENCIÓN. CON ORDEN DE CAPTURA EMITIDA EN  PROCESO PENAL TERMINADO.  El recurrente adujo que, en su contra se tramitó, ante el Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, la causa penal, por la supuesta comisión del delito de abuso de autoridad, de la cual fue absuelto de toda pena y responsabilidad; no obstante, fue nuevamente capturado y recluido en las celdas del Organismo de Investigación Judicial de Corredores, con sustento en la orden de captura emitida desde el año 2007. Reclamó que, inclusive, por ser día domingo, su situación jurídica fue resuelta por el Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, hasta el día siguiente. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Jueza Coordinadora del Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, que se abstenga de incurrir, nuevamente, en los hechos que dieron mérito a la presente estimatoria. CL

293-12. PRISIÓN PREVENTIVA.  PRORROGA SIN CELEBRARSE AUDIENCIA ORAL CAUSA INDEFENSIÓN AL IMPUTADO.  En este caso se reclama que el Tribunal recurrido prorrogó la prisión preventiva impuesta a los amparados hasta el catorce de febrero de dos mil doce, sin celebrarse audiencia oral para escuchar la solicitud del Ministerio Público y atender la posición de la defensa técnica y material; lo que estiman violatorio del derecho de defensa. Se declara parcialmente con lugar el recurso por violación al derecho de defensa, únicamente en cuanto se dirige contra el TRIBUNAL DE JUICIO DE SANTA  CRUZ DE GUANACASTE sin ordenar la libertad de los tutelados. Se ordena a la Jueza de Tribunal del Segundo Circuito Judicial, programar y celebrar de inmediato la vista oral correspondiente a la solicitud de prórroga de la medida cautelar de prisión preventiva solicitada por el Ministerio Público en contra de los amparados. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

309-12. DIPLOMÁTICO.  IMPROCEDENCIA DE PROCESO PENAL CONTRA DIPLOMÁTICA DE UNA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL (OEA).   El recurrente manifiesta, que la amparada enfrenta un proceso penal por el delito de lesiones culposas, tramitado ante las autoridades judiciales accionados. Refiere que su representada cuenta con el fuero o inmunidad diplomática, en razón de ser agente diplomático acreditada ante Costa Rica como funcionaria de la Organización de Estados Americanos, de ahí que no se puede iniciar una acción penal en contra de ella, según lo dispone el inciso 1) del artículo 16 del Código Penal. Señala que el Ministerio Público solicitó la desestimación de la causa seguida en contra de su defendida. Sin embargo, en lo que considera es trato irregular y poco objetivo, los recurridos dispusieron continuar con la tramitación de esa causa penal, convocando a las partes audiencia programada para el veintitrés de enero dos mil doce.  En este caso, señala la Sala que la disconformidad del recurrente, es un aspecto ajeno al ámbito de competencia de este Tribunal, toda vez que no involucra lesión a derecho fundamental alguno. Así las cosas, podrá el petente -si bien lo tiene plantear dichos extremos ante la sede penal correspondiente, a efecto de que resuelva lo procedente. Se rechaza de plano el recurso.  RP

314-12. PRISIÓN PREVENTIVA. FALTA DE FUNDAMENTACIÓN EN PRORROGA DE MEDIDA CAUTELAR POR DELITO COMETIDO EN FLAGRANCIA. El recurrente manifiesta, que contra el amparado,  se sigue causa penal por el Delito de Robo Agravado en perjuicio del Instituto Costarricense de Electricidad. Afirma que en la audiencia para prorrogar la prisión preventiva no fueron debidamente demostrados los peligros procesales alegados, pues el amparado contaba con arraigo familiar, domiciliar, habitacional y laboral. El petente se encuentra inconforme porque el Juzgado accionado decidió prorrogar la prisión preventiva del amparado, únicamente, con fundamento en su alegada flagrancia. Alega el recurrente que este proceder es arbitrario, ya que la flagrancia, por sí sola, no es suficiente para justificar la privación de libertad acordada. En este caso, señala la Sala que consta en el video de la audiencia que el Juez Penal de Cañas, detalló los elementos probatorios que permitían presumir la participación del amparado en los hechos que se le endilgaban. Además, en cuanto a los peligros procesales, el juzgador valoró el peligro de fuga, tanto por la alta penalidad del delito de Robo Agravado que se les achacaba a los imputados -el cual es reprimido con una pena privativa de libertad de 5 a 15 años de Prisión-, como por la magnitud del daño causado, que por un lado representaba un perjuicio económico de aproximadamente cinco millones de colones en daños materiales para el Instituto Costarricense de Electricidad, y por el otro la interrupción del servicio para 600 clientes de telefonía y 24,000 clientes de Internet. En este sentido, el Juez adujo que de haberse producido una emergencia, ninguna de esas personas hubiera podido emplear el servicio para llamar por ayuda. Asimismo, aunque aceptó que podía descartarse como peligro procesal la falta de arraigo familiar o laboral, adujo que persistía el peligro de flagrancia establecido en el inciso a) del artículo 239 bis del Código Procesal Penal, en conjunto con el numeral 236 del mismo cuerpo normativo. Esta resolución fue posteriormente confirmada por el Tribunal de Apelaciones de Cañas, al razonarse que los peligros procesales invocados subsistían y justificaban su privación de libertad, máxime que en el momento de su detención, los imputados habían tratado de huir. Se declara SIN LUGAR el recurso.  SL

DERECHO TRIBUTARIO
1129-12. PERSONAS JURÍDICAS. IMPOSICIÓN DE CANON SEGÚN LEY 9024.  La recurrente estima  que  se  violenta  el  principio  de  igualdad  porque  mientras  la actividad  económica  que  realiza  le  da ingresos  brutos    anuales  de  14 millones  de colones,  un  gran contribuyente recibe  ingresos  brutos  muy superiores,  pero  debe  pagar el mismo monto del impuesto; es decir, no es proporcional a los ingresos y no se puede deducir    del impuesto sobre  la  renta;  lo que  significa tener que pagar  un impuesto sobre  otro,    ya  que constituye    una  disminución  de  las  utilidades  de  la empresa y si no se paga, el Registro aplicará sanciones. La Sala determinó que debe establecerse como tesis de principio que el impuesto a las personas jurídicas no grava su renta, ni su propiedad, sino su existencia misma; con  lo  cual,  no  es  de recibo  el argumento  de  la recurrente cuando  afirma que  se cobra dos veces un impuesto, o que se cobra un impuesto sobre el otro.  Lo cierto es que los grandes contribuyentes pagan impuesto sobre sus rentas de conformidad con  sus ingresos, al  igual que  la recurrente  también  lo hace.  Materia aparte es  que  el  nuevo impuesto grave  a  la persona  jurídica por  el solo hecho  de serlo, lo cual es cosa  diversa  de  su  giro  comercial  y  si  el  legislador  ha establecido montos diferenciados del impuesto según cada sociedad esté activa o inactiva, es porque así  puede establecerlo en uso de su potestad de imperio y en aplicación de un criterio de razonabilidad y de  justicia impositiva, pues de manera objetiva se entiende que las sociedades activas generan ingresos y pueden hacer frente al impuesto; en el mismo orden de ideas, el artículo 8 de  la Ley 9024 exonera del pago e dicho impuesto a las  micro  y  pequeñas  empresas  que  cumplan  los  requisitos establecidos. Se rechaza por el fondo el recurso. El Magistrado Armijo Sancho pone nota.  RF
DERECHOS DE LOS EXTRANJEROS

1172-12. MIGRACIÓN. NIEGAN VISA A MENOR DE EDAD DE NACIONALIDAD COLOMBIANA PARA VISITAR PADRE COSTARRICENSE.  El recurrente manifiesta su inconformidad por cuanto el amparado solicitó visa de ingreso para su hijo menor de edad al Cónsul de Costa Rica en la Republica de Colombia, por ser de esa nacionalidad, sin embargo,  se la denegó en forma arbitraria. Agrega que tal acto carece de toda motivación y -a su juicio- lesiona los derechos fundamentales del menor amparado.  En este caso, señala la Sala que con vista en el informe rendido por la autoridad accionada, el Consulado de Costa Rica en Colombia denegó la visa de turista al amparado debido a que no logró comprobar los medios económicos para subsistir durante su permanencia en el país. La madre del amparado presentó saldos negativos en la cuenta durante los meses de noviembre y diciembre de 2011, de manera que dicha denegatoria se basó en lo dispuesto en el artículo 28, inciso 4) del Reglamento para el Otorgamiento de Visas de Ingreso a Costa Rica. No obstante, el Consulado de Costa Rica en Bogotá le dio la oportunidad a la solicitante de que aportara documentos adicionales para que demostrara los medios económicos para garantizar la subsistencia del menor en Costa Rica, sin que lo haya hecho, por lo que no se acredita que la decisión recurrida sea lesiva de los derechos fundamentales del amparado. La decisión se tomó protegiendo el derecho del menor a una vida sana e integridad física, que se verían amenazados si la persona responsable de brindar sustento no cuenta con los recursos necesarios para garantizar su subsistencia. En cuanto a que el recurrente es el padre del menor de edad y de nacionalidad costarricense, por lo que tiene derecho a que su hijo venga a visitarlo, se debe indicar que el padre tiene doble nacionalidad por lo que puede ir a visitar a su hijo a Colombia en cualquier momento, ya que no tiene restricción alguna para salir e ingresar del país. En virtud de las anteriores consideraciones, lo procedente es declarar sin lugar el presente recurso.  SL
FAMILIA
578-12. MENORES DE EDAD. NIEGAN A LA MADRE ACCESO A EXPEDIENTE.  El   recurrente alega que el 18 de noviembre de 2011, las menores amparadas no regresaron de la escuela a su vivienda, por lo que se apersonó a la escuela y el Director le indicó que sus hijas se encontraban bajo tutela del  Patronato Nacional de la Infancia. Pese a que se apersonó en las oficinas de la sucursal del PANI en Tibás, los funcionarios no le brindaron ninguna información ni tuvo acceso al expediente administrativo.    Se declara  con lugar el recurso únicamente por la violación al artículo 39 de la Constitución Política. En los demás extremos se declara sin lugar. CL
134-12. RECONOCIMIENTO. HIJOS DENTRO DEL MATRIMONIO. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 53 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones. No se admitirá declaración en contrario respecto del hijo nacido durante el matrimonio, o en tiempo en que legalmente debe reputarse como nacido dentro de aquél. Se acusa que existen muchos requisitos para declarar un hijo que nació dentro de una relación de matrimonio, donde el padre no es el esposo de la madre, lo que considera el accionante violatorio a los derechos del niño de saber quien es su padre. Se rechaza por falta de requisitos de forma y se indica que de todas formas la Sala y se pronunció sobre el tema en los votos 11158-07 y 13583-07. Se rechaza de plano la acción. RP
748-12. PASAPORTE DIPLOMÁTICO. REGLAS PARA EL OTORGAMIENTO A LOS CONVIVIENTES DE HECHO. Acción de Inconstitucionalidad contra de los Artículos 1 inciso 15 y 2 inciso 1 de la Ley Número 7411, que es Ley Reguladora del Otorgamiento de Pasaportes Diplomáticos y Servicio y 5 del Reglamento de Traslado y Menaje de Casa y Pasajes de los Funcionarios Acreditados en el Servicio Exterior. Las normas se impugnan en cuanto excluyen al conviviente de hecho como beneficiario para obtener pasaporte diplomático, pasajes y traslado de menaje de casa, pese a que las uniones de hecho cumplen funciones familiares iguales a las del matrimonio. La recurrente estima que las normas impugnadas son contrarios a los principios de igualdad y de protección especial de la familia reconocidos en los  artículos 33 y 51 de la Constitución Política. Se declara que los artículos 2 inciso 1) de la ley número 7411 citada, así como el 5 del Reglamento de Traslado de Menaje de Casa y Pasajes a los Funcionarios Acreditados en el Servicio Exterior emitido por la Contraloría General de la República son constitucionales siempre y cuando se interprete que los beneficios allí reconocidos a los cónyuges, no son exclusivos de éstos, sino que también son aplicables a las personas en unión de hecho, siempre que ésta reúna todas las condiciones establecidas en el Código de Familia, y haya sido reconocida jurídicamente por el juez competente a través del procedimiento establecido  en dicho cuerpo legal. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese al Poder Ejecutivo y a la Contraloría General de La República. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. La Magistrada Calzada coincide con el voto de mayoría, en cuanto realiza una interpretación conforme de las normas impugnadas equiparando los beneficios a la unión de hecho al matrimonio; sin embargo, difiere en cuanto a la necesidad del reconocimiento judicial de dicha unión, por cuanto el artículo 242 y siguientes del Código de Familia, hacen referencia a dicho proceso de reconocimiento únicamente para efectos patrimoniales, no para el fin que la accionante busca con la acción de inconstitucionalidad, que es el reconocimiento de los beneficios contemplados en las normas impugnadas, el cual requiere solamente un procedimiento administrativo. SL (INTERPRETACIÓN)
DERECHO CIVIL

359-12. INTERVENCIÓN JUDICIAL. PROCESO DE ADMINISTRACIÓN Y REORGANIZACIÓN DE LA EMPRESA. Acción de Inconstitucionalidad contra del párrafo primero del artículo 709; el párrafo primero del artículo 724, y el párrafo tercero del inciso 3) del mismo artículo 724; y los artículos 731 y 732, todos del Código Procesal Civil. Los accionantes estiman que las normas impugnadas, establecen una prohibición  irracional, desproporcionada   y  violatoria  del  artículo 41  de  la Constitución Política, en cuanto impide que una persona física o jurídica pueda someterse a un Proceso de Administración por Intervención Judicial si ya se ha acogido previamente a un Convenio Preventivo. Sobre el tema, se citan los votos 8329-99 y 9453-99 y con base en estos antecedentes se rechaza por el fondo la acción. Se rechaza por el fondo la acción. RF 
360-12. INTERVENCIÓN JUDICIAL. PROCESO DE ADMINISTRACIÓN Y REORGANIZACIÓN DE LA EMPRESA. Acción de Inconstitucionalidad contra el Párrafo Primero del Artículo 709 del Código Procesal Civil. Los accionantes estiman que las normas impugnadas, establecen una prohibición  irracional, desproporcionada   y  violatoria  del  artículo 41  de  la Constitución Política, en cuanto impide que una persona física o jurídica pueda someterse a un Proceso de Administración por Intervención Judicial si ya se ha acogido previamente a un Convenio Preventivo. Sobre el tema, se citan los votos 8329-99 y 9453-99 y con base en estos antecedentes se rechaza por el fondo la acción. Se rechaza por el fondo la acción. RF 
LIBERTAD DE PRENSA
592-12. RECTIFICACIÓN Y RESPUESTA. NEGATIVA PUBLICAR ACLARACIÓN DE EMPRESARIO POR NOTA PUBLICADA EN LA QUE SE UTILIZO FOTOGRAFÍA.  La recurrente reclama la violación de sus derechos fundamentales, por la negativa de las autoridades  de la empresa Grupo Nación GN, Sociedad Anónima, de publicar la aclaración solicitada, con respecto a la nota publicada en que se utiliza una fotografía de su negocio para ilustrar una nota denominada "MEIC detecta irregularidades  en  venta  de  carnes  y  pescado". En este caso consta, que la fotografía utilizada para ilustrar el reportaje, a diferencia de lo que alega el actor,  no hace ninguna referencia ni mención alguna a su negocio, bien sea por su nombre o por otros elementos de los que se pueda derivar inconfundiblemente que se refiera a ella, de ahí que no se aprecia en el caso presente ninguna situación ilegítima que 
viole o afecte los derechos protegidos  en los artículos 29 de la Constitución Política y 14 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. En todo caso, se publicó, la aclaración solicitada por el promovente. Se declarara sin lugar el recurso.  SL
226-12. IMAGEN. PUBLICACIÓN DE FOTOGRAFÍA EN DIARIO DE CIRCULACIÓN NACIONAL. El recurrente alega que el Periódico La Extra publicó una fotografía de la amparada, sin que mediara su consentimiento, lo cual considera lesiona no solo su derecho a imagen sino que constituye una amenaza a su vida. En este caso, señala la Sala que la fotografía es una reproducción de la imagen de la persona, que, dentro de los atributos esenciales de la personalidad, constituye un derecho fundamental. Este derecho, sin embargo, no es absoluto y encuentra ciertas excepciones cuando estén comprometidos fines igualmente esenciales de la sociedad. En este caso, consta que de la nota publicada en el Diario Extra, se identifica sólo parcialmente a la amparada. Asimismo, el periódico recurrido no hizo una referencia directa a sus datos. Por otra parte, la nota en cuestión se encuentra revestida de un claro interés público, por tratarse de un tema que atañe a la comunidad (la venta de la lotería navideña). Finalmente, no consta que la amparada haya presentado al respecto algún reclamo o queja en la Dirección del periódico. De tal forma, no se aprecia ninguna violación constitucional en la publicación de referencia, dado que no se acreditó que la inclusión de la imagen de la amparada se haya producido sin su consentimiento y además, se trata de una persona mayor de edad que encontraba en un lugar público, por lo que toda inconformidad respecto a dicha publicación se encuentra fuera del ámbito de competencias de esta jurisdicción. Se declara sin lugar el recurso. SL

LIBERTAD DE TRANSITO

129-12. MULTAS. SANCIÓN POR IRRESPETO A LAS SEÑALAS FIJAS, LÍMITES DE VELOCIDAD O INDICACIONES DE LA AUTORIDAD DE TRÁNSITO. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 131 inciso b) de la Ley de Tránsito número 7331 del 13-04-1993. La norma señala se impondrá una multa de un setenta y cinco por ciento (75%) de un salario base mensual correspondiente al “Auxiliar administrativo 1”, que aparece en la relación de puestos del Poder Judicial, de conformidad con la Ley del presupuesto ordinario de la República, aprobada en el mes de noviembre anterior a la fecha en que se cometa la infracción de tránsito, sin perjuicio de las sanciones conexas: b)
A quien irrespete las señales de tránsito fijas, incluso los límites de velocidad o las indicaciones de la autoridad de tránsito, en contravención de los artículos 79, 83 y 116 de esta Ley, normas que establecen los deberes de acatar las indicaciones verbales o escritas de las autoridades de tránsito, el señalamiento vertical y horizontal, incluso el que comprende los límites de velocidad; la prohibición de pasar sobre las islas canalizadoras o de adelantar por el carril izquierdo de la carretera demarcada con línea continua en el centro. Se exceptúan los casos considerados en el artículo 107 y en los incisos ch) y d) del artículo 83 de esta Ley, que se resolverán de acuerdo con lo que determinan dichos numerales. Sostiene el accionante que dicha norma es violatoria de los principios de igualdad, razonabilidad, proporcionalidad y justicia. Señala que el monto de la multa prevista, se encuentra divorciado de la realidad económica del país. Se declara con lugar. En consecuencia se declara inconstitucional y se anula el monto de multa establecido en el artículo 131 de la Ley de Tránsito número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y cuatro y sus reformas, concreta y específicamente en la parte que se dirige a sancionar la infracción a las señales de tránsito fijas que establecen límites de velocidad y que se encuentra descrita en el inciso b) del citado artículo 131 legal. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de este pronunciamiento en los siguientes sentidos: a) se tiene por vigente el monto de la multa que se aplicaba antes del establecimiento del monto de multa que aquí se anula; y b) para el caso de aquellas multas que se hubiesen pagado, y cuyos actos estén firmes en sede administrativa y judicial, el Estado no está en obligación de repetir lo pagado a consecuencia de esta declaratoria de inconstitucionalidad.- Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.- Los Magistrados Mora Mora y Abdelnour Granados salvan el voto y declaran sin lugar la acción. CL
149-12. MULTAS. SANCIONES POR CONDUCCIÓN TEMERARIA. Acción de Inconstitucionalidad contra de los Artículos 70 bis inciso  a, 130, 153 y 155 bis Ley de Tránsito Por Vías Públicas. Se acusa que por conducción temeraria impuesta mediante una boleta de citación, confeccionada por un oficial de tránsito, se le imponen con base en las normas impugnadas, 11 sanciones por la misma conducta. La acción se rechaza porque el recurrente carece de legitimación activa. Se rechaza de plano la acción. RP
247-12. OBLIGACIONES PENDIENTES. CERTIFICACIONES QUE EMITE CONAVI SOBRE VEHÍCULOS. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 221 de la Ley de Tránsito. La norma señala que  todo propietario o interesado deberá cancelar todas las obligaciones pendientes que, a la fecha, aparezcan a su nombre, como multas, gravámenes o anotaciones, establecidas en esta Ley, además de impuestos, seguro obligatorio de vehículos y derechos, para realizar inscripciones, reinscripciones, desinscripciones, inscripción de gravámenes, etc. Quedan igualmente obligados a tal cancelación, los propietarios de vehículos destinados al transporte público, cuando se trate de gestiones referentes a concesiones, permisos, exoneración de impuestos, trámites ante la Comisión Técnica de Transportes y otros. Se acusa que COSEVI interpreta que para emitir  una certificación que un vehículo está al día en sus deudas, todos los vehículos del mismo propietario deben estar igualmente al día en el pago de sus obligaciones. Se rechaza porque la acción no cumple los requisitos de admisibilidad establecidos en la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Se rechaza de plano el recurso. RP
430-12. MULTAS. POR MAL ESTACIONAMIENTO. Acción de Inconstitucionalidad contra el Artículo 133, Inciso H de la Ley de Tránsito por vías Públicas  Terrestres N° 7331. La norma señala que se impondrá una multa de un cuarenta por ciento (40%) de un salario base mensual, correspondiente al “Auxiliar administrativo 1” que aparece en la relación de puestos del Poder Judicial, de conformidad con la Ley del presupuesto ordinario de la República, aprobada en el mes de noviembre anterior a la fecha en que se cometa la infracción de tránsito, sin perjuicio de las sanciones conexas: h) A quien se estacione en contra de lo dispuesto en los incisos b), c), ch), d), e), f), g), h) e i) del artículo 96 de esta Ley. La misma sanción se impondrá al propietario o, en ausencia de este, al gerente o administrador del establecimiento público o privado que infrinja lo dispuesto por el inciso i) del artículo 96 de la presente Ley. Se acusa que la norma no es razonable ni proporcionada. Se rechaza por no cumplir los requisitos para su admisibilidad establecidos en la Ley de la Jurisdicción Constitucional. RP
471-12. MULTAS. POR IRRESPETAR LÍMITES DE VELOCIDAD. Acción de Inconstitucionalidad contra inciso B) del Artículo 131 b de la Ley de Tránsito por Vías Terrestres 7331 13-04-1994 y sus Reformas. La norma impugnada señala que se impondrá una multa de un setenta y cinco por ciento (75%) de un salario base mensual correspondiente al “Auxiliar administrativo 1”, que aparece en la relación de puestos del Poder Judicial, de conformidad con la Ley del presupuesto ordinario de la República, aprobada en el mes de noviembre anterior a la fecha en que se cometa la infracción de tránsito, sin perjuicio de las sanciones conexas: b)A quien irrespete las señales de tránsito fijas, incluso los límites de velocidad o las indicaciones de la autoridad de tránsito, en contravención de los artículos 79, 83 y 116 de esta Ley, normas que establecen los deberes de acatar las indicaciones verbales o escritas de las autoridades de tránsito, el señalamiento vertical y horizontal, incluso el que comprende los límites de velocidad; la prohibición de pasar sobre las islas canalizadoras o de adelantar por el carril izquierdo de la carretera demarcada con línea continua en el centro. Se exceptúan los casos considerados en el artículo 107 y en los incisos ch) y d) del artículo 83 de esta Ley, que se resolverán de acuerdo con lo que determinan dichos numerales.  Estése el accionante a lo resuelto por esta Sala en sentencia número 2012-000129 de las catorce horas treinta minutos del once de enero del dos mil doce. Estése
169-12. MARCHAMO. COBRO DE BOLETAS SIN QUE CONSTE QUE LAS  HAYA FIRMADO. El recurrente alega que el 15 de octubre de 2011, se le confeccionó un parte de tránsito por el polarizado de su vehículo; sin embargo, el 19 de noviembre siguiente, consultó los partes a fin de pagar su marchamo, y se encontró con que ese mismo 15 de octubre, se le habían confeccionado 5 boletas de citación más, además de la que había firmado por el polarizado, las cuales no estaban firmadas pues se le confeccionaron cuando ya se había retirado del lugar, lo cual estima lesivo a su derecho de defensa y debido proceso. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora Ejecutiva y Jefe de la Unidad de Impugnaciones de Boletas de Citación, ambos del Consejo de Seguridad Vial, que dispongan lo que esté dentro del ámbito de sus competencias para que de inmediato se le conceda al amparado el plazo correspondiente para impugnar las boletas de citación número 2011-224500615, 2011-224500616, 2011-224500617, 2011-224500618, 2011-224500619, y 2011-224500620, y se le indique el órgano ante quien debe impugnarlas. CL
1231-12. PARTES. POR SERVICIO SIN PERMISOS (PORTEO). Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 130 Inciso C de la Ley de Tránsito Por Vías Públicas Terrestres. Las normas impugnadas prohíben el transporte de personas en vehículos particulares, sin contar con el permiso para transporte de servicio público, las cuales se imponen sin debido proceso y con violación al derecho de propiedad privada. En este caso, se hizo una prevención a la parte recurrente para que cumpliera con ciertos requisitos de la acción y no la cumplió, por lo que de conformidad con el artículo 80 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional se deniega el trámite de la acción. Se deniega el trámite a esta acción. 
MINORIAS
455-12. DISCAPACIDAD.  SE ORDENA AVIACIÓN CIVIL ENCONTRAR SOLUCIÓN EN EL ABORDAJE DE PASAJEROS CON ALGUNA DISCAPACIDAD. El recurrente acusa que el Aeropuerto Juan Santamaría no cuenta con facilidades para que  personas  con capacidades  físicas limitadas aborden  aviones desde terminales remotas, por lo que el 31 de julio de 2011, una persona con muletas, debió abordar un avión con gran riesgo y dificultad y posteriormente, el capitán ordenó que debía bajar del avión. En este caso, para este Tribunal no cabe duda que la falta de mecanismos que hagan accesible  para los pasajeros  con movilidad reducida el abordaje y desabordaje  de aeronaves,  desde una terminal remota, lesiona los derechos  fundamentales  de  estas  personas.  Independientemente  de  las circunstancias que se presentaron  en el caso concreto,  es reprobable  que el Aeropuerto Internacional Juan Santamaría no haya solucionado   esta falta, que ha provocado varios inconvenientes. La solución alterna de avisar, con anticipación, que una persona con discapacidad abordará el avión, no es una viable a largo plazo, pues crea una diferencia discriminatoria en contra de un grupo. Es aceptable como medida temporal, pero ya se ha prolongado por varios años. El gestor interesado insiste en que no es su función proveer de tales mecanismos; de su parte, la empresa aeronáutica sostiene que tampoco le corresponde. Este Tribunal no es la sede para dirimir este conflicto. En todo caso, el mismo Consejo de Aviación Civil ya asumió esa responsabilidad al promover directamente una licitación con el fin de adquirir vehículos de abordaje para pasajeros minusválidos. La Administración debió, en su momento, al formular los contratos respectivos, prever el problema y disponer lo necesario para que no se presentara. Por no haberlo hecho y no haber encontrado, posteriormente, la solución definitiva,   este recurso debe declararse con lugar.  En cuanto a la orden del capitán para que el pasajero bajara del avión porque estaba muy alterado, el problema en todo caso, lo que suscitó la dificultad en el abordaje por una terminal remota y no los protocolos para estas situaciones. Se declara parcialmente con lugar el recurso únicamente contra el Consejo Técnico de Aviación Civil. En todo lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial 

494-12. DISCAPACIDAD.  SISTEMA 911 NO CUENTA CON UN SISTEMA PARA ATENDER A LA POBLACIÓN CON DISCAPACIDAD AUDITIVA.  El recurrente manifiesta  que  el Instituto Costarricense de Electricidad y   la Dirección del Sistema de Emergencias 911 han omitido prever   el acceso   a dicho servicio en condiciones   de   igualdad  para   toda   la población  que   habita   en  Costa  Rica, específicamente  para  las  personas  con discapacidad    auditiva,  lo  cual  pone  en riesgo su vida, por  cuanto el sistema en mención no cuenta con un mecanismo útil para   atender   a  dicho   sector  de   la población.  Se declara con  lugar el recurso en  cuanto se dirige contra el Sistema de Emergencias 911. Se ordena al Director del Sistema de Emergencias 911, que en el plazo de CINCO DÍAS a partir de la comunicación de esta sentencia divulgue y comunique   al usuario información suficiente y veraz en su página web y otros medios disponibles sobre los equipos, dispositivos y herramientas   para acceder a la tecnología que permita  a las personas con discapacidad auditiva hacer uso del servicio telefónico de emergencias 911. Asimismo, deberá brindar información  del procedimiento de comunicación para llamar, reconocer y responder las llamadas a las personas con discapacidad auditiva, al servicio de emergencia 911.  CL
375-12. DISCAPACITADO. SE ORDENA AL MINISTERIO DE JUSTICIA COORDINAR PARA LA ATENCIÓN DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD DENTRO DEL SISTEMA. El recurrente manifiesta que fue abierto un proceso penal en su contra por tráfico de drogas. Asimismo, aduce que es una persona discapacitada y que en el Centro Penitenciario de Liberia, no tienen las condiciones para atenderlo. Se declara parcialmente CON LUGAR el recurso, únicamente en cuanto el recurrente fue sometido a un trato cruel y degradante contrario a su dignidad humana. Se ordena al Ministro de Justicia y Paz, al Director General de Adaptación Social y al Director Asistente Interino del Centro de Atención Institucional Calle Real, en Liberia, Guanacaste, que deben proceder, en plazo de SEIS MESES a crear y coordinar lo necesario para que dentro del Sistema Penitenciario Nacional se cuente con unidades de recursos humanos y el equipo técnico necesario, para atender a los privados de libertad con discapacidades físicas o necesidades especiales, que por su condición requieren de una atención distinta y especializada respecto del resto de la población privada de libertad, así como tomar las medidas urgentes a fin de que no incurran, nuevamente, en la conducta que sirvió de base para la presente estimatoria. Se declara sin lugar el recurso respecto  del Juzgado Penal, la Fiscalía y el Hospital Dr. Enrique Baltodano Briceño, todos de Liberia, Guanacaste. CL Parcial
266-12. VEHÍCULOS. REQUISITOS PARA AUTORIZACIÓN A MANEJAR VEHÍCULOS DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 10 del Decreto Ejecutivo 33343-s-h-mp-mopt-j. La norma se impugna en cuanto impide que parientes de tercer grado de consanguinidad sean asignados como conductores de los vehículos para personas con discapacidad; sin embargo, admite la designación de conductores remunerados aunque no sean parientes de la persona con discapacidad. Se considera que el límite impuesto por la normativa es discriminatorio, ya que imposibilita que una persona con discapacidad, que adquiere un vehículo mediante la aplicación del citado decreto, pueda designar a una tía suya como conductora, por considerarse que dicho parentesco está fuera de los alcances del artículo cuestionado, pero se admite la designación de una persona particular siempre y cuando medie una retribución. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucional la frase "hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad" contenida en el artículo 10 del Decreto Ejecutivo número 33343-S-H-MP-MOPT-J, publicado en el Diario Oficial La Gaceta No. 98 del 17 de mayo del dos mil once. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la frase anulada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Comuníquese al Ministro de Obras Públicas y Transportes y al Ministro de Hacienda. CL
MUNICIPALIDAD
961-12. AGUAS PLUVIALES. CONSTRUCCIÓN DE ALCANTARILLADO MUNICIPAL AFECTA PROPIEDAD VECINA. El recurrente alega violación al derecho de propiedad, por cuanto producto de la construcción de un alcantarillado municipal se descargan aguas pluviales en su terreno. La Sala considera que   las autoridades  recurridas han incumplido  su deber  de realizar las obras necesarias para evitar lo anterior.  Al respecto, se  tiene por acreditado la  labor  efectuada  por  el Área Rectora  de  Salud recurrida, pues desde enero de este año ha venido atendiendo la problemática, mas debe hacerse énfasis en que ellos mismos reconocen que en la actualidad existe un problema grave que afecta la salud pública de los vecinos del lugar, específicamente por la acumulación  de  aguas  pluviales,  servidas,  y  hasta probablemente  algunas aguas negras. Se declara con lugar el recurso. Se les ordena al Alcalde de la Municipalidad de Los Chiles, y al Director del Área Rectora de Salud de Los Chiles, tomar las medidas necesarias a fin de solucionar la problemática de desfogue de aguas que afecta la propiedad del recurrente, dentro del plazo de TRES MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia. Además, se le ordena al Alcalde de la Municipalidad de Los Chiles, contestar la solicitud de información planteada por el recurrente en fecha 02 de marzo de 2011, dentro del plazo de 10 días contados a partir de la notificación de esta sentencia.CL 

1171-12. ACERAS. SE ORDENA A MUNICIPALIDAD DE COTO BRUS  APERCIBIR A PROPIETARIOS Y POSEEDORES  DE BIENES INMUEBLES UBICADOS POR COLEGIO TÉCNICO, CONSTRUIR ACERAS. Alega el recurrente que el último tramo de 500 metros que comunica el centro de Sabalito y el Colegio Técnico Profesional Agropecuario de Sabalito de Coto Brus no existen aceras, lo que supone un riesgo para la vida e integridad física de las personas que deben transitar por la zona. Acusa que las autoridades recurridas no han actuado de forma diligente para solucionar dicha situación. Por su parte, la autoridad recurrida reconoce que no existen aceras en el tramo aludido por el recurrente, y se limita en indicar que se está previniendo a los propietarios de los lotes colindantes con la vía pública para que las construyan. No obstante, las autoridades recurridas no presentan prueba de que se haya realizado la notificación a los propietarios, y se indica que se está realizando a raíz de la interposición del recurso. Por lo que, a la luz de lo anterior, esta Sala concluye que, en general, la Municipalidad recurrida no ha actuado diligentemente en protección de los derechos fundamentales de la comunidad, ya que la falta de aceras y rampas que se ajusten a los requerimientos impuestos por la Ley 7600 y su reglamento, limita la posibilidad de la comunidad y los estudiantes del Colegio Técnico Profesional Agropecuario de Sabalito de desplazarse de forma libre y segura, en infracción de los artículos 21 y 33 de la Constitución Política. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Presidente del Concejo Municipal y Alcalde, ambos de la Municipalidad de Coto Brus, que adopten de forma inmediata las medidas pertinentes, dentro de su respectivo ámbito de competencia, para que en el plazo de quince días, contado a partir de la notificación de la presente resolución, se aperciba a los propietarios o poseedores de bienes inmuebles ubicados en  Sabalito de Coto Brus, en el último tramo de 500 metros de largo que comunica el centro de Sabalito con el Colegio Técnico Profesional Agropecuario de Sabalito, que no hayan construido aceras frente a sus propiedades, que den inicio a su construcción, ajustando las obras a las especificaciones contenidas en la Ley No 7600 y su reglamento. Lo anterior, sin perjuicio de que en caso de omisión del propietario o poseedor de cumplir las obligaciones señaladas, la Municipalidad de Coto Brus supla los trabajos, y aplique las multas correspondientes, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 75 y 76 del Código Municipal, en el plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de la presente resolución. En cuanto al Ministerio de Obras Públicas y Transportes, se declara sin lugar el recurso. CL
1088-12.  VÍAS PÚBLICAS. DEFICIENTE SERVICIO MUNICIPAL EN MANTENIMIENTO DE CAMINO.  El recurrente alega que la Municipalidad de Turrubares tiene más de  treinta años de no brindarle mantenimiento al camino que está entre la comunidad  de San Gabriel hasta el de San Jerónimo llegando al Río Tulín, en donde tiene una finca a la cual se le dificulta su acceso,  sobre todo en invierno cuando  tiene que dejar su vehículo a siete  kilómetros  de distancia, impidiéndole atender  su  producción y negocio de ganado.   Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Alcalde y Presidente del Concejo de Turrubares, que adopten las medidas necesarias dentro del  ejercicio de sus competencias, para que en el plazo de DOCE MESES, contado a partir de la notificación  de esta sentencia, el camino entre el poblado de San Gabriel  hasta el de San Jerónimo llegando al Río Tulín, del Distrito San Juan de Mata, sea habilitado para el tránsito de vehículos, debiendo coordinar lo pertinente con los demás órganos o entes estatales competentes. CL
850-12. REGIDORA. LIMITAN LIBERTAD DE EXPRESIÓN EN SESIÓN DE CONCEJO MUNICIPAL.  La recurrente  manifiesta, que es regidora municipal del Concejo Municipal de San Ramón. Acusa que por acuerdo del Concejo se indicó asignar un espacio para el Minuto de Reflexión, para que al inicio de las sesiones ordinarias se de una lectura y meditación bíblica. Acusa que se le impidió en dicho espacio leer un documento diferente a una lectura bíblica, por lo que estima se lesionan sus derechos fundamentales, específicamente su derecho de libertad de pensamiento y de expresión. Señala la Sala que la recurrente no alega que se le restringió su derecho de participación o palabra, si no que se condicionó su participación a la lectura de un tema ya acordado por el Concejo accionado, acuerdo en el cual participó la recurrente. De esta manera, si la recurrente estima que se deben tratar otros temas o lecturas -diferentes a las lectura bíblicas- durante el “Minuto de Reflexión” acordado por el Concejo, así deberá exponerlo ante éste órgano, para que se resuelva lo que en definitiva corresponda. Adicionalmente, se debe indicar que la recurrente, en su condición de miembro del mismo órgano accionado, tiene voz y voto en la decisión que al respecto se tome sobre los temas de discusión. Por lo expuesto, el recurso es improcedente y se rechaza por el fondo el recurso. Se rechaza por el fondo el recurso.  RF
528-12.  AGUAS PLUVIALES.  CIERRE DE DESAGÜE DE AGUAS PLUVIALES PROVOCA DAÑOS EN CAMINO PUBLICO Y TERRENOS ALEDAÑOS EN SAN MATEO DE ALAJUELA.   El recurrente adujo que tanto él como los demás amparados son propietarios de varias fincas ubicadas en la zona Cerro Lana, de San Mateo de Alajuela.   Indicaron que la Municipalidad de la localidad, sin justificación  alguna,  cubrió  el  desagüe  que  conduce  las  aguas  pluviales procedentes  de  una  vía  cantonal,  al  inmueble  de un vecino. Reclamaron que, lo anterior, dañó notablemente el camino, con lo cual se torna peligroso transitar por el lugar e, inclusive, se les obstaculiza la posibilidad de explotar sus fundos.  Aseguraron que plantearon el correspondiente reclamo ante la corporación  municipal,  sin  embargo,  dicha  entidad  no  ha  solucionado  la problemática. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena a la Directora de la Unidad Técnica de Gestión Vial Municipal  y Alcalde, ambos de la Municipalidad de San Mateo de Alajuela, que lleven a cabo todas las actuaciones dentro del ámbito de sus competencias y giren las órdenes pertinentes, de tal forma que, dentro del plazo de SEIS MESES, contado a partir de la notificación de la presente resolución, se solucione, de forma definitiva, el problema de encauzamiento de aguas en el camino La Calera, código municipal No. 02-04-010.   CL
479-12. AGUAS NEGRAS. SE ORDENA CONCLUIR OBRAS EN LA PASCUA DE QUEPOS EN TRES MESES. La recurrente acusa que vive en el cantón de Aguirre, y que desde el 2007 ha denunciado ante la Municipalidad recurrida que el terreno donde tiene construida su vivienda presenta problemas de inundación y acumulación de aguas pluviales y negras, debido al desvío de un caño público a su propiedad; sin embargo, a pesar de que se colocaron algunas alcantarillas, no se terminaron los trabajos, y la situación continúa sin una solución definitiva, lo cual vulnera sus derechos fundamentales. Se declara parcialmente con lugar el recurso, solo en cuanto a la Municipalidad de Aguirre se refiere. Se les ordena al Alcalde y Presidente del Concejo Municipal, ambos de la Municipalidad de Aguirre, adoptar las medidas necesarias para solucionar el problema de manejo de aguas denunciado por la recurrente y que afecta su propiedad en la comunidad de La Pascua, Quepos, para lo cual deberán concluir las obras iniciadas dentro del plazo de 3 MESES contado a partir de la notificación de la sentencia. En cuanto a los demás recurridos, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial 

451-12. RIESGO DE DESLIZAMIENTO. PROVOCA RÍO IPIS EN RESIDENCIAL BOSQUES DE MORAVIA. Los recurrentes, quienes son vecinos del bloque D del residencial Bosques de Moravia,   aseguraron que, dicho sector, ha sido erosionado por el río Ipís. Aseguraron que los habitantes de las viviendas que allí se localizan, se encuentran en peligro, dada la posibilidad que ocurra un deslizamiento. Indicaron que las anteriores circunstancias, son de conocimiento del Ministerio de Salud y de la Municipalidad de Moravia, sin embargo, no han intervenido para salvaguardar la integridad y vida de los vecinos del lugar.  Se declara con lugar el recurso. Se le ordena a quien ocupe el cargo de Ministra de Salud, así como al Alcalde de la Municipalidad de Moravia, que, inmediatamente, ejecuten, de manera coordinada, las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que, se ponga fin a la amenaza que se cierne sobre los habitantes del bloque D, del Residencial Bosques de Moravia, ante un probable deslizamiento, producto de la erosión generada por el río Ipís. CL
548-12. INUNDACIONES. RETARDO EN REALIZAR TRABAJOS DE CONTENCIÓN EN MARGEN DE RÍO, AMENAZA CON DAÑAR VIVIENDAS.  Los recurrentes manifiestan, que viven en Residencial González Angulo en Oreamuno, a la altura del cual se ubica el río Toyogres. Indica que desde hace varios años es conocido por la Municipalidad recurrida, el MOPT y la Comisión Nacional  de  Emergencias,  el  riesgo  que  representa  para  la  comunidad  el socavamiento que se ha dado al margen izquierdo del río, con la amenaza de inundación que ello implica para sus casas. Pidieron ayuda a la Municipalidad de Cartago, pero estos les indicaron que debían comunicarse  con la Municipalidad   y el Comité de Emergencias de Oreamuno,  a los cuales pertenecen, los que hasta ahora no les han solucionado el problema.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de Oreamuno, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que dentro del plazo de un año, contado  a partir de la notificación de esta sentencia, se realicen las obras necesarias para atender el problema denunciado  por los recurrentes en el Río Toyogres.   CL
362-12. ASAMBLEAS CANTONALES. REQUISITOS DE PARTICIPACIÓN EN ORGANIZACIONES DEPORTIVAS. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 10 del Reglamento para la Organización y Funcionamiento del Comité Cantonal de Deportes y Recreación de la Unión. Las normas señalan que para integrar la Asamblea Cantonal de Organizaciones Deportivas y Recreativas, se permitirán sólo la Asociaciones Deportivas con personería jurídica vigente y adscritas al Comité Cantonal y con domicilio en la Unión. Con ello se deja sin posibilidad de participar otro tipo de organizaciones que se encuentran inscritas en DINADECO, como las Asociaciones de Desarrollo Integral, Juntas de Educación, Sindicatos y otros. Los accionantes consideran que el Concejo Municipal de la Unión, al emitir la norma cuestionada, infringió los Artículos 16 y 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el artículo 25 de la Constitución Política, pues estableció condiciones para quienes pretendan ser elegidos como miembros de la Junta Directiva del Comité Cantonal de Deportes y Recreación de La Unión, que la ley no establece. Asimismo,  la norma impide a los munícipes interesados  en conformar la Junta Directiva del Comité, postularse  si no pertenecen  a alguna organización de las señaladas en el artículo 10 del Reglamento que se impugna, lo que lesiona su libertad de asociación.  Señala la Sala que la colisión entre normas de rango infraconstitucional,  que los accionantes señalan, no alcanza a plantear un verdadero conflicto de constitucionalidad sino tan solo de modo reflejo o indirecto. En reiteradas ocasiones (como, por ejemplo, en la sentencia número 2000-01149 de las 15:39 horas del 2 de febrero del 2000). Si  una norma reglamentaria violenta o excede lo dispuesto en una ley es un tema de legalidad cuya discusión no corresponde a esta jurisdicción. El artículo 49 de la Carta Fundamental asigna el control de la legalidad de la función administrativa del Estado a la jurisdicción contencioso administrativa, no a la constitucional. Se rechaza de plano la acción. Los Magistrados Castillo y Cruz ponen nota. RP
181-12. FRACCIONAMIENTO. EN REGIÓN CHOROTEGA. Acción de Inconstitucionalidad contra el Decreto Ejecutivo No. 34456-2008 de 29 de Noviembre de 2007, denominado Metodología y Directrices Generales Para El Ordenamiento Territorial de la Región Chorotega. El reglamento impugnado establece un fraccionamiento de diez metros frente a calle pública, en lugar de seis metros que establece el Reglamento Nacional para control de Fraccionamientos y Urbanizaciones y la Ley de Planificación Urbana. 

Se declara inadmisible la acción por no encontrarse el asunto base en fase de agotamiento de la vía administrativa. Se rechaza de plano la acción. RP
854-02. ACTOS. AUDITORIA A JUNTA ADMINISTRATIVA DEL CEMENTERIO DE OBREROS DE SAN JOSE. Acción  de  inconstitucionalidad  contra  la  RESOLUCIÓN  N° A-AI-238-2010 y el OFICIO  N° 2015-SM DEL OCHO  DE SETIEMBRE  DE DOS MIL ONCE, ambos de la MUNICIPALIDAD DE SAN JOSÉ. Actos de la Municipalidad de San José, mediante los cuales ha realizado auditorias a la Junta Administrativa del Cementerio de Obreros de San José. Señala el recurrente que es violatorio al principio de legalidad crear un órgano de vigilancia sobre la Junta Administrativa que representa. La acción se rechaza  porque los actos impugnados son susceptibles de ser cuestionados por vía de amparo, según lo establecido en el artículo 29 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Se rechaza de plano la acción. RP 

151-12. VÍAS PÚBLICAS. ENTRE RÍO SEGUNDO DE ALAJUELA Y SANTA BÁRBARA DE HEREDIA. Alega la recurrente que no existen aceras o se encuentran en mal estado, las que se ubican en la carretera que comunica Río Segundo de Alajuela con San Juan de Santa Bárbara de Heredia, produciendo una serie de peligros que amenazan la vida de las personas que deben transitar por ese sector. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde, y al Presidente a.i. del Concejo, ambos de la Municipalidad de Santa Bárbara de Heredia, y al Director Ejecutivo a.i. del Consejo Nacional de Viabilidad del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, que adopten inmediatamente y en forma coordinada las medidas necesarias y que ejecuten las acciones, según el ámbito de sus competencias, pertinentes a fin de que dentro del plazo improrrogable de 6 meses a partir de la notificación de esta sentencia, se realicen las reparaciones en las aceras que estén en mal estado, y donde no hay se proceda a su construcción, en cuyo caso se aplicará los artículos 75 y 76 del Código Municipal, de la ruta nacional número 119. CL
192-12. VÍAS PÚBLICAS. CONSTRUCCIÓN DE ACERAS Y SEÑALIZACIÓN EN SAN VITO DE COTO BRUS. La recurrente aduce que las autoridades de la Municipalidad recurrida han vulnerado los derechos fundamentales, ya que, según su dicho, pese a pavimentar la carretera que va de La Alborada hasta el Barrio Canadá en San Vito de Coto Brus, omitieron, concomitantemente, construir las respectivas aceras y colocar la señalación vial correspondiente. Alega, que dicha situación pone en grave peligro la vida de todas las personas -sobre todo de los adultos mayores, niños y personas con discapacidad-, que caminan por dicha vía. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al Presidente del Concejo y al Alcalde, ambos de la Municipalidad de San Vito de Coto Brus, realizar, dentro del plazo de SEIS MESES, contado a partir de la notificación de la presente sentencia, las gestiones pertinentes a efecto que: 1) se inicie con la construcción de las aceras faltantes en la carretera que va de La Alborada hasta el Barrio Canadá y 2) se coloque la señalización vial correspondiente en esa misma zona. CL
214-12. VÍAS PÚBLICAS. PUENTE EN CORREDORES. Alega el recurrente que la carretera  que comunica  los poblados  de Río Incendio con Caracol de la Vaca, en Corredores, es una  ruta  municipal,  por  lo tanto,  es responsabilidad    de   la Municipalidad su mantenimiento y cuido. Señala que en esta ruta, aproximadamente a unos 400 metros antes de llegar a la localidad de Caracol de la Vaca, se encuentra un  puente   cuyo   mal estado imposibilita  el  paso  de  vehículos  en invierno  y,  en verano,  los obliga a pasar por  el río.  Acusa que dicho puente se encuentra  dañado desde hace muchos años, sin que las autoridades recurridas solventen el problema. Alega   que  esta situación  crea  serios   daños  y perjuicios   a  los  vecinos  de  esas comunidades, principalmente  a  los   niños  que   tienen  que   ir  a  la escuela,  y  a  los ancianos que no tienen los medios y oportunidades para poder   transitar   en esa vía. Lo anterior, no solo limita   el libre paso   sobre esa calle sino que pone en peligro la integridad    física y  la misma vida de las personas que transitan en esa vía.  Agrega que no existe ninguna   señalización de este peligro por lo que en cualquier momento puede presentarse un accidente. Se declara con lugar el recurso.  Se ordena a la Alcaldesa de Corredores, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que dentro del plazo de UN AÑO, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se solvente el problema del puente al que hace alusión el recurrente, y que se encuentra en la vía que comunica las comunidades de Río Incendio con Caracol de la Vaca. CL
218-12. VÍAS PÚBLICAS. PROBLEMAS CON ALCANTARILLA EN CORREDORES. El recurrente acusa la violación a lo dispuesto por los artículos 21 y 50 de la Constitución Política, pues afirma que la Municipalidad de Corredores ha sido omisa en reparar una alcantarilla ubicada en la ruta de Barrio San Jorge, que se encuentra en mal estado y pone en riesgo la integridad física de las personas que transitan por esa vía. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa y Presidente del Concejo, ambos de la Municipalidad de Corredores, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que dentro del plazo de un mes, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se repare la alcantarilla ubicada en la ruta de Barrio San Jorge, Paso Canoas. CL
NOTARIADO

496-12. SANCIONES. EN EL CAMPO CIVIL Y PENAL. Acción de inconstitucionalidad contra Párrafo Primero del Artículo 15 y Párrafo Primero del Artículo 19, ambos del Código Notarial. Las normas señalan que los notarios pueden ser sancionados en diferentes campos, disciplinario, civil o penal y que no son excluyentes. En este caso concreto, se pretende discutir por vía de acción la sanción impuesta, lo que es improcedente. Se rechaza de plano la acción. El magistrado Cruz Castro pone nota conforme se consigna en el penúltimo considerando. RP
374-12. CASACIÓN. REQUISITOS PARA ADMISIÓN. Acción de Inconstitucionalidad contra el Artículo 158 Código Notarial. La norma impugnada restringe la posibilidades Recurso de Casación contra lo resuelto por el  Tribunal de Notariado, únicamente en los casos en que “hubiere mediado pretensión resarcitoria” y “cuando la cuantía del asunto lo permita”, impidiendo así la interposición del recurso en el resto de los casos, ya sea porque no haya pretensión resarcitoria o porque la cuantía no lo permite. De igual forma en cuanto limita la competencia del tribunal de casación únicamente a lo pecuniario. Se rechaza la acción por inexistencia de asunto previo. Se rechaza de plano la acción. RP
PENSIONES ALIMENTARIAS

389-12. APREMIO CORPORAL. COBRO DE AGUINALDO. Alega el recurrente que a la beneficiaria de la pensión alimentaria a la que está obligado a pagar, no le asiste derecho a cobrar aguinaldo, por cuanto no existe ni treinta días entre el primer pago de la cuota provisional y la fecha máxima de cancelación de la cuota de aguinaldo, añadiendo que el rubro que debe cancelar por concepto de aguinaldo, es un derecho laboral al que se tiene derecho, cuando se dispone de un tiempo de laborar para un mismo patrono. Señala la Sala que reiteradamente se ha indicado, que determinar la procedencia o no de una pensión alimentaria a cargo de una persona, que en este caso sería la procedencia del pago del aguinaldo dentro de una pensión alimentaria, o establecer el correcto monto de la misma, conforme a la adecuada apreciación del material probatorio existente, y la debida interpretación y aplicación de la normativa que rige la materia, implica un conflicto de legalidad ordinaria propio de conocerse y resolverse ante la jurisdicción de familia. Aunado a ello, no procede que esta Sala emita pronunciamiento alguno sobre tales extremos -aun cuando el amparado fuese privado de libertad-, pues también es abundante la jurisprudencia de la Sala en reconocer que de conformidad con el 2° párrafo del Artículo 39 de la Constitución Política y el Artículo 7 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la orden de apremio corporal dictada por autoridad judicial competente contra el deudor que hubiese incumplido su obligación alimentaria, no violenta el Derecho de la Constitución y, más grave aun, ello significaría suplir a los jueces de familia en la resolución de los asuntos sometidos a su conocimiento e incidir indebidamente en las funciones que les han sido confiadas por nuestro ordenamiento jurídico, en abierta contraposición a lo preceptuado en el Artículo 153 de la Constitución Política, el Artículo 4 de la Ley de Pensiones Alimentarias y el Artículo 120 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Se declara SIN LUGAR el recurso. SL
397-12. ORDEN DE CAPTURA. A PESAR DE HABER SIDO EXONERADO DEL PAGO DE PENSIÓN. Alega el recurrente que en el Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Alajuelita, fue exonerado del pago de pensión alimentaria; sin embargo, el referido Juzgado continúa emitiendo orden de captura en su contra. Por lo anterior, considera lesionados sus derechos constitucionales, principalmente, su libertad de tránsito. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Juez Coordinador del Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Alajuelita, que gire las órdenes correspondientes para que se suspenda, de manera inmediata, la orden de captura incoada contra el recurrente. CL
895-12. APREMIO. PROCEDENCIA. Acción de inconstitucionalidad contra el primer párrafo del artículo 25 de la Ley de Pensiones Alimentarias, y el párrafo segundo del artículo 19 de la Ley de la Defensoría de los Habitantes. Las normas regulan lo relativo al apremio por seis mensualidades en materia de pensiones alimentarias, el cual procederá siempre que la parte actora haya gestionado el cobro en forma reiterada. La norma de la Defensoría que se impugna señala que este órgano, no podrá conocer quejas si el asunto está pendiente en los Tribunales de Justicia. Señala el recurrente que no es justo que a la madre se le obligue a presentarse a firmar cada mes la orden de apremio. La acción se rechaza porque no cumple los requisitos para su admisibilidad. No obstante, se indica que el artículo 25 de la Ley de Pensiones Alimentarias señala que debe haberse gestionado el cobro de forma reiterada, debe entenderse que esa gestión reiterada sea al menos una gestión de carácter mensual para cada uno de los meses adeudados por el obligado alimentario. Esta definición no implica que no proceda el cobro de aquellas cuotas cuyo pago no haya sido instado de manera reiterada y mensual, sino que sobre estas debe seguirse la vía que legalmente también se ha previsto a través de los mecanismos ordinarios y no por medio de la privilegiada vía del apremio corporal (ver, entre otras, sentencias  de esta Sala números 2011-1989, de las dieciséis horas dieciocho minutos del 15 de febrero de 2011, y 2011-6432, de las ocho horas cincuenta y nueve minutos del 20 de mayo de 2011.) En consecuencia, debe descartarse la aducida inconstitucionalidad de la norma impugnada. Finalmente, se afirma que si bien la Defensoría es parte del esquema nacional de protección de los derechos humanos, pero desde la particularidad del carácter recomendativo de sus pronunciamientos. Es por esta razón, y para evitar indebidas confrontaciones o contradicciones,  y hasta para asegurar de manera coherente  la actuación del Estado en materia de protección de los derechos humanos y el cumplimiento de las decisiones del ámbito judicial, que el legislador inhibió a la Defensoría de continuar con los procedimientos cuando  el mismo caso  es trasladado al ámbito judicial, porque ante dicha circunstancia corresponde  su análisis y decisión final a un tribunal de la República, quienes por mandato constitucional tienen la obligación de resolver en definitiva los conflictos sometidos a su conocimiento. Se rechaza de plano la acción. RP
110-12. IMPEDIMENTO DE SALIDA. IMPIDEN SALIDA DEL PAÍS A  DEUDOR ALIMENTARIO POR ORDEN EMITIDA EN EXPEDIENTE ARCHIVADO.  La recurrente demandó el amparo de la libertad de tránsito de su representado, pues, en su criterio, por la inercia del despacho judicial recurrido, no se levantó el impedimento de salida del país dispuesto contra el tutelado, pese a que el expediente en el que se decretó esa medida cautelar se encuentra archivado.    Se declara con lugar el recurso. Se le advierte al Juez de Pensiones Alimentarias del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, abstenerse de incurrir, nuevamente, en la conducta que dio mérito a estimar este proceso. Asimismo, se le ordena a la Directora General de Migración y Extranjería, disponer lo necesario para que se levante el impedimento de salida del país decretado contra el amparado. CL
PODER EJECUTIVO
1009-12. VÍA PÚBLICA. DESLIZAMIENTO EN CARRETERA IMPIDE EL PASO  EN SAN VITO DE COTO BRUS.  El recurrente indica que en la comunidad de Coto Brus, exactamente, doscientos metros oeste de la plaza de deportes de Santa Rita de Limoncito, existe un deslizamiento de tierra, el cual, ha causado daños a la carretera principal, en el sentido San Vito-Buenos Aires. Indica que dicho deslizamiento tiene más de dos años de existir y, a la fecha de interposición del recurso de amparo, no había sido reparado. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Director Ejecutivo del Consejo Nacional de Viabilidad que tome las medidas que estén dentro del ámbito de sus competencias para que, de forma inmediata, se lleven a cabo las acciones pertinentes para dar solución al problema de deslizamiento de tierra en la Red Vial Nacional No. 237 sentido San Vito-Buenos Aires, obras que deberán culminarse en el término de tres meses contado a partir de la notificación de la presente sentencia. CL
467-12.  CONDONACIÓN DE DEUDAS.  RETARDO EN CANCELAR DEUDAS DE AGRICULTORES A PESAR DE EXISTIR ACUERDO DEL FONDO DE COMPENSACIÓN SOCIAL.  Los recurrentes manifiestan que son agricultores de la comunidad   de Aguirre. Afirman que el 21 de setiembre de 1998 se les  comunicó la aprobación por medio del Programa de Compensación Social de la cancelación de las deudas de cuarenta y dos beneficiarios del proceso liquidador de este Programa. Manifiestan que a la fecha las deudas provenientes de dicho Programa no han sido canceladas por la Junta Liquidadora de Compensación  Social, a pesar del acuerdo indicado, lo cual les está causando un grave perjuicio al mantener gravadas las propiedades. Se declara con lugar el recurso.  Se ordena al Presidente Ejecutivo  del Instituto de Desarrollo Agrario, efectuar, de inmediato, los trámites de escritura de las parcelas por las deudas  compensadas, si aún no lo hubiera hecho, correspondientes a los asociados de la   Cooperativa de Autogestión Agropecuaria y de Servicios Múltiples del Silencio  RL, de Aguirre, mencionados en el hecho probado c) del considerando segundo de esta sentencia. Asimismo, se ordena al Ministro a. i. de Trabajo y Seguridad Social, establecer si el caso de los asociados de la Cooperativa indicada, mencionados en el hecho probado d) del considerando  segundo  de  esta  sentencia,  fue  conocido  por  la  Comisión Liquidadora de Compensación Social y qué decidió, en los ocho días siguientes a la notificación de esta sentencia. De haberse compensado las deudas que pesan sobre sus parcelas, deberán todos los recurridos disponer lo necesario para que se efectúen, inmediatamente, los trámites necesarios para tenerlas por canceladas y extender  las  escrituras correspondientes. Respecto  del  Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo, se declara sin lugar el amparo. CL
395-12. REGISTRO NACIONAL. DEBE BRINDAR EL SERVICIO PÚBLICO QUE PRESTA EN EL CIERRE COLECTIVO POR VACACIONES EN CASOS ESPECIALES. La recurrente alega que la imposibilidad de inscribir la escritura otorgada como garantía de la medida cautelar concedida al amparado, debido a que el Registro Público estaba cerrado por vacaciones de fin y principio de año, ha impedido que el tutelado sea puesto en libertad. En este caso, señala la Sala que la Administración puede darse a la organización interna  que mejor le parezca  a fin de satisfacer el servicio público que presta de una manera más racional y con un mejor aprovechamiento de los recursos que posee. Por ello, bien puede establecer, dentro de su horario normal de trabajo, un horario para atender o realizar determinadas áreas, tales como horarios para fotocopias, entrega de documentos, etc. Sin embargo, esa organización debe hacerse tanto en jornadas ordinarias como en periodos extraordinarios,  de manera tal que no se ocasionen afectaciones a los derechos fundamentales de los ciudadanos, sobre todo cuando está de por medio un derecho de tanta relevancia como lo es la libertad, ya que no es posible permitir que, por errores de organización administrativa, una persona esté detenida por más tiempo del que le corresponde, pues si ya se ha avalado la posibilidad de obtener su libertad, no puede venir la Administración a hacer nugatorio el ejercicio pleno de ese derecho cuando existe la resolución de una autoridad judicial que la autoriza. Véase que debido al cierre colectivo del Registro Público por vacaciones generales a su personal, no fue posible tramitar la escritura pública en la cual se constituyó la hipoteca otorgada como garantía de la medida cautelar concedida al amparado. En ese sentido, se advierte a las autoridades del Registro Público que en el futuro, deberán adoptar las medidas que consideren convenientes a efecto de garantizar que, en [image: image1.jpg]ko




supuestos como el presente, donde esté en juego la libertad de las personas,  a tales documentos públicos se les brinde el trámite que corresponde en periodos de cierre institucional colectivo.  En consecuencia,  lo procedente  es estimar el presente asunto como en efecto se dispone. Se declara con lugar el recurso, sin ordenar la libertad del amparado. Se apercibe al Director General, al Director del Registro de Bienes Inmuebles y a la Directora de Servicios Registrales, todos del Registro Nacional, abstenerse de incurrir en la omisión que dio mérito para acoger el recurso, bajo el apercibimiento señalado en el artículo 50 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional.  CL
263-12. JUNTA DIRECTIVA. INTEGRACIÓN DE LA JUNTA DIRECTIVA DE INCOPESCA. Acción de Inconstitucionalidad contra de los Artículos 7 y 17 de la Ley de Creación del Instituto Costarricense de Pesca y Acuacultura N°7384. Las normas impugnadas regulan lo relativo a la conformación de la Junta Directiva del Instituto de Pesca y Acuicultura y sus atribuciones. Afirma el recurrente que la conformación de la Junta Directiva no toma en cuenta a sectores fundamentales de la sociedad costarricense que deben ser representados en la misma, violando con ello los principios de proporcionalidad, razonabilidad y el principio democrático.  Se rechaza por falta de legitimación del accionante. Se rechaza de plano la acción.  Los Magistrados Cruz y Ulate salvan el voto y ordenan dar curso a la acción. RP
PODER JUDICIAL
1017-12. INTERPRETACIÓN.  PATROCINIO LETRADO EN VÍA CONTENCIOSA.  El recurrente cuestiona la interpretación que realiza el Juzgado Contencioso Administrativo de la normativa vigente, - Código Procesal  Contencioso Administrativo  y  la  legislación  común -, a efecto de exigir patrocinio letrado en los procesos de ejecución de sentencia de  la  jurisdicción constitucional. La Sala determinó que a partir de  la sentencia número 2008-02545, extrapoló los principios que rigen a la Jurisdicción Constitucional, únicamente, a los procesos en que se alega una presunta  infracción al artículo 41 constitucional, por aparentes  infracciones  a  los  artículos  261  y  325  de  la  Ley  General  de la Administración  Pública,  o  bien,  leyes  sectoriales  para  los  procedimientos administrativos especiales, para resolver por acto final de un procedimiento, o bien, conocer  de los  recursos administrativos procedentes.   Se declara SIN LUGAR el recurso. SL
596-12. REGISTRO JUDICIAL.  MANTIENEN ANTECEDENTES PENALES EN PÁGINA DE INTERNET A PESAR DE ESTAR PRESCRITOS. El recurrente manifiesta que   ha  sido  detenido en numerosas  ocasiones y  sus derechos han sido violentados en virtud de que a pesar de que hay causas penales que  se siguieron  en  su contra y ya  se encuentran prescritas, la autoridad recurrida los sigue manteniendo   en sus  registros y aparecen las condenas en los antecedentes penales    y  en  el sistema judicial.   Se declara con lugar el recurso.  Se le ordena a la Jefa del Registro Judicial, proceder  a borrar los asientos  respectivos en los cuales constan los antecedentes determinados del amparado, en el que cumplió la condena el 17 de mayo de 1993, a partir de la notificación de esta resolución.  CL
652-12. MORA JUDICIAL.  RETARDO DE SALA CONSTITUCIONAL EN RESOLVER ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD.  El recurrente alega que, el 3 de junio de 2011 presentó ante esta Sala, una acción  de  inconstitucionalidad; no obstante, a la fecha de interposición del presente recurso, ésta no ha sido resuelta. Asimismo, acusa que en dicho proceso no se ha tenido como parte a la Procuraduría General de la República, ni al Patronato Nacional de la  Infancia.  Esta Sala resolvió, que a la fecha de interposición de este recurso, no ha transcurrido un plazo excesivo que suponga una violación  a  su  derecho  fundamental.  Lo  anterior,  atendiendo  la  adecuada tramitación y sustanciación que requiere esta clase de procesos, entre otras razones. Por su parte, en cuanto a la audiencia otorgada o no, a la Procuraduría General de la República y al Patronato  Nacional de la Infancia, es importante aclarar al recurrente, que dicho extremo excede el objeto previsto para el recurso de amparo, razón por lo cual, es en el propio proceso de inconstitucionalidad donde  debe plantear su alegato.  Se rechaza por el fondo el recurso. RF
PRIVADOS DE LIBERTAD
1165-12. DEFENSOR. SE LIMITADA PRIVACIDAD EN CENTRO PENAL PARA ENTREVISTA. El recurrente manifiesta, que al visitar al amparado en el centro penitenciario, para conversar sobre la estrategia para su defensa, dos oficiales penitenciarios se mantuvieron dentro del mismo recinto, donde esta con su defendido. Al solicitarles que salieron, éstos manifestaron que siempre han estado presentes en las entrevistas con defensores.  Considera que tal postura lesiona su derecho a la privacidad de su cliente e imposibilita ejercer una debida defensa de su patrocinado.  Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Director a.i. del Centro Penitenciario La Reforma, abstenerse de incurrir, nuevamente, en los hechos que dieron fundamento a la estimatoria de este recurso.  CL
1075-12. HACINAMIENTO. CONDICIONES EN EL PABELLÓN C-2 DEL ÁMBITO DE CONVIVENCIA D, EN LA REFORMA.  El recurrente alega que  las condiciones en el lugar donde se encuentra  son infrahumanas, ya  que,  los privados    de  libertad deben  dormir  en  el suelo,  puesto que no cuentan con una colchoneta. Esa omisión  los  podría exponer    a  sufrir  un detrimento  en  su salud.  Añade que tampoco se  les suministra los implementos    de cuidado personal que requieren, como    cepillo    de dientes,     jabón  de  baño,  papel  higiénico,  pasta  dental. En este caso consta que al momento  en que  se promovió  el amparo,  las autoridades administrativas se encontraban  supliendo    las espumas   que reclama el amparado.  De otra parte,  se pudo acreditar que a los privados de libertad se  les suministra los instrumentos de cuidado personal que se echan de menos. Se declara parcialmente con lugar el recurso, por el hacinamiento crítico y las condiciones en que se encuentran los privados de libertad del   Ámbito de Convivencia B del Centro de Atención Institucional La Reforma. Se ordena a la Directora del Centro de Atención Institucional La Reforma, que de inmediato adopte las medidas necesarias dentro del ámbito de sus competencias para eliminar el faltante de espumas que aqueja a los privados de libertad que se encuentran recluidos en el Pabellón C-2 del Ámbito de Convivencia D del Centro de Atención Institucional La Reforma y el hacinamiento crítico que existe en ese pabellón. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
1206-12. REUBICACIÓN.  SE ORDENA TOMAR MEDIDAS PARA RESGUARDAR INTEGRIDAD DEL AMPARADO. El recurrente considera vulnerada la libertad e integridad física del amparado, porque el mismo día de su ingreso al Centro de Atención Institucional San José, fue objeto de varias puñaladas por parte de compañeros del Centro; considera que su vida peligra y pide su ubicación en otro centro penal.-  Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Director a.i. del C.A.I. San José, que adopte todas las medidas necesarias para garantizar la vida e integridad del amparado, no sólo en el ámbito en que se encuentra ubicado, sino en todos sus desplazamientos para efectos del recibo de visitas, llamadas telefónicas o actividades de cualquier índole que realice fuera de la Sección en que se encuentra. CL
756-12. HACINAMIENTO. MALAS CONDICIONES DE CELDAS EN EL ÁMBITO DE CONVIVENCIA D DE LA REFORMA. Los recurrentes manifiestan, que se encuentran privados de libertad en el centro penal recurrido. Indican que ese centro penal sufre problemas de hacinamiento, pues en un área destinada para 40 personas hay 80, y sólo cuentan con 02 teléfonos públicos. Añaden que sufren por la falta de  suministro de agua, pues el mismo no es continuo. Agregan que existen falta de alimentos, y algunas personas se han quedo sin comer. En vista de lo anterior, y por la desesperación de obtener agua, comida o incluso utilizar algún teléfono público, hay peleas entre los mismos privados de libertad. Se declara parcialmente con lugar el recurso, solo por el hacinamiento crítico en el  Ámbito de Convivencia D del Centro de Atención Institucional La Reforma. Se ordena al Ministro de Justicia y Paz, y a la Directora a.i. del Centro de Atención Institucional La Reforma, que dentro del plazo de 7 MESES contado a partir de la notificación de esta sentencia, adopten las medidas necesarias dentro del ámbito de sus competencias para eliminar el hacinamiento crítico que aqueja a los privados de libertad que se encuentran recluidos en el Ámbito de Convivencia D del Centro de Atención Institucional La Reforma.   CL Parcial
778-12. AGRESIÓN. RECLUSO FUE GOLPEADO POR OFICIALES DE SEGURIDAD POR BÚSQUEDA DE DROGA.  El recurrente acude ante esta Jurisdicción Constitucional para que se tutelen los derechos fundamentales del amparado, pues las autoridades del Centro de Atención Institucional recurrido le obligaron a defecar en unos periódicos propinándole para ello golpes en su estómago debido a que existía una información confidencial que lo acusaba de portar droga en su ano. Se declara con lugar el recurso. Se advierte a la autoridad recurrida no volver a incurrir nuevamente en los hechos que motivaron este recurso.  CL
SUJETO DE DERECHO PRIVADO
645-12. FACEBOOK Y GOOGLE. RETARDO EN RESOLVER DENUNCIA DE USUARIO POR SUSTRACCIÓN DE FOTOS DE  SU PERFIL PERSONAL.  El recurrente manifiesta, que desde el año 2008 es usuario de la red social -Facebook-. Alega que en reiteradas ocasiones ha denunciado ante los encargados de dicha página de Internet el uso desautorizado de fotos sustraídas indebidamente de su perfil personal por parte de un usuario creado para el. Alega que a pesar de ello la situación continúa sin que las recurridas hayan dado una solución definitiva a su problema, por lo que estima lesionados sus derechos.   Esta Sala resolvió, que las compañías recurridas  en este amparo son sujetos de derecho  privado y la relación que las une con el amparado es de naturaleza contractual. En este sentido, esta Sala no es un contralor de la legalidad y no le compete revisar si las acciones cuestionadas se ajustan o no a los términos de uso aceptados por el accionante o a la normativa legal vigente, labor propia de la vía común. Por ello, deberá el recurrente plantear su inconformidad o reclamo en la vía jurisdiccional competente, sede en la cual podrá, en forma amplia, discutir el fondo del asunto y hacer valer sus pretensiones. Se rechaza de plano el recurso.  RP

185-12. SINDICATO. DESTITUCIÓN DE JUNTA DIRECTIVA. Acusan los recurrentes, todos miembros integrantes de la Estructura Regional 09 en San Ramón por un período de dos años, la violación del debido proceso, en el tanto no fueron convocados a la segunda asamblea del SINDICATO DE TRABADORES  DE LA EDUCACIÓN COSTARRICENSE que se realizó el  21 de octubre de 2011, sea un mes después de la fecha indicada en el memorándum GM1106 que les habían entregado, lo que los colocó en situación de desconocimiento, e indefensión, por cuanto en dicha asamblea se les destituyó de la Junta Directiva de la Regional 09, en la cual estaban nombrados desde el 12 de mayo de 2011. Se declara CON LUGAR el recurso. En consecuencia se anula el acuerdo de destitución de los amparados acordado en la asamblea del 21 de octubre de 2011. Asimismo se ordena al Secretario General y Representante legal del Sindicato de Trabajadores de la Educación Costarricense que en el plazo de CINCO DÍAS a partir de la comunicación de esta sentencia, responda y comunique la gestión de información planteada por los recurrentes el 01 de septiembre de 2011. Se condena al SINDICATO DE TRABAJADORES DE LA EDUCACIÓN COSTARRICENSE al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en la vía civil de ejecución de sentencia. Comuníquese a todas las partes y al Director del Registro de Asociaciones del Registro Nacional. CL
TRAMITE

356-12. RECUSACIÓN. FALTA DE LEGITIMACIÓN. Acción de Inconstitucionalidad contra el Artículo 208 Bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa. El gestionante solicita a la Sala la nulidad de la resolución por la cual fue aceptada la recusación del Magistrado Mora en la presente acción, sin embargo no ha lugar a la gestión formulada, ya que quien recurre no tiene legitimación alguna en este proceso, por cuanto no es el accionante en este proceso, ni ha sido tenido como coadyuvante, al menos para valorar sus manifestaciones. En consecuencia, se rechaza de plano la gestión interpuesta. No ha lugar a la gestión formulada. No ha lugar
253-12. RESERVA DE LA ACCIÓN HASTA QUE SE RESUELVA OTRA PENDIENTE. MULTAS. POR IRRESPETAR LIMITES DE VELOCIDAD. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 131 inciso b) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres y sus reformas. La norma impugnada señala que se impondrá una multa de un setenta y cinco por ciento (75%) de un salario base mensual correspondiente al “Auxiliar administrativo 1”, que aparece en la relación de puestos del Poder Judicial, de conformidad con la Ley del presupuesto ordinario de la República, aprobada en el mes de noviembre anterior a la fecha en que se cometa la infracción de tránsito, sin perjuicio de las sanciones conexas: b)
A quien irrespete las señales de tránsito fijas, incluso los límites de velocidad o las indicaciones de la autoridad de tránsito, en contravención de los artículos 79, 83 y 116 de esta Ley, normas que establecen los deberes de acatar las indicaciones verbales o escritas de las autoridades de tránsito, el señalamiento vertical y horizontal, incluso el que comprende los límites de velocidad; la prohibición de pasar sobre las islas canalizadoras o de adelantar por el carril izquierdo de la carretera demarcada con línea continua en el centro. Se exceptúan los casos considerados en el artículo 107 y en los incisos ch) y d) del artículo 83 de esta Ley, que se resolverán de acuerdo con lo que determinan dichos numerales. Se reserva el dictado de la sentencia de esta acción hasta tanto no sea resuelta la que bajo expediente número 11-005043-0007-CO  se tramita ante esta Sala. Se reserva
431-12. ACUMULACIÓN. PREBLISCITO. CONVOCATORIA. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 19 del Código Municipal. La norma establece los requisitos para la convocatoria de revocatoria de mandato de los alcaldes. Se acusa que la revocatoria de mandato sólo va dirigida a los Alcaldes y no a los Regidores, que también son funcionarios de elección popular, por lo que la norma es violatoria del principio de igualdad, entre otros derechos. Acumúlese esta acción a la que en el expediente número 12-000255-0007-CO se tramita ante esta Sala. Se acumula

432-12. ACUMULACIÓN. PREBLISCITO. CONVOCATORIA. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 19 del Código Municipal. La norma establece los requisitos para la convocatoria de revocatoria de mandato de los alcaldes. Se acusa que la revocatoria de mandato sólo va dirigida a los Alcaldes y no a los Regidores, que también son funcionarios de elección popular, por lo que la norma es violatoria del principio de igualdad, entre otros derechos. Acumúlese esta acción a la que en el expediente número 12-000255-0007-CO se tramita ante esta Sala. Se acumula
268-12. ACUMULACIÓN. LEY DE TRANSFORMACIÓN DEL IDA. Consulta Legislativa referente al Proyecto de Ley Denominado Transformación del Instituto de Desarrollo Agrario en el Instituto de Desarrollo Rural (Inder) expediente 17218. Acumúlese esta consulta a la que bajo expediente número 11-016060-0007-CO se tramita ante esta Sala. Acumulada















